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Las instituciones públicas con funciones de formulación de política y regulación en materia 
ambiental en los países de Latinoamérica, se enfrentan al reto de diseñar instrumentos de 
gestión ambiental que puedan ser efectivos y económicamente eficientes en el logro de 
los objetivos y metas ambientales que se han propuesto cada uno de los países en sus 
diferentes ámbitos de gestión. Particularmente ante la percepción, de que los esquemas 
regulatorios tradicionales (comando y control) y la insuficiencia de recursos financieros, no 
han permitido responder adecuadamente a los procesos de deterioro ambiental, se 
requiere explorar opciones para financiar la ejecución de las acciones y proyectos 
inmersos en políticas ambientales que contribuyan a mantener o mejorar las condiciones 
del patrimonio natural de cada país.  
 
Con estos fines y para contextualizar el análisis sobre políticas públicas y regulaciones 
ambientales en relación con el pago por servicios ambientales, es preciso tener en cuenta 
que en el desarrollo de este trabajo, sólo se analizara la “legislación propiamente 
ambiental”, que está integrada por las disposiciones constitucionales expedidas en las 
últimas décadas en cada país, para establecer la protección del  medio ambiente como un 
principio orientador de la gestión pública y promover el desarrollo sostenible, así como 
por las leyes generales o leyes marco sobre la materia promulgadas con las mismas 
finalidades. En consecuencia, esta evaluación incluirá la revisión de las Constituciones 
Políticas de los países de la región, los Códigos que contienen este tipo de disposiciones y 
las leyes ambientales expedidas para la protección del medio ambiente en su conjunto.  
 
También se revisaran algunas leyes sectoriales,  disposiciones reglamentarias o políticas 
públicas ambientales, que en su contenido hagan referencia  a los servicios hidrológicos de 
manera directa o indirecta. 
 
Teniendo en cuenta el alcance del trabajo, se busca identificar si en los marcos 
constitucionales y legales, existe el reconocimiento de los servicios ambientales 
hidrológicos, así como las alternativas de compensación o incentivos para su 
conservación, para determinar sí el marco legal existente es adecuado o presenta vacíos o 
barreras que impidan un adecuada implementación de este tipo de instrumentos.  
 
No se analizarán otros aspectos jurídicos que también deben ser tenidos en cuenta en la 
implementación de esquemas de PSA, como aquellos relacionados con la tenencia de la 
tierra o los aspectos contractuales, por no ser el objeto de este trabajo. Sin embargo es 
pertinente advertir, la necesidad que se avance a nivel de los países de la región, en 
consolidar reglas claras en estos aspectos. 
 
El documento preliminar de este documento, fue presentado en el Foro Virtual organizado 
por CONDESAN del 3 al 14 de Noviembre, durante el cual se recibieron comentarios y 
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recomendaciones de la comunidad latinoamericana participante del foro.  Los 
comentarios recogidos y analizados para la elaboración de este documento que constituye 
el informe final.  
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II. MARCO CONCEPTUAL PARA EL ANÁLISIS DE POLÍTICAS PÚBLICAS AMBIENTALES Y 
MARCO NORMATIVO E INSTITUCIONAL APLICABLE AL PAGO POR SERVCIOS 
AMBIENTALES HIDROLÓGICOS EN LA REGIÓN ANDINA. 
 
Con el fin de orientar el desarrollo del análisis es necesario acotar el ámbito de la revisión 
que permita concentrar el ejercicio en los asuntos directamente relacionados con los 
servicios ambientales y el pago o compensación por su provisión para que, en este 
contexto específico, se pueda evaluar el marco normativo aplicable a la utilización de esta 
herramienta en los diferentes países andinos incluidos en este trabajo. Con este 
propósito, consideramos necesario traer a colación algunas definiciones. 
 
Inicialmente, es necesario abordar de manera simple y clara las definiciones de servicio 
ambiental y de esquemas de pago por servicios ambientales, teniendo en cuenta que 
existen diferentes aproximaciones y conceptos a este respecto tanto en la literatura 
internacional como nacional en cada uno de los países.  
 
En este sentido, y con el fin de contar con una definición unificada y adecuada, se 
considera que la planteada por Naciones Unidas, en el trabajo denominado “Evaluación de 
los Ecosistemas del Milenio”1, se ajusta a las necesidades de esta evaluación. Así, se 
entienden por servicios ambientales “los beneficios que la sociedad recibe de los 
ecosistemas”. Para ampliar la comprensión de los servicios ambientales, estos se han 
clasificado internacionalmente en diferentes categorías: a) servicios de 
aprovisionamiento; b) servicios de regulación; c) servicios culturales; y d) servicios de 
soporte. 
 
De otra parte, y cuando nos refiramos a “esquemas de pago por servicios ambientales”, en 
primer lugar hay que reconocer que existe una gran variedad de modalidades para realizar 
dichos pagos por los servicios ambientales, y en consecuencia, el concepto abarca las 
distintas modalidades.  En segundo lugar, es necesario adoptar una definición genérica de 
“pago por servicios ambientales” que abarque todas estas modalidades.   
El término de “pago por servicios ambientales” ha sido utilizado ampliamente en la 
literatura internacional,  y vinculado a una gran variedad de experiencias ambientales en 
los países desarrollados y en desarrollo.   Para efectos de orientar el alcance del análisis, 
es importante tener claridad en las diferencias entre los esquemas de pago por servicios 
ambientales y otros instrumentos que tradicionalmente se han implementado en el sector 
ambiental como el ecoturismo, fondos de inversión ambiental, tasas y compensaciones 
ambientales y proyectos de manejo integrado de cuencas.    
 
En general, las definiciones que se plantean desde la literatura internacional contienen 
elementos comunes para denominar esquemas de pago por servicios ambientales: que 
existen cuando se encuentran uno o varios “beneficiarios” que remuneran 
                                                 
1 Ecosystems and Human well – being: a framework for assessment. 2005 
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monetariamente o con otro tipo de beneficios, a “proveedores” por los servicios 
ambientales que se generan en el área que habitan.   
 
Las definiciones difieren en dos aspectos principales: el grado en que los servicios 
ambientales se encuentran explícitos en la transacción (por parte de los beneficiarios y 
proveedores); y si en dicha transacción existe una condicionalidad ligada a la provisión de 
dicho servicio.  Es decir, si el pago o la suspensión del pago, es utilizado como incentivo 
para que se preste o se siga prestando el servicio ambiental.  Y son precisamente estos 
elementos los que diferencian los esquemas de pago por servicios ambientales de otros 
instrumentos de gestión ambiental.  
 
Cuando la definición de pago por servicio ambiental es amplia y no considera los 
elementos de condicionalidad o que el servicio ambiental esté explícito en la transacción, 
por ejemplo, según Van Noordwijk (2005), los instrumentos tradicionales de política 
ambiental podrían ser considerados como pago por servicios ambientales.   
 
Por lo tanto, para efectos de este trabajo se adopta la siguiente definición basada en 
Wunder (2006) de esquemas de Pago por Servicios Ambientales: 
 
• una transacción voluntaria, donde... 
• el aumento, mantenimiento o provisión de servicio ambiental definido (o un uso 
de la tierra que aseguraría ese servicio)... 
• es reconocida económicamente por al menos un comprador del servicio 
ambiental... 
• a por lo menos un proveedor de SA... 
• sólo si el proveedor asegura la provisión del servicio ambiental transado 
(condicionamiento). 
La definición anterior tiene la ventaja de ser de fácil comprensión y de tener varios 
elementos que permitirían diferenciar los PSA de otros instrumentos ambientales: 
transacción, voluntariedad de la transacción, objeto de la transacción y condicionalidad. 
 
Estos elementos que diferencian a los esquemas de PSA, son los que orientarán el análisis 
de las políticas públicas y el marco legislativo y regulatorio relacionado con los recursos 
hídricos y sus servicios ambientales, con el fin de realizar una revisión específica de cómo 
este instrumento está previsto (si lo está) en cada país y si no ha sido aún considerado, 
cuál podría ser el marco normativo habilitador para su tratamiento caso a caso (país por 
país) y si se considera necesaria su introducción formal (en algunos casos las experiencias 
de PSA en ejecución no han requerido de este reconocimiento) como herramienta de 
gestión ambiental.  
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III. RESULTADOS DEL ANÁLISIS DEL MARCO CONSTITUCIONAL, LEGAL Y DE POLÍTICAS 




1.1. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS AMBIENTALES 
HIDRICOS. 
 
En Colombia, a partir de la expedición de la Constitución Política de 1991, la conservación de las 
riquezas naturales pasó a ser una responsabilidad compartida entre el Estado y los particulares. En 
efecto, según el artículo 8º de la Carta Política, “Es obligación del Estado y de las personas proteger 
las riquezas culturales y naturales de la Nación”, además al enumerar los deberes ciudadanos, el 
artículo 95 en su numeral 8º señala que corresponde a los particulares, “Proteger los recursos 
culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano”, pero además de 
ello, y desde el punto de vista eminentemente económico, los ciudadanos, según el numeral 9º del 
mismo artículo deben “Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro 
de conceptos de justicia y equidad”. 
 
En este contexto constitucional, se expide la Ley 99 de 1993, que organiza el Sistema Nacional 
Ambiental, y que desarrolla importantes instrumentos asociados a la gestión del recurso hídrico, 
en especial, las tasas por uso del agua, las tasas retributivas por contaminación, una inversión 
forzosa para proyectos que utilicen el recurso hídrico y estén sujetas a la obtención de la licencia 
ambiental,  unas transferencias a las autoridades ambientales y a los municipios en cuya 
jurisdicción se desarrollen proyectos de generación de energía hidroeléctrica y termoeléctrica, así 
como una inversión por parte de los municipios en la adquisición de predios de importancia para 
asegurar la oferta hídrica que surte acueductos municipales. 
 
Las primeras regulaciones referidas al recurso hídrico relacionadas con instrumentos económicos y 
financieros vinculados a la gestión del agua se produjeron en Colombia hacia los años 40, 
incluyendo la creación de una tasa por la reglamentación de corrientes para cursos de agua 
reglamentadas.  Posteriormente,  el Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables, 
Decreto Ley 2811 de 1974, expedido en ejercicio de las facultades extraordinarias otorgadas por el 
Congreso de la República al Presidente mediante Ley 23 de 1973, crea una tasa retributiva por el 
servicio de eliminación o control de las consecuencias de la contaminación producida por 
vertimientos sobre los cuerpos de agua, previendo la posibilidad de que se fijen tasas para 
compensar los gastos de mantenimiento de la renovabilidad de los recursos naturales renovables2 
y fundamenta además, el establecimiento de una tasa por la utilización del aguas.3 La base de las 
                                                 
2 D.L. 2811/74. Artículo 18: La utilización directa o indirecta de la atmósfera, de los ríos, arroyos, lagos y aguas subterráneas, y de la 
tierra y el suelo, para introducir o arrojar desechos o desperdicios agrícolas, mineros o industriales, aguas negras o servidas de 
cualquier origen, humos, vapores y sustancias nocivas que sean resultado de actividades lucrativas, podrá sujetarse al pago de tasas 
retributivas del servicio de eliminación o control de las consecuencias de las actividades nocivas expresadas. También podrán fijarse 
tasas para compensar los gastos de mantenimiento de la renovabilidad de los recursos naturales renovables. 
3 D.L.2811/74. Artículo 159. La utilización de aguas con fines lucrativos por personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, dará 
lugar al cobro de tasas fijadas por el Gobierno Nacional que se destinarán al pago de los gastos de protección y renovación de los 
recursos acuíferos, entre ellos: a) Investigar e inventariar los recursos hídricos nacionales. b) Planear su utilización. c) Proyectar 
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tasas por utilización del recurso hídrico tanto para consumo como para depositar o verter en ellas 
sustancias contaminantes se encuentra actualmente en la Ley 99 de 1993, que, como hemos 
mencionado con anterioridad, crea las tasas por utilización del agua y retributivas por vertimientos 
puntuales, actualmente vigentes. A continuación describimos los principales instrumentos 
económicos vinculados al recurso hídrico: 
 
- Transferencias del Sector Eléctrico: 
 
Las transferencias del sector eléctrico son recursos que perciben directamente las Corporaciones 
Autónomas Regionales (En adelante CAR’s, que son las autoridades ambientales en el nivel 
regional) y los municipios, en virtud de lo dispuesto por el artículo 45 de la Ley 99 de 1.993.  
 
En efecto, estas transferencias son recursos a que están obligadas las empresas generadoras de 
energía eléctrica cuyo potencial nominal instalado supere los 10.000 Kilovatios; estas empresas 
deben transferir el 6% de las ventas brutas de energía por generación propia, de acuerdo con la 
tarifa que para ventas en bloque señale la Comisión de Regulación Energética, de la manera 
siguiente: 
 
- El 3% para las CAR’s que tengan jurisdicción en el área donde se encuentra 
localizada la cuenca hidrográfica y el embalse, que será destinado a la protección 
del medio ambiente y a la defensa de la cuenca hidrográfica y del área de 
influencia del proyecto. 
 
- El 3% para los municipios y distritos localizados en la cuenca hidrográfica, 
distribuidos de la siguiente manera:  
 
i. El 1,5% para los municipios y distritos de la cuenca hidrográfica que surte 
el embalse, distintos a los que trata el literal siguiente.  
ii. El 1,5% para los municipios y distritos donde se encuentra el embalse. 
Cuando los municipios sean a la vez cuenca y embalse, participarán 
proporcionalmente en las transferencias de que hablan los literales a y b 
del numeral segundo del artículo 45 de la Ley 99 de 1.993.  
 
- En el caso de las centrales térmicas, la transferencia será del 4% que se distribuirá 
así:  
 
i. 2.5% para la Corporación Autónoma Regional para la protección del medio 
ambiente del área donde está ubicada la planta.  
ii. 1.5% para los municipios y distritos donde se encuentra la planta 
generadora. 
 
Estos recursos deben ser invertidos por los municipios en obras previstas en el Plan de Desarrollo 
Municipal, priorizando proyectos de saneamiento básico y mejoramiento ambiental. 
 
                                                                                                                                                     
aprovechamientos de beneficio común. d) Proteger y desarrollar las cuencas hidrográficas, y e) Cubrir todos los costos directos de 
cada aprovechamiento. 
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Ahora bien, el Decreto 1933 de 1.994, reglamentario del artículo 45 de la Ley 99 de 1.993, regula 
de manera detallada aspectos relativos a la aplicación de estas transferencias. Llaman la atención 
las definiciones que en su artículo 2º hace de las expresiones “defensa de la cuenca hidrográfica” y 
“defensa del área de influencia del proyecto”. Respecto de la primera de estas expresiones, 
establece que se trata del “conjunto de actividades encaminadas al mantenimiento y recuperación 
del estado ambiental de una cuenca”, y define la segunda como el “conjunto de actividades 
necesarias para el cumplimiento del ‘Plan de ordenación y manejo ambiental de la cuenca 
hidrográfica y del área de influencia del proyecto’”.  
 
Con respecto a la expresión “defensa del área de influencia del proyecto”, resulta importante 
analizar también las competencias que conlleva adelantar dicha actividad, máxime cuando debe 
efectuarse en el marco del Plan de Ordenación y Manejo Ambiental de la Cuenca Hidrográfica y 
del área de influencia del Proyecto , para lo cual, ha de tomarse en consideración lo dispuesto en 
la Parte XIII, Título 2, Capítulo III del Decreto-ley 2811 de 1974 , en el numeral 12 del artículo 5° de 
la Ley 99 de 1993 , en el Decreto 1729 de 2.002 , y en el Decreto 1604 de 2.002. Sobre este último 
resulta importante la mención que el artículo 23 hace de las fuentes de financiación de los Planes 
de Ordenamiento y Manejo de las Cuencas Hidrográficas, que incluyen estas transferencias.  
 
- Tasas Retributivas por contaminación hídrica 
 
Según el artículo 42 de la Ley 99 de 1993, “La utilización directa o indirecta de la atmósfera, del 
agua y del suelo, para introducir o arrojar desechos o desperdicios agrícolas, mineros o 
industriales, aguas negras o servidas de cualquier origen, humos, vapores y sustancias nocivas que 
sean resultado de actividades antrópicas o propiciadas por el hombre, o actividades económicas o 
de servicios, sean o no lucrativas, se sujetarán al pago de tasas retributivas por las consecuencias 
nocivas de las actividades expresadas”; por su parte, el parágrafo del mismo artículo dispone que 
“Las tasas retributivas y compensatorias solamente se aplicarán a la contaminación causada 
dentro de los límites que permite la ley, sin perjuicio de las sanciones aplicables a actividades que 
excedan dichos límites.” 
 
Las tasas retributivas o tasas por contaminación hídrica han sido reglamentadas en Colombia por 
el Gobierno Nacional mediante Decreto 3100 de 2003, para el caso de “…la utilización directa del 
agua como receptor de los vertimientos puntuales”, modificado por el Decreto 3440 de 2004, y 
desarrollado a su vez por la Resolución 1433 de 2004 que establece el Plan de Saneamiento y 
Manejo de Vertimientos –PSMV- como “… el conjunto de programas, proyectos y actividades, con 
sus respectivos cronogramas e inversiones necesarias para avanzar en el saneamiento y 
tratamiento de los vertimientos, incluyendo la recolección, transporte, tratamiento y disposición 
final de las aguas residuales descargadas al sistema público de alcantarillado, tanto sanitario como 
pluvial, los cuales deberán estar articulados con los objetivos y las metas de calidad y uso que 
defina la autoridad ambiental competente para la corriente. tramo o cuerpo de agua. El PSMV será 
aprobado por la autoridad ambiental competente”. 
 
Debemos mencionar igualmente, en cuanto a la destinación de este recurso se refiere, que el 
artículo 107 de la Ley 1151 de 2007, incorpora un parágrafo al artículo 42 de la Ley 99 de 1993 
según el cual, “Los recursos provenientes del recaudo de las tasas retributivas se destinarán a 
proyectos de inversión en descontaminación y monitoreo de la calidad del recurso respectivo. Para 
cubrir los gastos de implementación y monitoreo, la autoridad ambiental competente podrá 
utilizar hasta el 10% de los recursos recaudados”. 
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- Tasas por uso del agua: 
 
Las tasas por uso de agua se generan como obligación a cargo de las personas naturales o 
jurídicas, públicas o privadas que utilicen aguas, quienes deberán pagarlas a las autoridades 
ambientales, de la forma y en la cuantía que para el efecto establezca el Gobierno Nacional, y que 
se destinan a cubrir los gastos de protección y renovación del recurso hídrico, para los fines 
establecidos por el artículo 108 de la Ley 1151 de 2007, como se verá mas adelante.  
 
En la actualidad, las tasas por utilización del agua son definidas por el artículo 43 de la Ley 99 de 
1.993, el cual además establece, que el sistema y método establecido en el artículo 42 de la misma 
Ley 99 de 1.993 para la definición de los costos sobre cuya base han de calcularse las tasas 
retributivas y compensatorias, deberá aplicarse para el cálculo de las tasas por uso del agua. Las 
tasas por el uso del agua han sido objeto de reglamentación por parte del Gobierno Nacional 
mediante Decreto 155 de 2004.  
 
En cuanto a la destinación de estos recursos, vale la pena mencionar que el artículo 108 de la Ley 
1151 de 2007, contentiva del Plan Nacional de Desarrollo del actual Gobierno Nacional, incorpora 
al artículo 43 de la Ley 99 de 1993 un artículo según el cual, el recaudo de la tasa de uso se 
destinará “… a) En las cuencas con Plan de Ordenamiento y Manejo Adoptado, se destinarán 
exclusivamente a las actividades de protección, recuperación y monitoreo del recurso hídrico 
definidas en el mismo; b) En las cuencas declaradas en ordenación, se destinarán a la elaboración 
del Plan de Ordenamiento y Manejo de la Cuenca; c) En ausencia de las condiciones establecidas en 
los literales a) y b), se destinarán a actividades de protección y recuperación del recurso hídrico 
definidos en el instrumento de planificación de la autoridad ambiental competente y teniendo en 
cuenta las directrices del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Para cubrir 
gastos de implementación y monitoreo, la autoridad ambiental podrá utilizar hasta el diez por 
ciento (10%) de los recaudos…”  
 
Quizás esta mención de la Ley, resulte ser una definición aún más concreta que la propuesta por el 
artículo 43 de la Ley 99 de 1.993, de la destinación de las tasas por uso del agua, que vincula su 
inversión al mantenimiento de la capacidad de oferta de bienes y servicios ambientales de las 
fuentes hídricas, puesto que en este caso, la vincula al Plan de Ordenamiento y Manejo de las 
cuencas hidrográficas, como instrumentos fundamental de planeación de los ecosistemas con 
referencia a una cuenca hidrográfica. 
 
- Inversión Forzosa del 1% del valor de la inversión de proyectos sujetos a Licencia 
Ambiental 
 
Tratamiento aparte merece la mención del parágrafo del mismo artículo 43 de la Ley 99 de 1.993, 
en cuanto a la inversión forzosa del 1% del valor de las inversiones de aquellos proyectos que 
utilicen agua y estén sometidos a la obtención de licencia ambiental, en actividades de 
conservación, recuperación y vigilancia de las cuencas hidrográficas aportantes. 
 
Por su parte, el parágrafo segundo de este artículo, incorporado al mismo por el artículo 108 de la 
Ley 1152 de 2007, prevé que “Los recursos provenientes de la aplicación del parágrafo 1° del 
artículo 43 de la Ley 99 de 1993, se destinarán a la protección y recuperación del recurso hídrico, 
de conformidad con el respectivo Plan de Ordenamiento y Manejo de la Cuenca”. 
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Esta norma, a nuestro juicio, mas allá de las propias tasas por el uso del agua, puede comprometer 
a los particulares y al mismo Estado, para que cuando hagan uso del recurso hídrico cuya oferta 
garantizan ecosistemas estratégicos del país, inviertan en la conservación de la cuenca y en su 
vigilancia, por demás, la norma se encuentra reglamentada mediante Decreto 1900 de 2006, que 
exige la presentación de un Programa de Inversiones de manera simultánea a la solicitud de la 
respectiva licencia ambiental. 
 
- Inversión Forzosa en adquisición de predios que aseguren oferta hídrica para 
acueductos o en establecimiento de esquemas de Pago por Servicios 
Ambientales 
 
Este es el instrumento jurídico mas novedoso que abre la puerta en Colombia para el diseño de 
esquemas de pago por servicios ambientales. Originalmente, la previsión legal, contenida en el 
artículo 111 de la Ley 99 de 1993 disponía que “…Los departamentos y municipios dedicarán 
durante quince años un porcentaje no inferior al 1% de sus ingresos, de tal forma que antes de 
concluido tal período, haya adquirido dichas zonas…”; posteriormente, la Ley 1151 de 2007, 
mediante la cual se adoptó el Plan Nacional de Desarrollo del actual Gobierno Colombiano, 
modificó en su artículo 106 la disposición mencionada, declarando de utilidad pública e interés 
social “…las áreas de importancia estratégica para la conservación de recursos hídricos que surten 
de agua los acueductos municipales y distritales…” y precisando que “…Los departamentos y 
municipios dedicarán un porcentaje no inferior al 1% de sus ingresos corrientes para la adquisición 
y mantenimiento de dichas zonas o para financiar esquemas de pago por servicios ambientales…”. 
 
- La capacidad de oferta de bienes y servicios ambientales de los ecosistemas 
estratégicos: 
 
La Ley 373 de 1997 establece el Programa para el ahorro y uso eficiente del agua; en ella, se 
comprenden una serie de disposiciones normativas asociadas a la racionalización en el consumo y 
uso eficiente del recurso hídrico. 
 
El artículo 16 de la Ley 373 de 1997, modificado por el artículo 89 de la Ley 812 de 2003, precisa 
que “En la elaboración y presentación del programa se debe precisar que las zonas de páramo, 
bosques de niebla y áreas de influencia de nacimientos acuíferos y de estrellas fluviales, deberán 
ser adquiridos o protegidos con carácter prioritario por las autoridades ambientales, entidades 
territoriales y entidades administrativas de la jurisdicción correspondiente, las cuales realizarán los 
estudios necesarios para establecer su verdadera capacidad de oferta de bienes y servicios 
ambientales, para iniciar un proceso de recuperación, protección y conservación”.  
 
Esta disposición, es la primera norma en el ordenamiento jurídico Colombiano que comporta una 
obligación para las autoridades ambientales  asociada a la valoración de la capacidad de oferta de 
bienes y servicios ambientales relacionados con el recurso hídrico de ciertos ecosistemas 
estratégicos para su conservación, tales como los páramos, subpáramos, zonas de recarga de 
acuiferos. La norma sugiere que establecida la verdadera capacidad de estos ecosistemas de 
ofertar bienes y servicios ambientales asociados al agua, en especial, la oferta hídrica propiamente 
dicha, la autoridad ambiental tomará la decisión de adquirir los predios correspondientes y 
destinarlos a la recuperación, protección y conservación. 
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- Otras obligaciones de las empresas prestadoras de servicios públicos 
domiciliarios asociadas a los bienes y servicios ambientales hídricos: 
 
La Ley se ha encargado de materializar la responsabilidad compartida entre Estado y particulares 
frente a la conservación de las riquezas naturales del país, en el caso de las empresas que hacen 
uso del recurso hídrico, a través de obligaciones puntuales y específicas, de las cuales, y en cuanto 
a las empresas de acueducto y alcantarillado se refiere, debemos mencionar las siguientes: 
 
- Cumplir con su función ecológica, para lo cual, y en tanto su actividad los afecte, 
protegerán la diversidad e integridad del ambiente, y conservarán las áreas de 
especial importancia ecológica. (Ley 142/94 Art. 11.5) 
- Invertir en el mantenimiento y recuperación del bien público explotado a través 
de contratos de concesión. (Ley 142/94 Art. 25) 
- Incorporar dentro de las fórmulas tarifarias elementos que garanticen el 
cubrimiento de los costos de protección de las fuentes de agua y la recolección, 
transporte y tratamiento de los residuos líquidos. (Ley 142/94 Art. 164).  
- Participar en la elaboración y adopción los proyectos y acciones que comprende el 
Programa de Ahorro y Uso eficiente del agua del municipio, y someterlo a 
consideración de la autoridad ambiental respectiva. (Ley 373/97 Art. 1º y 3º) 
- Incorporar en los costos de administración de los servicios públicos que utilicen el 
recurso hídrico, el valor de las inversiones necesarias para cumplir el Programa de 
ahorro y uso eficiente del agua. (Ley 373/97 Art. 3º Parágrafo 1º) 
 
De estas obligaciones, se destaca la contenida en el artículo 25 de la Ley 142 de 1994, ya que 
comprende un mandato específico consistente en el deber de invertir en el mantenimiento y 
recuperación del bien público explotado, es decir, del recurso hídrico, lo que comporta en si 
mismo una compensación o restitución de los bienes y servicios ambientales aprovechados por las 
empresas prestadoras del servicio de acueducto y alcantarillado, es decir, del recurso hídrico. 
 
 
- Compensaciones por tratamientos de conservación ambiental 
 
El soporte jurídico de estas compensaciones se encuentra en la Ley 388 de 1997, que regula el 
ordenamiento territorial en Colombia, y en su artículo 50 prevé la necesidad de compensar a 
propietarios afectados por tratamientos de conservación en el ordenamiento de usos del suelo de 
los municipios. 
 
Según esta norma, “Los propietarios de terrenos e inmuebles determinados en los planes de 
ordenamiento territorial o en los instrumentos que los desarrollen como de conservación histórica, 
arquitectónica o ambiental, deberán ser compensados por esta carga derivada del ordenamiento, 
mediante la aplicación de compensaciones económicas, transferencias de derechos de construcción 
y desarrollo, beneficios y estímulos tributarios u otros sistemas que se reglamenten”. 
 
Estas compensaciones sólo están reglamentadas para el suelo urbano y de expansión urbana por 
el Decreto 1337 de 2002, a través de la transferencia de derechos de construcción y desarrollo, y 
su reglamentación representaría una importante oportunidad para conservar ecosistemas que 
aseguran la oferta hídrica en el suelo rural. 
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1.2. POLITICAS PÚBLICAS Y MARCO INSTITUCIONAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS 
AMBIENTALES HIDRICOS. 
 
A continuación se presentan las políticas ambientales relacionadas con los servicios ambientales 
hídricos, que ofrecen oportunidades para el desarrollo de esquemas de pago por servicios 
ambientales la implementación de mecanismos financieros para la gestión de integral del agua. 
 
El Plan Nacional de Desarrollo del presente cuatrenio “Estado Comunitario - Desarrollo Para 
Todos”, Ley 1151 de 2007, plantea en el Capitulo 5, “DE LA GESTIÓN AMBIENTAL Y DEL RIESGO 
QUE PROMUEVA EL DESARROLLO SOSTENIBLE”,  además de los criterios y principios orientadores 
de la gestión ambiental, las siguientes estrategias: 
 
- Planificación ambiental en la gestión territorial 
- Gestión integrada del recurso hídrico 
- Conocimiento, conservación y uso sostenible de la biodiversidad 
- Promoción de procesos productivos competitivos y sostenibles 
- Prevención y control de la degradación ambiental 
- Fortalecimiento del SINA para la gobernabilidad ambiental. 
 
Dentro de estas estrategias, el Estado reconoce que las múltiples funciones que cumple la 
biodiversidad son indispensables para generar bienestar, crecimiento y desarrollo, que a su vez, 
dependen del tipo de relación que el hombre establezca con la naturaleza. 
 
Dentro de la estrategia de Conservación de la Biodiversidad, se plantea la necesidad de definir 
una estrategia de sostenibilidad financiera del SINAP, para ello, el Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial en coordinación con los institutos de investigación y las 
autoridades ambientales regionales, apoyará a los diferentes usuarios de la biodiversidad en la 
formulación e implementación de planes de manejo costo efectivos, orientados al 
aprovechamiento sostenible de la biodiversidad y de los servicios ambientales que presta. 
 
Así mismo, desarrollará un conjunto de instrumentos económicos y financieros que incentiven el 
conocimiento, la conservación y uso sostenible de la biodiversidad, incluyendo mecanismos 
necesarios para la creación de un sistema de pago por servicios ambientales en Colombia. 
 
Se facilitará la implementación de políticas nacionales de aprovechamiento sostenible de la 
biodiversidad y de los servicios ambientales en cada Corporación Autónoma Regional a través de 
las ventanillas de mercados verdes. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 
coordinará la definición y formulación del programa nacional de Biocomercio sostenible como 
parte de la actualización del Plan Estratégico Nacional de Mercados Verdes. 
 
En alianza con el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo  y la Unidad Administrativa Especial 
del Sistema de Parques Naturales Nacionales, promoverán el ecoturismo como herramienta para 
la conservación de la biodiversidad a escala regional y local con la participación privada y 
comunitaria en la prestación de los servicios ecoturísticos. 
 
En relación con la gestión integrada del recurso hídrico, se diseñarán estrategias que permitan la 
concurrencia de recursos, competencias y responsabilidades de los diferentes actores que 
participan en la gestión integral del agua; se implementarán mecanismos que garanticen una 
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mayor efectividad de la inversión de recursos derivados de la aplicación de instrumentos 
económicos y financieros. Se dará especial importancia a la vigencia del artículo 111 de la ley 99 de 
1993. En desarrollo de lo anterior el PND plantea las siguientes modificaciones legales: 
 
ARTÍCULO 117. El artículo 111 de la Ley 99 de 1993 quedará así: 
 
 “ARTÍCULO 111. ADQUISICIÓN DE ÁREAS DE INTERÉS PARA ACUEDUCTOS MUNICIPALES.  
Declárense de interés público las áreas de importancia estratégica para la conservación de 
recursos hídricos que surten de agua los acueductos municipales y distritales. 
 
Los departamentos y municipios dedicarán un porcentaje no inferior al 1% de sus ingresos 
corrientes para la adquisición y mantenimiento de dichas zonas o para financiar esquemas de 
pago por servicios ambientales. Los recursos de que trata el presente artículo, se destinarán 
prioritariamente a la adquisición y mantenimiento de las zonas. La administración de estas zonas 
corresponderá al respectivo distrito o municipio, en forma conjunta con la respectiva Corporación 
Autónoma Regional y con la participación opcional de la sociedad civil y de la Unidad 
Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales, cuando corresponda. 
 
Parágrafo. Los proyectos de construcción de distritos de riego deberán dedicar un porcentaje no 
inferior al 1% del valor de la obra a la adquisición de áreas estratégicas para la conservación de los 
recursos hídricos que los surten de agua. Para los distritos de riego que requieren licencia 
ambiental, aplicará lo contenido en el parágrafo del artículo 43 de la ley 99 de 1993. 
 
Como puede observarse, el nuevo Plan Nacional de Desarrollo del Gobierno Nacional, establece 
con toda claridad, que los esquemas de pago por servicios ambientales son una oportunidad para 
direccionar recursos financieros hacia la conservación, restauración y/o rehabilitación de los 
ecosistemas más importantes de Colombia, en concurrencia de las diferentes entidades con 
funciones y competencias en el tema.  
 
Se identifica en el artículo 117, una nueva fuente de financiación para estos esquemas que 
corresponde al 1% de los ingresos corrientes municipales o departamentales que antes se 
destinaba únicamente para la adquisición de los predios e los cuales se encuentre el cuerpo de 
agua que abastece los acueductos urbano. Así mismo se establece un mandato para la creación de 
un sistema de pago por servicios ambientales dentro de la estrategia de conservación de la 
biodiversidad, programa de sostenibilidad ambiental. 
 
De la misma forma, y desde la misma Ley, se promueve la articulación de los recursos existentes 
con destinación específica en la normatividad ambiental vigente, a través de la inversión de los 
mismos en las prioridades que se definan en los instrumentos de planificación ambiental, por 
ejemplo los POMCAs (Planes de Ordenación y Manejo de cuencas hidrográficas). Uno de los 
mecanismos o instrumentos que por sus características se vislumbran como idóneos en este 
sentido, es la utilización de esquemas de pago por servicios ambientales y/o el direccionamiento 
voluntario por parte de los usuarios de las de las inversiones asociadas a obligaciones ambientales 
de los diferentes proyectos, sujetos por ejemplo a licenciamiento ambiental, como una forma de 
apalancamiento de fondos para la cofinanciación de inversiones  ambientales de mayor impacto.    
 
• PLAN NACIONAL DE DESARROLLO FORESTAL - PNDF 
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Este Plan fue aprobado por el Consejo Nacional Ambiental el 5 de diciembre de 2000 y su objetivo 
es establecer un marco estratégico que incorpore activamente el sector forestal al desarrollo 
nacional, optimizando las ventajas comparativas y promoviendo la competitividad de productos 
forestales maderables y no maderables en el mercado nacional e internacional, a partir del manejo 
sostenible de los bosques naturales y plantados. Como objetivos específicos se plantean: 
 
1. Caracterizar, ordenar y valorar la oferta de bienes y servicios generados por los ecosistemas 
forestales. 
2. Generar bienes y servicios forestales competitivos que fortalezcan el sector forestal y la 
economía nacional. 
3. Posicionar los productos y servicios forestales en los mercados nacionales e internacionales 
promoviendo cadenas de competitividad.  
4. Incorporar, conservar y manejar los ecosistemas forestales para la prestación de bienes y 
servicios ambientales.  
5. Desarrollar procesos en los cuales la población vinculada al sector forestal, participe con 
equidad en la preservación, protección, conservación, uso y manejo de los ecosistemas 
forestales orientados a la construcción de una sociedad sostenible.  
6. Fortalecer la participación y capacidad de negociación colombiana en las instancias 
internacionales relacionadas con la preservación, conservación, uso y manejo sostenible de los 
ecosistemas forestales y su biodiversidad, y la comercialización de sus productos.  
7. Generar una cultura de uso y manejo sostenible de los ecosistemas forestales y su 
biodiversidad, que propicie cambios favorables entre el hombre y su entorno.  
8. Dotar al sector de elementos técnicos, financieros, económicos e institucionales que le 
permitan desarrollarse de manera continua y sostenible. 
 
El Plan contiene tres programas entre los que cabe resaltar, los siguientes: 
  
- Programa de Ordenación, Conservación y Restauración de ecosistemas forestales, que 
contiene 5 subprogramas relacionados con la ordenación y zonificación forestal, la 
conservación in situ y ex situ de la biodiversidad y la restauración y rehabilitación de 
ecosistemas forestales. 
- Programa de Desarrollo de Cadenas Forestales Productivas, con 5 subprogramas 
relacionados con la zonificación de áreas para plantaciones manejo y aprovechamiento del 
bosque natural, entre otras. 
- Programa de Desarrollo Institucional 
 
Adicionalmente, el PNDF plantea la necesidad de contar con una estrategia de sostenibilidad 
financiera que tenga en cuenta las siguientes acciones: 
 
- Articular las diferentes fuentes y recursos de financiamiento relacionados con el 
componente forestal. 
- Optimizar la asignación y uso de los recursos, en función de los programas y 
subprogramas planteados en el PNDF. 
- Redimensionar los recursos disponibles en la inversión del PNDF por medio de 
indicadores de gestión, articulados a instrumentos de planificación. 
- Racionalizar las necesidades de financiamiento del sector forestal. 
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- Incorporar otros actores, mecanismos y patrones de producción y financiación, 
para captar recursos económicos, y generar beneficios ambientales y productivos 
a través del componente forestal. 
- Gestionar y acceder a recursos de la Banca Multilateral y/o de Cooperación 
Técnica Internacional por medio de Portafolios de Inversión y otros instrumentos 
financieros similares. 
 
Una de las fuentes de financiación del PNDF, son los  INCENTIVOS A LA REFORESTACIÓN. 
Mediante la ley 139 de 1994, se creó el Certificado de Incentivo Forestal, CIF, como un 
reconocimiento del Estado a las externalidades positivas de la reforestación en tanto los 
beneficios ambientales y sociales generados son apropiables por el conjunto de la población.  Su 
fin es el de promover la realización de inversiones directas en nuevas plantaciones forestales de 
carácter protector-productor en terrenos de aptitud forestal.   
 
Podrán acceder a éste las personas naturales o jurídicas de carácter privado, entidades 
descentralizadas municipales o distritales cuyo objeto sea la prestación de servicios públicos de 
acueducto y alcantarillado y entidades territoriales, que mediante contrato celebrado para el 
efecto con las entidades competentes para la administración y manejo de los recursos naturales 
renovables y del ambiente, se comprometan a cumplir un Plan de Establecimiento y Manejo 
Forestal, en los términos y condiciones señalados en la misma ley. 
 
Anualmente el Gobierno Nacional mediante los documentos CONPES realiza la asignación de los 
recursos para ser destinados a la reforestación mediante este sistema.  Desde el año 2003, el 
CONPES ha orientado los recursos del CIF hacia las regiones en donde existen núcleos forestales, 
acuerdos regionales de competitividad forestal o cadenas productivas4.     
 
El establecimiento de núcleos forestales de plantaciones tiene como fin lograr economías de 
escala y costos razonables de transporte, y permitir procesos industriales que agreguen valor en 
función de las preferencias y exigencias de  los mercados.  
 
Bajo estas premisas se realiza la destinación del incentivo en donde las motivaciones son 
claramente comerciales y en relación con el mejoramiento de la competitividad del sector forestal 
productivo. La demanda por los recursos del CIF la realizan los interesados a través del Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural y las solicitudes recibidas provenientes de una misma región o 
núcleo priorizado, son atendidas con el criterio de orden de llegada (First come, first serve).  
 
Si bien el CIF de reforestación cumple con algunos de los criterios definidos de manera general 
para aplicarse como un esquema PSA, hay que resaltar que la principal motivación de su 
establecimiento se relaciona con la promoción del desarrollo del sector forestal como actividad 
productiva.  Esto se evidencia en la forma de calcular el incentivo, basada en los costos de 
establecimiento y mantenimiento de la plantación forestal, convirtiendo el incentivo en un 
subsidio a una actividad agrícola. 
 
En la creación del CIFr se asumió como cierto el supuesto que las actividades de reforestación 
generan una serie de externalidades ambientales positivas, como por ejemplo, la regulación del 
                                                 
4 CONPES 3367 del 1 de agosto de 2005: “Distribución de recursos del certificado de incentivo forestal con fines comerciales (CIF de 
reforestación) - vigencia 2005”. 
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régimen hidrológico, el control de la erosión y la conformación de corredores biológicos, 
beneficios que redundan efectivamente en el mejoramiento de la biodiversidad y/o la 
recuperación de suelos o ecosistemas degradados por factores naturales o antrópicos. Sin 
embargo, este supuesto no siempre es válido y es necesario que los proyectos de reforestación 
cumplan con ciertas características para que generen efectivamente dichas externalidades.  Por lo 
tanto, es necesario verificar ya sea las externalidades o las condiciones que garanticen la 
generación de las mismas, para lo cual, se requiere necesariamente de la identificación de 
indicadores cuantitativos pertinentes y de sistemas de monitoreo acordes con estos indicadores. 
Como se mencionó anteriormente, al ser el incentivo un subsidio a la actividad agrícola, es claro 
que los indicadores que se plantean no se encuentran incluidos dentro de los proyectos de 
reforestación comercial.  
 
En relación con INCENTIVOS A LA CONSERVACIÓN, el Decreto 900 de 1997, reglamentó el 
incentivo forestal con fines de conservación establecido en la Ley 139 de 1994 y el Parágrafo del 
artículo 250 de la Ley 223 de 1995, para aquellas áreas donde existan ecosistemas naturales 
boscosas, poco o nada intervenidos.  
 
El Certificado de Inventivo Forestal de Conservación es un reconocimiento por los costos directos e 
indirectos en que incurre un propietario por conservar en su predio ecosistemas naturales 
boscosos poco o nada intervenidos, cuyo valor se definirá con base en los costos directos e 
indirectos por la conservación y la disponibilidad de recursos totales para el incentivo.  
 
Se otorga el CIF de conservación a las zonas de Bosques Naturales poco o nada intervenidas 
ubicadas en las siguientes áreas:  
 
1. Bosque localizado por encima de la cota 2.500 m.s.n.m.  
2. Bosque cuya sucesión vegetal se encuentre en estado primario o secundario y que se halle 
localizado al margen de los cursos de agua y de los humedales.  
3. Bosque localizado en predios ubicados dentro del Sistema de Parques Nacionales o 
Parques Regionales Naturales, siempre y cuando hayan sido titulados antes de la 
declaratoria del área como parque y cuyos propietarios no estén ejecutando acciones 
contraviniendo las disposiciones establecidas en las normas vigentes para la 
administración y manejo de dichas áreas.  
4. Bosque que se encuentre en las cuencas hidrográficas que surten acueductos veredales y 
municipales.  
 
Como puede observarse, el CIFc de Conservación se encuentra diseñado de manera tal que 
permitiría, mediante una adecuada implementación del incentivo, constituirse en un ejemplo 
exitoso de PSA en Colombia. Sin embargo, a la fecha, su ejecución se ha visto entorpecida por que 
el Gobierno Nacional no ha asignado recursos de manera permanente que permitan la puesta en 
marcha de este certificado. 
 
En este contexto de análisis, y en el supuesto que exista el interés por parte del Gobierno Nacional 
de promover la implementación del CIFc y con el fin de dotarlo de la eficiencia que debe estar 
asociada a la inversión ambiental, la focalización (en áreas geográficas) del mismo no implicaría 
necesariamente un cambio en la normatividad, como lo muestra el caso del CIFr de reforestación, 
mencionado anteriormente.   
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Este incentivo tenía un tratamiento similar y el Ministerio de Agricultura en los últimos 3 años lo 
focalizó a las regiones en donde se establecieron cadenas productivas forestales y se identificaron 
núcleos (áreas con suelos de aptitud forestal) para la reforestación comercial, sin necesidad de 
cambiar la ley ni los decretos.  Algo similar podría promoverse con el CIFc de conservación, 
focalizándolo a cuencas o áreas naturales con comprobada amenaza de deforestación, o 
desregulación hídrica o con problemas proyectados de deterioro de la calidad del agua, por 
ejemplo, por aporte de sedimentos. 
 
Otro criterio a considerar en la priorización de la inversión del incentivo podría ser en áreas o 
regiones que permitan la consolidación de sistemas regionales o locales de conservación, 
mediante la delimitación y establecimiento efectivo de áreas protegidas y  corredores biológicos 
de interconexión entre las mismas, en donde una de las fuentes de financiación podría ser este 
incentivo incorporado a esquemas de pago por servicios ambientales. Dentro de estos sistemas de 
áreas protegidas también podrían priorizarse los suelos de conservación identificados en los 
instrumentos municipales de ordenamiento territorial y articular los recursos financieros que por 
Ley 99, artículo 111, los entes territoriales deben invertir en los mismos, con los del CIFc u otros 
provenientes de las autoridades ambientales, que permitan consolidar sistemas de pago por 
servicios ambientales.  
 
• POLÍTICA NACIONAL PARA LOS HUMEDALES INTERIORES DE COLOMBIA 
 
Mediante la Ley 357 de 1997, Colombia aprueba la Convención Relativa a los Humedales de 
Importancia Internacional Especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas, aprobada en Ramsar en 
febrero de 1971, en la cual los Estados Parte, se comprometieron a realizar todas las gestiones 
necesarias para la protección de los humedales. 
 
En cumplimiento de lo anterior, se expidió en el año 2001, la Política Nacional para los Humedales 
Interiores de Colombia, cuyo objetivo es propender por la conservación y el uso racional de estos 
ecosistemas con el fin de mantener y obtener beneficios ecológicos, económicos y socioculturales, 
como parte integral del desarrollo del País. Como objetivos específicos el documento de política 
plantea los siguientes: 
 
1. Integrar los humedales del país en los procesos de planificación de uso del espacio físico, 
la tierra, los recursos naturales y el ordenamiento del territorio, reconociéndolos como 
parte integral y estratégica del territorio, en atención a sus características propias, y 
promover la asignación de un valor real a estos ecosistemas y sus recursos asociados, en 
los procesos de planificación del desarrollo económico. 
2. Fomentar la conservación, uso racional y rehabilitación de los humedales del país de 
acuerdo a sus características ecológicas y socio económicas. 
3. Promover y fortalecer procesos de concienciación, y sensibilización a escala nacional, 
regional y local, respecto a la conservación y uso racional de humedales. 
 
El documento de política plantea algunos instrumentos como son los instrumentos legales e 
institucionales, que buscan de un lado, armonizar la normatividad con el desarrollo de las 
diferentes acciones tendientes a la protección y usos sostenible de estos ecosistemas y por el otro, 
fortalecer la capacidad de gestión de las autoridades ambientales para el logro de estos objetivos. 
 
 20 
Dentro de la Estrategia Financiera para la implementación de la Política, se planteó, entre otros 
asuntos:  
 
• Diseño y puesta en marcha de una estrategia de cooperación internacional dirigida a 
incrementar y mejorar los procesos transferencia de tecnología y la consecución de 
recursos financieros y técnicos para la conservación, restauración y uso sostenible de 
humedales en Colombia.  
• Diseño e implementación de un programa de incentivos fiscales para el fomento de las 
inversiones del sector privado en relación con los humedales.   
• Inclusión del tema de humedales como componente a ser financiado por las operaciones 
de crédito externo contratadas para la financiación de la gestión pública ambiental en 
Colombia.   
 
A pesar que lo anterior no ha sido desarrollado en su totalidad, y en el contexto de esta Estrategia 
Nacional de PSA, necesariamente este tipo de esquemas de gestión ambiental de los servicios 
ambientales de los humedales podrían ser de utilidad para fondear de manera adecuada las 
necesidades financieras utilizando para estos fines las diferentes fuentes disponibles en el SINA, 
los créditos externos (por ejemplo, SINA II tiene una línea abierta para el tema de humedales) 
firmados por Colombia y los proyectos de Cooperación Internacional (por ejemplo, GEF – Andes), 
de manera articulada a través de sistemas de PSA. 
 
De otra parte, y para cumplir con los objetivos de política, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, expidió la Resolución 157 de  2004, por medio de la cual se reglamenta el 
uso sostenible, conservación y manejo de los humedales y desarrolla aspectos referidos a la 
aplicación de la Convención Ramsar en nuestro país. 
 
Esta disposición reglamentaria impone a las Autoridades Ambientales la obligación de formular 
Planes de Manejo para los humedales prioritarios de su jurisdicción, a partir de una delimitación, 
caracterización y zonificación que incluya la definición de usos y medidas de manejo, de tal suerte 
que se garantice el uso sostenible y el mantenimiento de su biodiversidad y productividad 
biológica. Posteriormente, mediante la resolución 196 de 2006, el Ministerio adopta la guía 
técnica para la formulación de los planes de manejo ambiental para los humedales, como 
orientación técnica para que las Autoridades Ambientales cumplan con esta obligación. 
 
La adecuada implementación  de este marco regulatorio específico para los humedales le permite 
a la autoridades ambientales en las regiones, priorizar sus intervenciones ambientales en relación 
con la conservación, restauración y/o rehabilitación de estos sistemas naturales, estableciendo 
con base en los diagnósticos, las necesidades de inversión asociadas a las actividades a desarrollar. 
En este sentido, el reconocimiento de  la importancia de los servicios ambientales de los 
humedales (ver sección correspondiente a estos ecosistemas más adelante), configura una 
oportunidad para el establecimiento de esquemas de pago por servicios ambientales para, por 
ejemplo, el mantenimiento de sus funciones de regulación hidrológica, vitales para el control de 
inundaciones en la mayoría de la geografía nacional, vinculando en estas iniciativas, por ejemplo, a 
los propietarios de aquellos predios fundamentales para el cumplimiento de estas funciones 
ambientales de regulación. 
 
• PROGRAMA NACIONAL PARA EL MANEJO SOSTENIBLE Y RESTAURACIÓN DE 
ECOSISTEMAS DE ALTA MONTAÑA DE COLOMBIA: PÁRAMOS 
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Este programa fue adoptado en el año 2002, con el objetivo de orientar a nivel nacional, regional y 
local la gestión ambiental en ecosistemas de Páramo y adelantar acciones para su manejo 
sostenible y restauración. Para los propósitos de esta estrategia se resaltan los siguientes objetivos 
específicos del Programa: 
 
- Desarrollar programas de investigación sobre bienes y servicios ecológicos de los 
ecosistemas de páramo; estructura y función ecosistémica; restauración ecológica; y 
vulnerabilidad de estos ecosistemas al cambio climático global. 
- Realizar la zonificación y el ordenamiento ambiental de ecosistemas de páramo a nivel 
regional y local, y formular e implementar Planes de manejo ambiental bajo una visión 
ecosistémica. 
- Identificar y priorizar áreas y especies de flora y fauna para la implementación de 
proyectos piloto en restauración ecológica, conservación y uso sostenible de ecosistemas 
de páramo. 
- Iniciar el desarrollo de un marco regulatorio sobre protección, conservación, manejo y uso 
sostenible de ecosistemas de páramo. 
- Promover la conservación de ecosistemas de páramo sobre la base de formas de uso de la 
tierra ecológica, social y económicamente sustentables. 
- Generar estrategias de sensibilización y vinculación activa de la comunidad y el sector 
público y privado en general, en la identificación y desarrollo de iniciativas y propuestas 
para el manejo sostenible, protección, conservación y restauración ecológica de 
ecosistemas de páramo. 
- Diseñar la estrategia financiera y de sostenibilidad del Programa propuesto, que considere 
la cuantificación de costos y fuentes, destinos, responsables y responsabilidades de las 
entidades del SINA, así como del sector público y privado relacionado. 
- Consolidar alianzas estratégicas para la puesta en marcha del “Programa para el manejo 
sostenible y restauración de ecosistemas de la alta montaña colombiana: PARAMOS”. 
 
Como subprogramas están: 
 
- Generación de conocimiento y socialización de información de la ecología, la diversidad 
biológica y el contexto sociocultural de los ecosistemas de páramo. 
- Planificación ambiental del territorio como factor básico para avanzar hacia el manejo 
ecosistémico sostenible. 
- Restauración ecológica en ecosistemas de páramo. 
- Identificación, evaluación e implementación de alternativas de manejo y uso sostenible en 
ecosistemas de páramo. 
 
Como instrumentos reglamentarios que desarrollan este programa nacional, el Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, expidió las resoluciones  769 de 2002 y 839 de 2003. 
La primera de ellas, estableció la obligación de que las Autoridades Ambientales regionales 
elaboren el estudio sobre el estado actual de los páramos de sus respectivas jurisdicciones y para 
ello, mediante la segunda resolución, definió los términos de referencia para el desarrollo de 
dichos estudios y sus respectivos planes de manejo. Estos planes de manejo de los páramos, 
incluyen las medidas de manejo para su conservación y uso sostenible y de la misma manera que 
en el caso de los humedales, podrían ser utilizados regionalmente para la priorización de 
programas de pago por servicios ambientales de las autoridades ambientales en asocio con 
 22 
particulares propietarios de predios, en muchos casos  fundamentales para la prestación de los 
servicios ambientales hídricos de estos ecosistemas y que benefician de manera general a otras 
actividades productivas y a la sociedad en el mantenimiento o mejoramiento de su calidad de vida.  
 
• POLÍTICA NACIONAL DE BIODIVERSIDAD 
 
La Política Nacional de Biodiversidad busca promover la conservación, el conocimiento y el uso 
sostenible de la biodiversidad, así como la distribución justa y equitativa de los beneficios 
derivados de la utilización de los conocimientos, innovaciones y prácticas asociados a ella por 
parte de la comunidad científica nacional, la industria y las comunidades locales. 
 
Como lineamientos  y estrategias plantea las siguientes: 
 
a. Conservar la Biodiversidad mediante la consolidación de un Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas, reducir los procesos y actividades que ocasionan el deterioro de la 
biodiversidad y promover la restauración de ecosistemas degradados y  de especies 
amenazadas 
b. Conocerla mediante la caracterización de los componentes de la biodiversidad y recuperar 
y divulgar el conocimiento y las prácticas tradicionales 
c. Utilizar la biodiversidad, promoviendo sistemas de manejo sostenible de recursos 
naturales renovables, fortaleciendo y promoviendo el establecimiento de bancos 
genéticos y programas de biotecnología, diseñando e implementando sistemas de 
valoración multicriterio de los componentes de la biodiversidad y  la distribución 
equitativa de sus beneficios y desarrollando sosteniblemente  el potencial económico de la 
Biodiversidad 
 
Como instrumentos plantea el desarrollo institucional y legislativo, los incentivos, la participación 
ciudadana y la capacitación, educación y divulgación. 
 
Esta Política de Biodiversidad, si bien no alude manera expresa a los esquemas de PSA, propone a 
través de sus lineamientos y estrategias, las pautas generales que permiten pensar en su diseño e 
implementación. Un mecanismo innovador que podría ser de utilidad en el contexto nacional para 
el financiamiento de la conservación es el de “compensadores de biodiversidad”, por el que los 
responsables de proyectos de desarrollo pagan el costo de actividades de conservación como 
compensación por el daño no mitigable que un proyecto causa a la biodiversidad (por ejemplo, la 
banca de humedales en USA, compensaciones de hábitats en Australia y Canadá). 
 
 
• POLÍTICA NACIONAL AMBIENTAL PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE DE LOS ESPACIOS 
OCEÁNICOS Y LAS ZONAS COSTERA E INSULARES DE COLOMBIA 
 
Esta política fue aprobada en diciembre de 2000, y se fundamenta en la utilización de las 
herramientas que ofrece el ordenamiento territorial para asignar usos sostenibles al territorio 
marítimo y costero  nacional, a propiciar formas mejoradas de gobierno que armonicen y articulen 
la planificación del desarrollo costero sectorial, a la conservación y restauración de los bienes y 
servicios que proveen los ecosistemas, a la generación de conocimiento que permita la obtención 
de información estratégica para la toma de decisiones de manejo integrado de estas áreas y a 
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impulsar procesos de autogestión comunitaria y de aprendizaje que permitan integrar a los 
múltiples usuarios de la zona costera en la gestión de su manejo sostenible. 
 
En este contexto el objetivo de la política es propender por el desarrollo sostenible de los espacios 
oceánicos y zonas costeras que permita mediante su manejo integrado contribuir al mejoramiento 
de la calidad de vida de la población colombiana, al desarrollo armónico de las actividades 
productivas y a la conservación y preservación de los ecosistemas y recursos marinos y costeros. 
 
Como objetivos específicos se plantean los siguientes: 
 
1. Incluir los ecosistemas marinos y costeros dentro del ordenamiento territorial de la 
nación, reconociéndolos como parte integral y estratégica del territorio para armonizar 
sus usos y las actividades que allí se realizan. 
2. Establecer lineamientos ambientales para el desarrollo de actividades productivas que se 
realizan en los espacios oceánicos y las zonas costeras. 
3. Adoptar medidas de conservación, rehabilitación o restauración de los ecosistemas 
marinos y costeros y sus recursos, para preservar la diversidad biológica y garantizar la 
sostenibilidad de la oferta de bienes y prestación de servicios ambientales. 
4. Proporcionar un ambiente marino y costero sano para contribuir al mejoramiento de la 
calidad de vida de la población. 
 
Al igual que otras de las políticas ambientales aprobadas recientemente por el Consejo Nacional 
Ambiental – CNA y de los Planes y Programas Nacionales descritos, esta política de zonas costeras 
señala claramente  la necesidad de trabajar en pro de mantener la oferta de servicios ambientales 
que ofrecen los ecosistemas costeros y marinos. Como se describirá más adelante estos sistemas 
naturales han sido “poco visibles” en el contexto de la gestión ambiental a pesar de ser 
fundamentales para varias actividades productivas (como por ejemplo, la pesca), las cuales, 
soportan su rendimiento de manera directa y proporcional al estado de conservación de los 
mismos.  
 
A manera ilustrativa, y a pesar de haber sido ejecutados en un contexto diferente al PSA, existen 
experiencias en relación con los ecosistemas de manglar que ofrecen un potencial de réplica 
interesante utilizando las metodologías aprendidas y adecuándolas a las necesidades de 
implementación de este tipo de esquemas, como los resultados alcanzados por el Proyecto “ 
Manejo Sostenible y Restauración de Manglares por Comunidades Locales en el Caribe de 
Colombia”, liderado por el Ministerio del Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, CONIF y la 
OIMT, entre los que se destacan: la restauración de 450 hectáreas  de manglares deteriorados, la 
elaboración de dos Planes  integrales  de  Manejo de Manglares con una  superficie de 5.000 
hectáreas y la capacitación en estos aspectos de 330 personas de las comunidades locales y  
funcionarios de Corporaciones Autónomas Regionales costeras.  
 
Las lecciones aprendidas durante los 3 años de ejecución del proyecto ofrecen una potencialidad 
de réplica interesante en el marco de esquemas de PSA, en donde las actividades de restauración 
de los flujos hídricos, por ejemplo, encontraría en el sector pesquero una potencialidad de 
financiación de esta actividades en el entendido que los procesos de fragmentación y 
descomposición de las hojas, mediante la contribución de los organismos consumidores en los 
niveles tróficos bajos, hacen disponible la materia orgánica para consumo “in situ” y para 
exportación desde el manglar hacia los esteros, lagunas y sistemas cercanos. Esta exportación es 
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de 7 a 15 Ton/ha/año [Cintrón 1981; Cintrón  et. Al. 1983 en MMA, 2000 ], estimándose a su vez  
que por lo menos un 10% de la misma es transformada en tejido de peces y otros organismos, lo 
que explica la importancia del manglar en el sustento de la fracción biótica del ecosistema y en el 
aporte a la riqueza de los estuarios y a quienes se beneficia de su aprovechamiento. 
 
 
• PROPUESTA DE ESTRATEGIA NACIONAL PARA EL PAGO DE SERVICIOS AMBIENTALES 
 
Actualmente, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial se encuentra formulando 
y discutiendo una Estrategia Nacional de Pago de Servicios Ambientales, en consulta con las 
autoridades ambientales regionales y otros sectores de la administración pública en el nivel 
Nacional. 
 
El borrador de Estrategia existente plantea como objetivo  viabilizar y orientar el pago por los 
servicios ambientales en Colombia para que se constituya en una herramienta eficaz para cumplir 
los objetivos de política ambiental y social y propone los siguientes objetivos específicos: 
 
a) Ejecutar medidas de conservación, rehabilitación y/o restauración de los ecosistemas, 
recursos naturales y sus servicios ambientales en los ámbitos nacional, regional y local a 
través de programas y/o proyectos de pago por servicios ambientales. 
b) Orientar y armonizar el pago por los servicios ambientales con los  instrumentos de 
planeación, administrativos y económicos, existentes en Colombia. 
c) Definir el marco de acción y establecer los procedimientos requeridos para facilitar el pago 
por servicios ambientales en Colombia. 
d) Establecer los roles y mecanismos de participación de las diferentes instituciones del 
Sistema Nacional Ambiental en el pago por los servicios ambientales. 
e) Articular fuentes de financiación para el pago por servicios ambientales. 
f) Generar investigación e información relevante para la ejecución de programas y proyectos 
de pago por servicios ambientales. 
 
De todas maneras y de manera paralela a la discusión y adopción de la Estrategia Nacional, 
Colombia cuenta con experiencias concretas en el diseño de mecanismos para el reconocimiento y 
pago de servicios ambientales, en especial asociadas a la conservación y mantenimiento de 
ecosistemas importantes que aseguran la oferta hídrica en el país. Algunas de ellas son: 
 
- El esquema de pago por servicios ambientales que premia prácticas silvopastoriles en 
tierras ganaderas, con beneficios de captura de carbono y aumento de biodiversidad. 
Esta experiencia se financia con recursos GEF y ha sido puesta en práctica por el 
CIPAV. 
 
- Las asociaciones de usuarios de agua del Valle del Cauca, han logrado negociar con la 
Corporación Autónoma Regional del valle del Cauca –CVC-, la inversión directa en 
reforestación y mantenimiento de bosques protectores de fuentes hídricas, de un 
porcentaje del valor de la tasa por uso del agua que tales usuarios deben pagar. 
 
- En la cuenca del río Chaina, en Villa de Leyva, se ha puesto en marcha una 
contribución voluntaria de los acueductos veredales destinada a la conservación. 
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- En la cuenca del río Aracataca, a propósito del ordenamiento de la misma, los 
industriales del Banano, con el apoyo de la Unión Europea y a instancias de la Unidad 
de Parques Nacionales, pusieron en práctica un esquema de cofinanciación de 



























































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































2.1. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS AMBIENTALES 
HIDRICOS  
 
El análisis del estado de avance del marco político y normativo en el Ecuador en relación con los servicios 
ambientales hidrológicos necesariamente comporta una referencia a la nueva Constitución Política 
producida por la Asamblea Constituyente conformada para el efecto, y la incidencia que el nuevo marco 
normativo constitucional de la democracia Ecuatoriana supone para el diseño de esquemas de 
valoración, reconocimiento y pago de servicios ambientales hídricos. 
 
De igual forma, se hace necesaria una referencia al proyecto de Ley del Agua en curso en el Congreso 
Ecuatoriano, que responde de manera inmediata a las previsiones constitucionales superiores 
consagradas en la Carta Política, así como al Plan Nacional del Agua, formulado por la Secretaría Nacional 
del Agua. 
 
- La Nueva Constitución Política: 
 
Para la nueva Carta política, el acceso al agua se convierte en un derecho que debe ser garantizado por el 
Estado, en efecto, según el artículo 3º, es un deber primordial del Estado, entre otros, “Garantizar sin 
discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y el 
agua para sus habitantes” (Subrayado fuera de texto). De manera mas precisa, el artículo 12 establece 
que “El derecho humano al agua es fundamental e irrenunciable. El agua constituye patrimonio nacional 
estratégico de uso público, inalienable, imprescriptible, inembargable y esencial para la vida.” 
(Subrayado fuera de texto). 
 
Lo anterior tiene una connotación absoluta y plenamente relevante para analizar jurídicamente la 
viabilidad del pago por servicios ambientales, y las transacciones o mercados que involucren al recurso 
hídrico. En efecto, la condición de patrimonio nacional estratégico y de bien de uso público que adquiere 
el agua, comporta el derecho de todos los Ecuatorianos a acceder al recurso; pero son los tres atributos 
de que goza el recurso hídrico señalados mas adelante, es decir, la inalienabilidad, imprescriptibilidad e 
inembargabilidad los que condicionan y caracterizan completamente la futura regulación del acceso al 
recurso hídrico y la posibilidad de transar sobre el mismo. 
 
La inembargabilidad se traduce en la imposibilidad de que sobre el agua recaiga la medida cautelar de 
embargo en un proceso judicial, la imprescriptibilidad comporta la imposibilidad de que puedan 
adquirirse derechos sobre el recurso hídrico, especialmente de propiedad, por el simple transcurso del 
tiempo, y la inalienabilidad, supone que el agua es un tipo de bien que se encuentra fuera del comercio y 
no puede ser objeto de transacciones translaticias del derecho de propiedad. 
 
Por su parte, el artículo 318 de la nueva Constitución, reivindica el papel del Estado como regulador 
supremo del recurso hídrico, al señalar que “El Estado, a través de la autoridad única del agua, será el 
responsable directo de la planificación y gestión de los recursos hídricos que se destinarán a consumo 
humano, riego que garantice la soberanía alimentaria, caudal ecológico y actividades productivas, en 
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este orden de prelación. Se requerirá autorización del Estado para el aprovechamiento del agua con fines 
productivos por parte de los sectores público, privado y de la economía popular y solidaria, de acuerdo 
con la ley”. 
 
Un aspecto central de la nueva carta, es que reconoce a la naturaleza o “Pachamama” como sujeto de 
derechos; en efecto, según el artículo 71 de la Carta, “La naturaleza o Pachamama, donde se reproduce y 
realiza la vida, tiene derecho a que se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y 
regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos”, ello supone que la 
naturaleza y sus elementos, en cuanto sujetos de derechos, pueden ser reivindicados sin que haya un 
titular específico afectado. 
 
Así las cosas, el mismo artículo reconoce que “Toda persona, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá 
exigir a la autoridad pública el cumplimiento de los derechos de la naturaleza. Para aplicar e interpretar 
estos derechos se observarán los principios establecidos en la Constitución, en lo que proceda.” 
 
, Por otra parte, el mismo artículo señala en su inciso tercero que “El Estado incentivará a las personas 
naturales y jurídicas, y a los colectivos, para que protejan la naturaleza, y promoverá el respeto a todos 
los elementos que forman un ecosistema”.  
 
Otro principio fundamental es el que vincula a los particulares a la reparación del daño ambiental que 
produzcan, al mencionar en el artículo 72 de la Carta que “La naturaleza tiene derecho a la restauración. 
Esta restauración será independiente de la obligación que tienen el Estado y las personas naturales o 
jurídicas de indemnizar a los individuos y colectivos que dependan de los sistemas naturales afectados.”  
 
EL artículo 74 caracteriza plenamente la condición jurídica de los servicios ambientales en la nueva 
Constitución Política: “Las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades tendrán derecho a 
beneficiarse del ambiente y de las riquezas naturales que les permitan el buen vivir. Los servicios 
ambientales no serán susceptibles de apropiación; su producción, prestación, uso y aprovechamiento 
serán regulados por el Estado.(…)” (subrayado fuera de texto). Este, a nuestro entender, es el nuevo 
sustento constitucional del diseño de un esquema de pago por servicios ambientales asociados al 
recurso hídrico, en tanto su implementación comporta la realización de la obligación del Estado de 
generar incentivos para la conservación de los ecosistemas que aseguran la oferta hídrica. 
 
Esta previsión constitucional comporta dos características bien definidas: de una parte, el 
reconocimiento por los servicios ambientales hídricos se convierte en una obligación para asegurar que 
quienes conservan las riquezas naturales, en especial el agua, se benefician de ellas; y en segundo lugar, 
que los servicios ambientales, incluído el hídrico, es un bien de uso público que será regulado por el 
Estado, es decir, las transacciones sobre los bienes y servicios ambientales relacionados con  el recurso 
hídrico deben gestarse a instancias del Estado y no simplemente entre particulares; el Estado es 
entonces regulador supremo de la oferta y pago de servicios ambientales del agua.  En consecuencia,  
bajo la nueva Constitución del Ecuador, no pueden desarrollarse esquemas de pago por servicios 
ambientales hídricos entre particulares, sin que el Estado regule dicha transacción.  
 
Un principio de política fundamental en el manejo del recurso hídrico, es el contenido en el artículo 11, 
según el cual, “El Estado garantizará la conservación, recuperación y manejo integral de los recursos 
hídricos, cuencas hidrográficas y caudales ecológicos asociados al ciclo hidrológico. Se regulará toda 
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actividad que pueda afectar la calidad y cantidad de agua, y el equilibrio de los ecosistemas, en especial 
en las fuentes y zonas de recarga de agua. La sustentabilidad de los ecosistemas y el consumo humano 
serán prioritarios en el uso y aprovechamiento del agua.” 
 
El artículo 57 por su parte, reivindica el papel regulador y administrador del recurso del Estado, así como 
los beneficios que deben recibir las comunidades indígenas por el aprovechamiento del recurso hídrico. 
En efecto, según esta norma, las comunidades indígenas tiene derecho a “Participar en el uso, usufructo, 
administración y conservación de los recursos naturales renovables que se hallen en sus tierras”, de allí 
que este derecho comporte la necesidad de reglar mecanismos de pago por servicios ambientales 
hídricos que aseguren esa participación, beneficio o usufructo a favor de estas comunidades, cuando 
sean quienes aseguren la oferta hídrica. 
 
De otra parte, este artículo, en concordancia con el 318, hace imperativo que “La gestión del agua será 
sólo pública y comunitaria, con lo cual serán reconocidas y fortalecidas las iniciativas comunitarias como 
las juntas de agua potable y de riego que ahora están ignoradas”, de tal suerte que la intermediación 
privada para la prestación de los servicios de acueducto y alcantarillado quedarían prohibidas a la luz de 
dicho artículo.   
 En efecto, el artículo 318 de la Carta señala que “…El servicio público de saneamiento, el abastecimiento 
de agua potable y el riego serán prestados únicamente por personas jurídicas estatales o comunitarias.” 
 
En conclusión sobre este punto, sólo el Estado o las organizaciones comunitarias podrán prestar servicios 
de acueducto, alcantarillado y riego; y por lo tanto serán dichas organizaciones las que puedan entrar a 
un esquema de Pago por Servicios Ambientales hídricos en donde acueductos locales pagan a las 
comunidades aguas arriba para conservar el recurso.  
 
En cuanto al ejercicio de las facultades de administración del recurso, el artículo 318 también plantea 
que “El Estado, a través de la autoridad única del agua, será el responsable directo de la planificación y 
gestión de los recursos hídricos que se destinarán a consumo humano, riego que garantice la soberanía 
alimentaria, caudal ecológico y actividades productivas, en este orden de prelación.  Se requerirá 
autorización del Estado para el aprovechamiento del agua con fines productivos por parte de los sectores 
público, privado y de la economía popular y solidaria, de acuerdo con la ley”. 
 
El análisis de los anteriores aspectos de la nueva Constitución Política del Ecuador, permite concluir en 
primer lugar que el concepto de “servicios ambientales” se encuentra explícitamente reconocido en 
dicha Constitución, y que según la misma, los servicios ambientales no pueden ser apropiados y su 
producción y prestación debe ser regulada por el Estado.  En este sentido, el pago por servicios 
ambientales no podrá realizarse entre particulares sin que dicha transacción se encuentre regulada por 
el Estado.   Así mismo, el Estado será el principal el actor principal que financie los esquemas de pago por 
servicios ambientales hídricos, ya que de manera general, la Constitución asigna al Estado el deber de 
incentivar a los particulares y a las personas jurídicas para la protección de la naturaleza; y de manera 
particular, serán entidades estatales o comunitarias las que presten servicios de acueducto, 
alcantarillado y riego; y por lo tanto las principales interesadas en la conservación del recurso hídrico.  En 
cuanto a los proveedores de los servicios ambientales, la Constitución establece que las comunidades 
indígenas tendrán el derecho de participar en el usufructo de los recursos naturales renovables que se 






- Proyecto de Ley Orgánica de Recursos Hídricos, uso y aprovechamiento de las aguas 
 
La Constitución Política del 28 de septiembre de 2008, prevé en su primera disposición transitoria, inciso 
segundo establece que “… en el plazo máximo de tres cientos sesenta días, se aprobarán las siguientes 
leyes: (…) 2. La ley que regule los recursos hídricos, usos y aprovechamiento del agua, que incluirá los 
permisos de uso y aprovechamiento, actuales y futuros, sus plazos, condiciones, mecanismos de revisión y 
auditoria, para asegurar la formalización y distribución equitativa de este Patrimonio." 
 
Como respuesta a este mandato del constituyente, el Gobierno Nacional del Ecuador ha preparado un 
Proyecto de Ley orgánica de Recursos Hídricos, uso y aprovechamiento de las aguas, que comprende 
aspectos tales como las características de los recursos hídricos, las cuencas hidrográficas, la 
administración de las aguas, el destino y los usos de las aguas, las tasas y tarifas y los modos de 
aprovechamiento económico del recurso hídrico. 
 
Además de reconocer algunos principios y elementos característicos del recurso hídrico como bien de 
uso público y “sujeto de derechos”, llama la atención la prohibición tajante y expresa contenida en el 
artículo 2º propuesto: 
 
“Artículo 2. Las aguas, por su trascendencia para la vida, la economía y el medio ambiente, no 
pueden ser objeto de ningún acuerdo comercial, con gobierno, entidad multilateral o empresa 
extranjera alguna. 
 
Se prohíbe toda forma de privatización del agua, como por ejemplo: 
 
a) Toda delegación al sector privado de la gestión del agua o de alguna de las atribuciones 
asignadas por ley a la autoridad nacional del agua, 
 
b) La delegación de la prestación de servicios públicos relacionados con ella 
 
c) La administración privada de estos servicios; y 
 
d) Cualquier otra forma que imponga un régimen económico basado en la inversión privada 
lucrativa para la gestión del agua y los servicios públicos relacionados. 
 
Las instituciones del Estado velarán por la racionalidad del uso o aprovechamiento de las aguas y 
por la legitimidad y legalidad de las autorizaciones de uso o aprovechamiento.” 
 
El espacio que deja entonces esta propuesta normativa para la intervención de los particulares en el 
mercado de bienes y servicios asociados al recurso hídrico es mínima, sin embargo, la Ley aborda en 
mayor profundidad el tema de los bienes y servicios ambientales hídricos. 
 
Es fundamental el reconocimiento que el artículo 9º propuesto hace de “…la aplicación de las formas 
tradicionales de manejo y gestión de los recursos hídricos, practicados por los pueblos, nacionalidades y 
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comunidades indígenas, negros, o afroecuatorianos y montubios; y respeta sus propias formas, usos y 
costumbres para el reparto interno y distribución de caudales establecidos en las autorizaciones de uso o 
aprovechamiento del agua, así como las formas tradicionales para la resolución de controversias y 
conflictos internos”, con lo que la gestión del recurso hídrico se caracterizaría en Ecuador por ser 
eminentemente participativa y respetuosa de las formas de gestión tradicional del recurso. 
 
El artículo 16 por su parte, atribuye a los usuarios, en principio, la responsabilidad de velar por la 
conservación de la fuente hídrica que los surte, en efecto, según este artículo, “…La protección y 
conservación de las fuentes de agua es responsabilidad de los usuarios, en coordinación con el organismo 
de gestión de la respectiva cuenca, de conformidad con las normas técnicas que dicte la autoridad hídrica 
nacional. Solo en caso de no existir usuarios conocidos de una fuente, su protección y conservación 
corresponderá a los gobiernos autónomos descentralizados en cuya jurisdicción se encuentren, con la 
asistencia técnica de la autoridad hídrica nacional”. Este artículo responsabiliza a los usuarios de la 
protección y conservación de las fuentes de agua, y por lo tanto los esquemas de PSA, pueden ser un 
instrumento para hacer efectivo esta responsabilidad.  
 
En relación con la función ecológica o ambiental de la propiedad, en relación con el recurso hídrico, el 
segundo inciso de este artículo prevé que “…El predio en que se encuentra una fuente de agua, 
cualquiera sea su propietario, está afectado a la conservación de la misma, por lo cual el propietario de 
este y los usuarios de las aguas, están obligados a cumplir las regulaciones y disposiciones técnicas que 
establezca la autoridad hídrica nacional”. La pregunta que surge entonces es si al ser consecuencia de la 
función ecológica de la propiedad el deber de los usuarios de conservar la fuente de agua que los surte, 
esta es una carga sin contraprestación alguna  o si por el contrario, la conservación es reconocida y para 
evitar el desequilibrio y rompimiento de la igualdad de los administrados frente a estas acciones de 
conservación, su labor es reconocida y compensada. 
 
Por su parte, el artículo 18 reivindica la gestión integral del recurso hídrico a través de un contrato de 
mancomunidad entre los usuarios públicos, privados y los actores comunitarios de la cuenca, sin 
embargo, el artículo 19 precisa que es el Consejo de Cuenca es “…el órgano de dirección de la 
mancomunidad y administrará los derechos de uso y de aprovechamiento existentes y las autorizaciones 
que en el futuro otorgue la autoridad hídrica nacional, sobre las aguas de la micro cuenca o sub cuenca 
respectiva.“. 
 
El artículo 30 del Proyecto se refiere específicamente a la administración común del recurso hídrico, y en 
su numeral 5º prevé que “… El uso o aprovechamiento de los recursos hídricos se realizará sobre la base 
de criterios técnicos, sociales y ambientales, garantizando la seguridad hídrica, mediante la permanencia 
de los ecosistemas, acuíferos y nuevas fuentes de agua.” (Subrayado fuera de texto). El concepto de 
seguridad hídrica es reiterado en el numeral 6º según el cual,  “… Los usuarios del agua tienen la 
obligación de pagar tasas, tarifas y contribuciones para cubrir los costos que demande la gestión del 
agua y la seguridad hídrica”.       
 
La seguridad hídrica es definida por el artículo 31 del proyecto como el “… equilibrio permanente que 
debe existir entre la disponibilidad y la demanda de agua para mantener fundamentalmente la salud y 
vida humanas, así como la soberanía alimentaria y la permanencia de los ecosistemas, para sostener las 
actividades económicas básicas de la población local”. En este contexto entonces, la “seguridad hídrica” 
puede ser interpretado como el balance entre oferta y demanda del agua , de allí la relevancia del 
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contenido de los mandatos de los numerales 5º y 6º del artículo 30 propuesto, que comportan un deber 
de mantenimiento de los ecosistemas, acuíferos y nuevas fuentes de agua en el manejo de las 
autorizaciones para el uso y aprovechamiento del recurso hídrico, así como la determinación de que las 
tasas, tarifas y contribuciones comportan en si mismas los costos que demanda justamente esa 
“seguridad hídrica” o mantenimiento de la oferta de servicios ambientales.  Es decir que las tasas, tarifas 
y contribuciones de los usuarios del agua, pueden servir para el pago por los servicios ambientales 
hídricos en donde se origina el recurso. 
 
La Ley reconoce la existencia de una sola autoridad encargada de la administración de las aguas en el 
nivel Nacional (Secretaría Nacional del Agua), de los Consejos de Cuenca, así como la posibilidad de que 
haya regímenes especiales de administración del recurso hídrico, como por ejemplo el tratamiento 
particular brindado al manejo comunitario y tradicional del recurso hídrico. 
 
El artículo 53 del proyecto, prevé que “.. La regulación de los aspectos técnicos relativos al uso de las 
aguas, como calidad, disponibilidad, capacidad de regeneración, condiciones de manejo, para la 
provisión de los servicios públicos relacionados con ellas, es responsabilidad establecerla a la autoridad 
hídrica nacional.”, además, el proyecto de Ley sugiere algunos de los servicios asociados con el recurso 
hídrico, tales como el saneamiento, el abastecimiento de agua potable, el riego, el control de 
inundaciones, el uso recreacional y el aprovechamiento turístico. 
 
Definidos estos servicios públicos, el capítulo III del proyecto define la valoración económica del agua y 
su régimen económico. Precisando en el artículo 77 que “El agua en tanto patrimonio nacional 
estratégico de uso público no susceptible de apropiación, no tiene valor monetario ni se encuentra en el 
mercado. Sin embargo, para efectos de administración, protección y conservación, la autoridad hídrica 
nacional establecerá, en consulta con los órganos de gestión de cuencas hidrográficas y los usuarios, los 
índices y parámetros para establecer una valoración de los usos y aprovechamientos del agua, a partir de 
criterios de orden social, cultural, ambiental y económico, a considerarse en la gestión y cálculo de costos 
administrativos, tasas y tarifas.” 
 
En consecuencia, al igual que en el caso Colombiano, la propuesta de Ley del Agua del Ecuador establece 
tasas por utilización de agua que se definen no como un “precio del agua” sino como una contribución 
para efectos de su administración, protección y conservación del recurso hídrico, y que se establece por 
medio de una valoración económica a partir de criterios de orden social, cultural, ambiental y 
económico.  
 
El proyecto de Ley prevé además, dos tipos de autorizaciones en relación con el recurso hídrico: las de 
uso en estricto sentido, y las de aprovechamiento económico.A su vez, el artículo 78 propuesto, 
identifica los usos del agua, y por ende los usuarios, que tendrán que pagar dicha tasa, señalando que “El 
destino de las aguas para la provisión de servicios públicos como agua potable, saneamiento ambiental y 
alcantarillado, riego comunitario o campesino auto gestionado, control de inundaciones y saneamiento 
del suelo, generación de hidroelectricidad para servicio público; así como el uso recreacional y 
aprovechamiento turístico de las aguas, están sujetos a un régimen económico de retribuciones, tasas y 
tarifas, acorde con la naturaleza de servicios públicos básicos y de usos con valor cultural y social”. 
 
Según el artículo 79 del proyecto, “La provisión de servicios públicos básicos, además del valor de las 
tasas por los servicios prestados, incluirá el valor del manejo y protección de fuentes de agua, sub 
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cuencas y micro cuencas hidrográficas del sistema hídrico de donde se captan las aguas; y el monto fijado 
técnicamente para la valoración de los usos del agua, de manera de garantizar la seguridad hídrica, en 
especial su permanencia y calidad”. (Subrayado fuera de texto).  Este artículo autorizaría a las entidades 
que prestan los servicios públicos hídricos básicos (acueductos, alcantarillado, riego etc.) a incluir en sus 
tarifas a los usuarios, el valor de las tasas del agua para garantizar la seguridad hídrica.  Es decir, que el 
valor de la tasa para la conservación de los ecosistemas se trasladaría a los usuarios en la tarifa de los 
servicios públicos.  
 
 
Los usuarios que realizan aprovechamiento económico del agua también están sujetos al pago de tasas y 
retribuciones. El artículo 80 define los conceptos incluidos en la retribución por el uso del agua así:  
 
 “a) Operación y conservación de la infraestructura hidráulica. 
b) Protección de fuentes, micro y subcuencas hidrográficas 
c) Pago de pólizas de seguro de infraestructura hidráulica 
d) Amortización de inversiones para el mejoramiento y ampliación del servicio, incluida la 
     infraestructura hidráulica. 
e) Costos de planificación y administración de los recursos hídricos 
f) Programas de comunicación, difusión y capacitación a los usuarios; y 
g) Otros que establezca la autoridad hídrica nacional”. 
 
El otorgamiento de una autorización de aprovechamiento económico de las aguas, según el artículo 104 
de la propuesta, causará el pago de los siguientes conceptos: 
 
“1. Tarifa hídrica básica, por la cual el Estado recupera sus inversiones en la infraestructura 
hídrica existente; 
2. Tarifa hídrica volumétrica, que cubre los costos de administración, operación y mantenimiento 
de la infraestructura y los costos de conservación de fuentes de agua, seguridad hídrica y de las 
políticas de prevención y control de la contaminación del agua objeto de la autorización; y  
3. La tasa administrativa por autorización que cubre los costos de administración y regulación 
técnica de la autoridad hídrica nacional.”  (Subrayado fuera de texto). 
 
En este sentido, la tarifa hídrica volumétrica constituye un principio de cobro por servicios ambientales 
del recurso hídrico, en tanto se encuentra vinculada en la propuesta al concepto de “seguridad hídrica” 
que como hemos mencionado, comprende el mantenimiento de la capacidad de oferta ambiental de 
servicios del agua. 
 
 
En conclusión, el proyecto de Ley del Agua del Ecuador introduce el cobro de tarifas y contribuciones a 
los usuarios del agua, con destino, entre otros, a la conservación de ecosistemas y garantizar la seguridad 
hídrica.  Por lo tanto, se estaría creando un medio administrativo para el cobro por servicios ambientales 
hídricos a los usuarios del agua, que recaudaría los Consejos de Cuenca.  Aunque dicho cobro no 
garantiza que los Consejos establecerán mecanismos de pago por servicios ambientales, si se constituyen 
en recursos que pudieran ser destinados para tal efecto.  Así mismo, el proyecto de Ley contempla el 




- El Plan Nacional del Agua 
 
El Plan Nacional del Agua en formulación se estructura a partir de una serie de principios de la gestión 
del recurso hídrico fundantes, a saber: 
 
1. Gestión integral del agua 
2. Formular participativamente una Nueva Ley de Aguas 
3. Crear una nueva estructura organizativa enfocada hacia una operación por organismos de cuenca 
4. Balances hídricos para el reparto equitativo del agua según su disponibilidad y demanda para usos y 
aprovechamientos 
5. Aseguramiento de la calidad del agua 
6. Conservación de páramos, riberas y fuentes de agua 
7. Solución definitiva al problema de los trámites por concesiones 
8. Mejor atención a los usuarios 
9. Tarifas diferenciadas, justas y solidarias 
10. Diálogo Nacional por el agua, comunicación permanente entre las comunidades y SENAGUA 
11. Manejo de riesgos hídricos para la prevención de desastres 
12. La nueva cultura del agua 
13. Rompiendo fronteras. 
 
A pesar de sustentarse en una gestión integral del recurso hídrico, el Plan no se refiere ni siquiera de 
manera tangencial a la valoración y pago de servicios ambientales vinculados al agua, y sus ámbitos de 
gestión o intervención propuestos, son los tradicionales de la planificación de cuenca, distribución justa y 
equitativa de caudales, priorización de usos y aplicación de tasas que permitan recuperar los costos de 
administración del recurso, pero de ninguna manera reiteramos, se refiere la propuesta a los servicios 
ambientales del recurso hídrico. 
 
- Proyecto de Ley sobre Conservación y uso Sustentable de la Biodiversidad 
 
El Proyecto de Ley sobre Conservación y uso Sostenible de la Biodiversidad es  la única iniciativa 
legislativa que reconoce de manera expresa el concepto de pago por servicios ambientales en el 
Ecuador. En este proyecto normativo, se prevé la creación de tasas o tarifas que remuneran los servicios 
ambientales, principalmente la captura de CO2, la protección de fuentes hídricas para el consumo 





2.2. POLITICAS PÚBLICAS Y MARCO INSTITUCIONAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS 
AMBIENTALES HÍDRICOS 
 
La República del Ecuador cuenta con las siguientes instituciones relacionadas con el manejo del medio 
ambiente y los recursos naturales: 
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• Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable - CNDS: Creado en la codificación  de la Ley de 
Gestión Ambiental en el 2004 como órgano asesor del Presidente de la República.  Tiene la 
función de presentar políticas generales, planes, estrategias de desarrollo sustentable y 
proyectos para la gestión ambiental. 
 
• Sistema Nacional Descentralizado de Gestión Ambiental - SNDGA: Creado en la codificación  de 
la Ley de Gestión Ambiental en el 2004 como un mecanismo de coordinación transectorial, 
interacción y cooperación entre los distintos ámbitos, sistemas y subsistemas de manejo 
ambiental y de gestión de recursos naturales. 
 
• Ministerio del Ambiente de Ecuador - MAE: Creado mediante Decreto Ejecutivo No. 259 de 
2000.  La función principal del Ministerio es la dirección de la gestión ambiental, como autoridad 
ambiental nacional.  El Ministerio diseña las políticas ambientales, coordina las estrategias, 
proyectos y programas para el cuidado de los ecosistemas y el aprovechamiento sostenible de 
los recursos naturales. 
 
• Ministerio Coordinador de Patrimonio Natural y Cultural - MCPNC: Creado mediante el Decreto 
Ejecutivo 117A de 2007.  Encargado de concertar las políticas y acciones en el área de capital 
intangible que adopten los Ministerios de Cultura, Deporte, Ambiente, Turismo, Educación y 
Salud. 
 
En la práctica, el Ministerio de Ambiente es la institución que ha expedido las políticas y estrategias 
ambientales directamente relacionadas con los servicios ambientales hídricos. Sin embargo, si la 
propuesta de Ley del Agua se aprueba, Ecuador contaría con autoridad hídrica nacional, quién será la 
entidad que otorgará derechos de uso del recurso hídrico y fijará los montos y tarifas de las tasas y 
contribuciones relacionadas con el recurso hídrico. Por otra parte, los Consejos de Cuenca serán las 
entidades regionales encargadas de la administración de los derechos de uso y aprovechamiento 
otorgados por la Autoridad Nacional.    Este modelo institucional sería similar al que opera en México.   
 
En relación con las Políticas relacionadas con incentivos por servicios ambientales hídricos, encontramos: 
 
• Política y Estrategia Nacional de Biodiversidad del Ecuador (2001-2010). 
 
Esta política califica la biodiversidad como un recurso estratégico del Ecuador.  Se plantea como visión la 
conservación y utilización sustentable de la “biodiversidad, lo cual se expresa en una mejor calidad de 
vida de su población, en el aprovechamiento óptimo de los recursos económicos, sociales, culturales y 
ambientales asociados, y en la distribución equitativa de los beneficios y costos derivados de su uso y 
conservación en la sociedad ecuatoriana”.  Para lograrlo, se plantea como primera línea estratégica 
“Consolidar y potenciar la sustentabilidad de las actividades productivas basadas en la biodiversidad 
nativa”, y como resultado el “mayor valor a los productos maderables y no maderables y a los servicios 
que proveen los bosques y se han detenido los procesos de deforestación del bosque nativo”.   
 
En este contexto, la Política reconoce que se están “gestando mercados nacionales e internacionales 
para la venta de servicios ambientales, como la captación de agua y la captura de CO2. Estos mercados 
abren oportunidades para potenciar la percepción sobre el valor económico del bosque nativo en pie y, 
consecuentemente, un manejo forestal sustentable con mayores beneficios para la población.”  Para 
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ello, la Política plantea elaborar La Estrategia para el Desarrollo Forestal Sustentable del Ecuador, con 
particular énfasis en: “f) Establecer un sistema de pago por servicios ambientales de los bosques nativos, 
principalmente en la protección de cuencas y provisión de agua, conservación de suelos, protección de 
inundaciones y otros servicios relativos al clima global. Estos aspectos constituyen una herramienta 
novedosa, pues posibilitaría la disminución de las presiones de otros sectores productivos, así como el 
manejo de la biodiversidad forestal de manera integral.”  Finalmente, los instrumentos de gestión 
económica para la implementación de la política, incluyen como resultado: “Existen mercados rentables 
para servicios ambientales de los ecosistemas del Ecuador”; al cual se pretende llegar a través de: 
 
“1.  Adoptar decisiones en las áreas siguientes: 
 
a) Sistemas de cobro de servicios para la protección de laderas, provisión de agua de bosques y 
páramos, y protección costera; 
b) Cobro por servicios ambientales de tierras públicas y privadas (incluye el Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas), en casos como la provisión de agua a represas hidroeléctricas, sistemas de 
riego y para consumo; control de la erosión y provisión de servicios relativos al clima global 
(por ejemplo, captación y almacenamiento de CO2); 
c) Un sistema adecuado de remuneración a los propietarios, sean estos individuos o 
comunidades, de las tierras que generan el servicio; 
d) Inversión en el cuidado y mantenimiento de las tierras para asegurar la continuidad y calidad 
del servicio ambiental; y, 
e) Inversión en el desarrollo social de las poblaciones interiores y aledañas a las tierras.  
 
2. Fomentar el desarrollo de contratos de prestación de servicios ambientales a fin de: 
 
a) Contar con herramientas que permitan valorar adecuadamente los servicios e internalizar el 
costo de su mantenimiento y conservación; y, 
b) Facilitar foros de intercambio de información y de experiencias a nivel local e internacional, e 
impulsar el desarrollo de aquellas que sirvan de experiencias piloto. 
 
Se dará prioridad inicial al desarrollo de mecanismos de cobro y pago por los servicios ambientales de: 
 
• Páramos, principalmente como fuente de agua potable y riego para las poblaciones andinas; 
• Manglares como agentes protectores de la línea de costa; 
• Llanuras de inundación como zonas protectoras de inundaciones; y, 
• Bosques de laderas para la protección de cuencas hidrográficas.”  
 
En conclusión, la Política de Biodiversidad incluye expresamente el pago por servicios ambientales como 
herramienta de conservación de la biodiversidad, priorizando los ecosistemas de bosques, páramos, 
manglares y llanuras de inundación; para tanto el cobro por los servicios ambientales como el pago a 
propietarios (individuos o comunidades) de las tierras que generan el servicio.  
 
• Estrategia de Desarrollo Forestal Sustentable Actualizada para el Ecuador (2005). 
 
El Ministerio de Medio Ambiente del Ecuador revisó y actualizó la Estrategia de Desarrollo Forestal 
Sustentable formulada en el año 1999.  La Estrategia Actualizada incorpora en varios apartes los 
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conceptos de servicios ambientales del bosque y su necesidad de valoración.  La Visión que plantea la 
estrategia proyecta a Ecuador compitiendo “de manera eficiente en el mercado mundial de bienes y 
servicios ambientales, generando desarrollo económico y social” y en tal sentido reconoce que los bienes 
y servicios ambientales forestales podrán estar sujetos a una transacción de mercado, seguramente 
basado en el mercado de carbono del Protocolo de Kioto.  Así mismo, el primer objetivo específico de la 
Estrategia es el de “Detener el proceso de pérdida de bosques nativos, fundamentándose en la 
aplicación de instrumentos de fomento que propendan a su manejo sustentable y que valoricen sus 
bienes y servicios…”.  Como estrategia específica para alcanzar este objetivo general, se plantea “crear y 
promover la titulación y pago por los servicios ambientales que prestan los bosques, los cuales 
garantizan la protección de los suelos y de obras de infraestructura, la protección de biodiversidad y el 
mantenimiento de la belleza escénica, (entre otros servicios), compensando e incentivando 
pecuniariamente a los propietarios. 
 
En consecuencia, podemos afirmar que Ecuador, en esta estrategia reconoce los servicios ambientales 
hídricos de los bosques naturales y contempla como estrategia para su conservación, el desarrollo de 
mecanismos de pago por dichos servicios a sus propietarios. 
 
• Política de Ecosistemas Alto Andinos del Ecuador (2008) 
 
La política de Ecosistemas Alto Andinos abarca cuatro tipos de ecosistemas: Páramos, Humedales Alto 
Andinos, Bosques Altoandinos y Agroecosistemas.  A lo largo de la política, se reconoce los servicios 
ambientales que proveen dichos ecosistemas y su necesidad de conservación.  La Política menciona que 
“El Estado incentiva la valoración de los servicios ambientales que proporciona el páramo (retención de 
agua, fijación de carbono), bosques y humedales con el objetivo de promover su conservación y manejo 
y fomentar actividades sostenibles y económicamente rentables para las comunidades”.  Para alcanzar la 
anterior política, se establecen como estrategias específicas: 
• La creación de un grupo de entidades interesadas en la valoración de los servicios ambientales, 
de manera que se coordinen los esfuerzos y se puedan definir regulaciones específicas 
relacionadas con el tema.  
• El impulso de experiencias viables para generar metodologías apropiadas para el cobro y pago de 
los servicios ambientales. 
• La Creación de fondos locales o regionales para la conservación del agua que permitan la 
generación de incentivo (bono de conservación del agua) para los pobladores locales por sus 
actividades de conservación del agua. 
• Crear un grupo de especialistas en valoración de servicios ambientales y desarrollar mecanismos 
de valoración cuantitativa-cualitativa y de financiación a través de servicios ambientales. 
 
De forma similar, la Política contempla que “El Estado fomenta el desarrollo de un sistema consensuado 
de incentivo y compensación de servicios ambientales de los páramos, bosques y humedales con la 
finalidad de garantizar sus permanencia y calidad”.  Las estrategias específicas asociadas a la anterior 
política son: 
• Promover con universidades e institutos de investigación y entidades del sector privado la 
generación de mecanismos para el reconocimiento de los servicios ambientales que 
proporcionan los páramos, bosques, y humedales. 
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• Impulsar y fomentar el desarrollo de mecanismos de compensación y reconocimiento de 
servicios ambientales en estudios de caso. 
• Promover instancias de negociación entre los organismos públicos, privados y propietarios para 
la compensación y reconocimiento de los servicios ambientales. 
 
En conclusión, esta Política contiene varias estrategias explícitas para el desarrollo de incentivos a la 
conservación de servicios ambientales hídricos, entre las que se encuentran: la creación de grupos de 
investigación en valoración, el fomento de estudios de caso, la creación de fondos y de instancias de 
negociación entre los usuarios y los generadores de los servicios ambientales. 
 
Como se puede apreciar, Ecuador cuenta con una serie de políticas y estrategias ambientales que 
reconocen la importancia de los servicios ambientales hídricos generados especialmente por los 
ecosistemas de páramos, bosques naturales, humedales y manglares; y contemplan mecanismos de 
cobro y pago por dichos servicios ambientales como instrumentos para su conservación.  Así mismo, 
dentro de dichas políticas y estrategias, se establecen actividades concretas para la creación y fomento 
de estos mecanismos de pago, en donde encontramos la promoción de estudios de caso, la creación de 
grupos de investigación para la valoración y diseño de metodologías, la creación de fondos locales y 
regionales, y la creación de contratos de prestación de servicios ambientales, entre otros. 
 
Estas políticas fueron expedidas con anterioridad a la promulgación de la nueva constitución política y 
por lo tanto, muchas de las actividades deberán ser ajustadas a los nuevos principios y lineamientos que 
incluye con relación a los servicios ambientales, entre los que se encuentran la necesidad de la 
regulación Estatal de cualquier transacción con servicios ambientales y la participación de las 



















































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































3.1. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS AMBIENTALES 
HIDRICOS 
 
Desde el punto de vista constitucional, la Carta política Peruana fue promulgada en 1993, y la primera 
característica que debemos destacar es que en este país el acceso al agua no se ha considerado aún 
como un derecho fundamental, lo que se ha traducido en la ausencia de un mandato legal efectivo que 
asegure la universalidad en el acceso al recurso y a los servicios de saneamiento básico. 
 
El artículo 66 de la Carta Política Peruana establece que “Los recursos naturales, renovables y no 
renovables, son patrimonio de la Nación.  El Estado es soberano en su aprovechamiento. Por ley orgánica 
se fijan las condiciones de su utilización y de su otorgamiento a particulares. La  concesión otorga a su 
titular un derecho real, sujeto a dicha norma legal”(Subrayado fuera de texto). 
 
Resulta llamativo el hecho de que la Constitución Peruana reconozca respecto del derecho de concesión 
o aprovechamiento, otorgado por la autoridad administrativa competente, el carácter de derecho real, 
es decir, de aquellos derechos sobre las cosas que se ejercen sin respecto a otro sujeto de derechos, lo 
que hace de este instrumento administrativo mas que una simple autorización del Estado. 
 
Por su parte, el artículo 67 precisa que “El Estado determina la política nacional del ambiente. Promueve 
el uso sostenible de sus recursos naturales”, lo que denota una clara orientación de la política nacional 
ambiental del Perú hacia el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales renovables. 
 
El artículo 68 de la Carta por su parte plantea que “El Estado está obligado a promover la conservación 
de la diversidad biológica y de las áreas naturales protegidas” lo que puede significar como un mandato 
que interpretando la conservación de la biodiversidad como un mecanismo de asegurar la oferta hídrica, 
sustenta la posibilidad de que el Estado Peruano diseñe mecanismos y esquemas de PSA asociados al 
recurso hídrico. 
 
Fundamental en el análisis resulta también la previsión del artículo 73 de la Carta Política Peruana según 
la cual “Los bienes de dominio público son inalienables e imprescriptibles. Los bienes de uso público 
pueden ser concedidos a particulares conforme a ley, para su aprovechamiento económico”. 
 
- La Ley de Aguas y Decretos Supremos 
 
La Ley de Aguas del Perú, expedida mediante Decreto Ley 17752 del 24 de julio de 1969, con más de 30 
años de vigencia, solo ha sido objeto de modificación en 2000, a fin de fortalecer el ejercicio de la 
autoridad administrativa, propiciar la posibilidad de que los usuarios fiscalicen la administración del 
recurso hídrico, y establecer mecanismos de obligatoriedad en el cumplimiento de obligaciones para los 
mismos usuarios, incluyendo las económicas referidas al pago de las tarifas por el uso del agua. 
 
El Perú no ha sido ajeno a la discusión sobre la introducción de instrumentos de mercado para el acceso 
y transacción de los derechos concedidos para el uso del recurso hídrico, a través de una propuesta de 
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Ley del Agua, asunto que ha sido objeto de enrome controversia en tanto se interpreta en muchos 
sectores como un principio de privatización del agua. 
 
Cobra especial importancia a la luz de lo previsto en la Carta Política la condición de bien de propiedad 
de la Nación que la Ley de Aguas le otorga en su artículo 1º al recurso hídrico, en efecto, según esta 
norma, “Las aguas, sin excepción alguna, son de propiedad del Estado, y su dominio es inalienable e 
imprescriptible. No hay propiedad privada de las aguas ni derechos adquiridos sobre ellas. El uso 
justificado y racional del agua, sólo puede ser otorgado en armonía con el interés social y el desarrollo del 
país” (Subrayado fuera de texto).  
 
Lo anterior contiene varios elementos característicos del régimen patrimonial sobre el recurso hídrico: 
de un lado, el agua es un bien cuya propiedad se atribuye al Estado, no a la colectividad en general, y de 
otro, se reputa inalienable e imprescriptibe, es decir, se encuentra fuera del comercio y no pueden 
efectuarse transacciones que supongan la transferencia del derecho de propiedad o de cualquiera de sus 
atributos a los particulares, y en consecuencia, el recurso hídrico no puede ser adquirido mediante 
prescripción, es decir, por el paso del tiempo. Este mandato además, resulta ser absoluto, pues no se 
reconocen, los derechos adquiridos previamente a la expedición de la ley sobre el recurso hídrico. 
 
El artículo 7º de la Ley de Aguas prevé la posibilidad de que el Estado se reserve aguas con cualquier 
finalidad de interés público, sin embargo, el Decreto Legislativo 757 de 1991, conocido como la Ley 
Marco para el Crecimiento de la Inversión Privada, eliminó todas las reservas a favor del Estado que el 
legislador hubiere producido con anterioridad a su entrada en vigencia. 
 
Por su parte, el artículo 9º, declara “… de necesidad y utilidad pública: conservar, preservar e incrementar 
los recursos hídricos; regularizar el régimen de las aguas para obtener una racional, eficiente, económica 
y múltiple utilización de los recursos hídricos; promover, financiar y realizar las investigaciones, estudios y 
obras necesarias para tales fines”. Nótese que las actividades descritas enumeran una serie de 
actividades ligadas a los servicios ambientales hídricos, consideradas por el legislador como de utilidad 
pública.  
 
 Ahora bien, el derecho de aprovechamiento del agua (claramente diferenciado del de uso en el Proyecto 
de Ley del Agua actualmente en discusión), desde el punto de vista económico, mas no jurídico, 
comporta los atributos de un derecho de propiedad, es decir, es universal, exclusivo y transferible. Al 
respecto, y desde el punto de vista estrictamente jurídico, la Ley 26.821 prevé que el Estado siempre 
conserva el derecho de propiedad sobre los recursos naturales, aún cuando autorice su uso a los 
particulares. Esta ley además, prevé el pago de una contraprestación a favor del Estado por el uso de los 
recursos naturales renovables, entre ellos el agua, cuya tarifa se define con base en criterios económicos, 
sociales y ambientales. 
 
De otra parte, el Decreto Supremo 003-90-AG reglamenta las tarifas y cuotas por el uso del agua, y 
precisa en su artículo 1º que “Todos los usuarios del agua están obligados a contribuir económicamente 
para lograr el uso racional y eficiente del recurso, mediante el pago de la tarifa de agua y de la cuota”, 
señalando además sobre la naturaleza de esta tarifa en su artículo 2º que “La cancelación de los 
correspondientes recibos sólo reconoce el cumplimiento de la indicada obligación, más no propiedad 
sobre el terreno en el que se utiliza el agua”, la tarifa del agua además es diferenciada según se trate de 
usos agrarios y no agrarios. 
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Ahora bien, mediante Decreto Supremo 016-2004-AG, se modifica el artículo 55 del Reglamento de 
Tarifas y Cuotas por el uso del Agua, precisando en cuanto a la destinación de la tarifa para usos no 
agrarios que de esta se debe orientar “El 25% al Programa Nacional de Manejo de Cuencas Hidrográficas 
y Conservación de Suelos - PRONAMACHCS, del Ministerio de Agricultura, que se depositará en una 
cuenta corriente, para el financiamiento de las actividades de conservación de la parte alta de las 
cuencas que realiza la citada entidad”. 
 
En la actual Ley General de Aguas se incluye un capítulo denominado Pagos económicos por el Uso del 
Agua,  que  hacen referencia a una valoración económica por metro cúbico del recurso hídrico que se 
manifiesta a través del pago de una tarifa de uso, añadiéndose posteriormente a nivel reglamentario el 
concepto de cuota para hacer referencia a pagos adicionales pactados al interior de las propias juntas de 
usuarios. Desde el punto de vista normativo, vale la pena mencionar que el artículo 58 de la Ley de Aguas 
dispone que “El Poder Ejecutivo fijará en cada uso, lo que corresponda pagar por concepto de los usos a 
que se refiere este Capitulo. Este pago será mínimo cuando no se persigan propósitos de lucro”. 
 
De otro lado, el proyecto de nueva Ley de Aguas, inlcuye un título completo sobre el régimen económico 
del agua en el cual diferencia la posibilidad de pago de una retribución económica por el uso de agua o 
vertimiento del agua residual, de la posibilidad de pago de una tarifa de agua por el servicio de 
distribución del agua en los usos sectoriales o por la utilización de infraestructura hidráulica mayor.  
Además se propone el establecimiento de un Canon Hídrico, dentro de Ley del Canon – Ley 27506. 
 
 
• Ley General del Ambiente 
 
El artículo 90 de la Ley General del Ambiente precisa que corresponde al Estado promover “… la 
inversión y participación del sector privado en el aprovechamiento sostenible del recurso”, lo que supone 
una carga para los particulares también frente a la recuperación de los cuerpos de agua explotados. 
 
La misma Ley, en su artículo 40, prevé que “El sector privado contribuye al financiamiento de la gestión 
ambiental sobre la base de principios de internalización de costos y de responsabilidad ambiental, sin 
perjuicio de otras acciones que emprendan en el marco de sus políticas de responsabilidad social, así 
como de otras contribuciones de carácter voluntario”, lo cual si bien puede considerarse como una base 
suficiente para el diseño de esquemas de pago por servicios ambientales, al no ser explícitamente 
considerados como tales y requeridos los beneficiarios a su pago. 
 
El artículo 94° al referirse a los servicios ambientales, establece que  los recursos naturales y demás 
componentes del ambiente cumplen funciones que permiten mantener las condiciones de los 
ecosistemas y del ambiente, generando beneficios que se aprovechan sin que medie retribución o 
compensación, por lo que el Estado establece mecanismos para valorizar, retribuir y mantener la 
provisión de dichos servicios ambientales; procurando lograr la conservación de los ecosistemas, la 
diversidad biológica y los demás recursos naturales. 
 
Se entiende por servicios ambientales, la protección del recurso hídrico, la protección de la 




La Autoridad Ambiental Nacional promueve la creación de mecanismos de financiamiento, pago y 
supervisión de servicios ambientales 
 
Así mismo el artículo 97°, al referirse a los  lineamientos para políticas sobre diversidad biológica, 
establece que ésta se rige, entre otros, por la valorización de los servicios ambientales que presta la 




• La Ley Forestal 
 
En el Perú, es la Ley Forestal la que ha marcado un verdadero avance en términos del reconocimiento de 
los servicios ambientales desde la órbita de la regulación, reconociendo el valor del bosque para 
asegurar la oferta hídrica en el país. 
 
La Ley 27.308 de 2001 es en el Perú, la Ley Forestal y de Fauna Silvestre; y prevé en su artículo primero 
como objeto de su regulación, “… normar, regular y supervisar el uso sostenible y la conservación de los 
recursos forestales y de fauna silvestre del país, compatibilizando su aprovechamiento con la valorización 
progresiva de los servicios ambientales del bosque, en armonía con el interés social, económico y 
ambiental de la Nación…” (subrayado fuera de texto). 
 
El artículo 2º por su parte, define lo servicios ambientales del bosque como “…los que tienen por objeto 
la protección del suelo, regulación del agua, conservación de la diversidad biológica, conservación de 
ecosistemas y de la belleza escénica, absorción de dióxido de carbono y en general el mantenimiento de 
los procesos ecológicos esenciales”. (Subrayado fuera de texto). 
 
A su vez, el artículo 8º, al hablar del ordenamiento forestal, precisa como uno de los tipos de bosque, los 
bosques de protección, señalando que “Son superficies que por sus características bióticas y abióticas 
sirven fundamentalmente para preservar los suelos, mantener el equilibrio hídrico, conservar y proteger 
los bosques ribereños orientados al manejo de cuencas para proteger la diversidad biológica y la 
conservación del ambiente. Dentro de estas áreas se promueven los usos indirectos como: el ecoturismo, 
la recuperación de la flora y fauna silvestre en vías de extinción y el aprovechamiento de productos no 
maderables” (Subrayado fuera de texto). 
 
Mención aparte merece la clasificación de concesiones forestales incluida en el artículo 10º de la Ley, 
que incorpora como un tipo de concesiones las de ecoturismo, conservación y servicios ambientales, 
respecto de las cuales señala la norma que “Las concesiones en tierras de capacidad de uso mayor 
forestal o en bosques de protección para el desarrollo de ecoturismo, conservación de especies de flora y 
fauna silvestre, secuestro de carbono y otros servicios ambientales son otorgados por la autoridad 
competente en las condiciones que establece el reglamento.” 
 
En el mismo sentido, el artículo 28 de la Ley se refiere a las concesiones de tierras del Estado con fines de 
forestación y reforestación, las cuales están orientadas a promover “… con carácter prioritario la 
forestación y reforestación con fines de producción, protección y servicios ambientales, en tierras de 
capacidad de uso mayor forestal sin cubierta vegetal o con escasa cobertura arbórea, en todo el territorio 
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nacional mediante concesiones de tierras por períodos renovables de 40 (cuarenta) años, de acuerdo al 
reglamento.” 
 
El artículo 35 de la Ley, se refiere a la “indemnización por servicios ambientales de los bosques”, que no 
es otra cosa que el pago por los servicios ambientales de los mismos, aunque bajo el concepto de 
indemnización pareciera suponer que el aprovechamiento de la oferta de servicios ambientales del 
bosque implicaría, un daño que debe ser indemnizado. Según esta norma, “El Estado a través del 
organismo competente implementará mecanismos para que los usuarios de agua de uso agrario, 
pesquero, minero, industrial, generación de energía eléctrica y doméstica retribuyan los beneficios del 
bosque en el manejo de los recursos hídricos, contribuyendo al mantenimiento e implementación de 
plantaciones forestales y de programas de reforestación, en las condiciones que establece el 
reglamento”. 
 
3.2. POLITICAS PÚBLICAS Y MARCO INSTITUCIONAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS 
AMBIENTALES HÍDRICOS 
 
En el Perú, la necesidad de contar con políticas públicas hizo pensar que espacios como el del Acuerdo 
Nacional5 sería la  base sobre la cual debe formularse tales políticas.  En lo que respecta a la gestión de 
recursos naturales, se encuentran referencias a éstos, en la política de Estado sobre seguridad 
alimentaria y nutrición (décimo quinta), que establece la obligación  de tomar medidas contra aquellas 
situaciones que las amenacen (sequías, desertificación o degradación en el caso de las aguas); así como 
en la política referida a desarrollo sostenible y gestión ambiental (décimo novena) que se refiere al 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, promoción del manejo de cuencas, así como 
promoción y evaluación permanentemente del uso eficiente, la preservación y conservación del suelo, 
subsuelo, agua y aire. 
 
Estos, que se entienden como lineamientos generales respecto de los que se tiene un consenso y que 
requieren posteriormente un desarrollo concreto en estrategias nacionales, políticas publicas y 
normatividad, tuvieron su oportunidad de concretarse mediante un instrumento programático en lo que 
respecta al agua: la Estrategia Nacional para la Gestión de los Recursos Hídricos Continentales del Perú 
(ENGRH)6 de diciembre del 2004 
 
La visión compartida7 de la ENGRH debía ser alcanzada en tres fases a través del cumplimiento de seis 
objetivos8 cuyas acciones se encontraban concatenadas, por lo que los retrasos de las acciones de cada 
                                                 
5 www.acuerdonacional.gob.pe/DocumentosAN/2008/castellano.pdf 
6 http://pacificosur.rirh.net/ADVF/documentos/ENGRHaprobado120105.pdf 
7 La visión compartida que plantea la ENGRH es la siguiente:“El suministro de agua en el Perú, garantiza el acceso de todos los usuarios para 
satisfacer sus necesidades, en cantidad, calidad y oportunidad, con criterios de equidad, aprovechamiento económico, racional y eficiente; su 
gestión se apoya en principios de legitimidad y autoridad en el ámbito territorial de la cuenca hidrográfica, promoviendo la concertación y la 
participación de todos los actores , la preservación y conservación del medio ambiente y el desarrollo social enmarcado en el concepto de 
desarrollo humano sostenible” .  Se planteaba desarrollar esta visión en un periodo de 12 años constituido por tres fases:. En la primera fase 
(2005 – 2006) se pretendía preparar el proyecto de gestión de recursos hídricos sentando las bases institucionales y normativas que fueran 
necesarias y diseñando los procesos e instrumentos que se requiriera implementar posteriormente; en la segunda (2007 – 2011) se 
desarrollaría el proyecto en 5 cuencas piloto y en la tercera (2012 – 2016) se ampliaría el proyecto a otras cuencas diseminando las lecciones 
aprendidas a nivel nacional.   
8 Los objetivos y estrategias de la ENGRH son: (a) Innovación institucional para una gestión multisectorial e integrada del recurso hídrico, (b) 
Gestión integrada de los recursos hídricos, (c) Protección de la calidad de los recursos hídricos en las cuencas hidrográficas, (d) prevención de 
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fase implicarían el retraso en el cumplimiento de las siguientes.  De más esta decir que a tres años de la 
publicación (y supuesta implementación9) de la ENGRH, las actividades propuestas para la primera fase 
no han podido ser íntegramente cumplidas, particularmente los dos aspectos fundamentales (i) una 
adecuada institucionalidad y normatividad que permita una gestión multisectorial e integrada del 
recurso, para lo cual se planteaba contar con una autoridad única y (ii) una nueva Ley de Aguas acorde 
con los cambios estructurales de las ultimas décadas, que no mantenga sesgos sectoriales y que 
responda a las diversas realidades del Perú. 
 
A la fecha, existe como se mencionó en el capitulo anterior, un proyecto de Nueva Ley de Aguas  queno 
ha sido expedido legalmente. 
 
En relación con el marco institucional peruano, la Ley General de Aguas dada por Decreto Ley No. 17.752 
de 1969, mantuvo en el sector agricultura, la jurisdicción en materia de aguas en lo que correspondía a 
conservación, incremento y gestión del recurso, con excepción de la jurisdicción relacionada a las aguas 
minero-medicinales y los aspectos de orden sanitario y preservación del recurso, que serían de 
competencia del Ministerio de Salud. Esta situación se mantiene, aun con la creación del Ministerio del 
Ambiente y pese a que durante 1991 y 1996, en la Ley de Promoción de las Inversiones en el Sector 
Agrario dada por Decreto Legislativo N°653, se le otorgo la competencia de administrar aguas de uso no-
agrario y agrario, de acuerdo a los Planes de Cultivo y Riego aprobados, al Administrador Técnico del 
Distrito de Riego – ATDR. 
 
Posteriormente, el Decreto Legislativo 1081, crea el SISTEMA NACIONAL HIDRICO, el cual fue 
reglamentado mediante el Decreto Supremo 021 de 2008. Este sistema tiene por objetivo articular el 
accionar del estado en la gestión integrada y multisectorial, el aprovechamiento sostenible y e 
incremento del recursos hídrico. Para ello, deberá formularse una Política y Estrategia Nacional del 
Recurso Hídrico, en todos los niveles del gobierno, con participación de los usuarios y operadores.  
 
Así mismo, se crea la Autoridad Nacional del Agua, que es actualmente la directamente responsable de 




                                                                                                                                                              
riesgos y mitigación de impactos de los eventos extremos, (e) Desarrollo de capacidades y cultura del agua, (f) Sistema de información de los 
recursos hídricos. 
9 La ENGRH a que hacemos referencia, fue difundida y sigue tomándose como referencia de un importante trabajo multisectorial, pero no ha 
sido aprobada por disposición legal alguna.  Se espera la aprobación legal de una versión actualizada de la misma por parte de la Autoridad 








































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































4.1. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS AMBIENTALES 
HIDRICOS. 
  
La Constitución Boliviana de 1967, recogida en su última modificación por la Ley 2650 de 2004, atribuye 
a determinados bienes, la condición de bienes de dominio originario del Estado, incluyendo los suelos, el 
subsuelo, las aguas lacustres, fluviales y medicinales,  y las fuerzas y elementos físicos susceptibles de ser 
aprovechados. 
 
En efecto, según el artículo 136 de la Carta Política, “Son de dominio originario del Estado, además de los 
bienes a los que la Ley les da esa calidad, el suelo y el subsuelo con todas sus riquezas naturales, las 
aguas lacustres, fluviales y medicinales, así como los elementos y fuerzas físicas susceptibles de 
aprovechamiento”. Según la misma Carta, “La Ley establecerá las condiciones de este dominio, así como 
las de su concesión y adjudicación a los particulares”. 
 
Por su parte, el artículo 170 de la misma Carta Magna dispone que “El Estado regulará el régimen de 
explotación de los recursos naturales renovables precautelando su conservación e incremento”, pudiendo 
ser justamente uno de los mecanismos eventuales para su incremento, en el caso del agua, la generación 
y pago de servicios ambientales. 
 
Por su parte, el artículo 136 del Código Civil Boliviano dispone que “Las aguas que caen y se recogen en 
un fundo, así como las que brotan en él, natural o artificialmente, pertenecen al dueño del fundo, quien 
puede utilizarlas, salvo los derechos adquiridos por terceros”, disposición que contraviene lo expresado 
por el artículo 136 de la Carta Política, que le atribuye al recurso hídrico la condición de bien de dominio 
originario del Estado. 
 
- La Ley del Medio Ambiente 
 
La Ley 1333 de 1992, o Ley del Medio Ambiente, reitera en su artículo 36 el carácter de bien de dominio 
originario del agua, al señalar que “Las aguas en todos sus estados son de dominio originario del Estado y 
constituyen un recurso natural básico para todos los procesos vitales. Su utilización tiene relación e 
impacto en todos los sectores vinculados al desarrollo, por lo que su protección y conservación es tarea 
fundamental del Estado y la sociedad”.  
 
Por su parte el artículo 37 de la misma Ley, a propósito de la planificación del recurso, señala que 
“Constituye prioridad nacional la planificación, protección y conservación de las aguas  en todos sus 
estados y el manejo integral y control de las cuencas donde nacen o se encuentran las mismas”. 
 
El artículo 38 prioriza acciones para asegurar la oferta permanente de agua, precisando que “El Estado 
promoverá la planificación, el uso y aprovechamiento integral de las aguas, para beneficio de la 
comunidad nacional con el propósito de asegurar su disponibilidad permanente, priorizando acciones a 
fin de garantizar agua de consumo para toda la población”(Subrayado fuera de texto). 
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Especial importancia reviste la previsión del artículo 51 de la misma Ley, a cuyo tenor se declara “… de 
necesidad pública la ejecución de los planes de forestación y agroforestación en el territorio nacional, con 
fines de recuperación de suelos, protección de cuencas, producción de leña, carbón vegetal, uso comercial 
e industrial y otras actividades específicas”, lo que vincula la actividad forestal protectora al 
mantenimiento y protección de cuencas. 
 
En cuanto a la generación de incentivos, el artículo 90 señala que “El Estado a través de sus organismos 
competentes establecerá mecanismos de fomento e incentivo para todas aquellas actividades públicas 
y/o privadas de protección industrial, agropecuaria, minera, forestal y de otra índole, que incorporen 
tecnologías y procesos orientados a lograr la protección del medio ambiente y el desarrollo sostenible”, lo 
que puede constituir una base legal para el diseño de esquemas de PSA, al igual que la previno del 
artículo 91, según la cual “Los programas, planes y proyectos  de participación a realizarse por 
organismos nacionales, públicos y/o privados, deben ser objeto de incentivos arancelarios, fiscales o de 
otra índole creados por Leyes especiales”. 
 
- El Reglamento General de Gestión Ambiental 
 
El Reglamento General de Gestión Ambiental incorpora en su artículo 3º una mención fundamental al 
alcance de la gestión ambiental, precisando que esta envuelve entre otras, “la administración de 
recursos económicos y financieros” y “el establecimiento de instrumentos e incentivos”. 
 
Ahora bien, el mismo reglamento prevé la incorporación en las cuentas patrimoniales del Estado, de los 
recursos naturales renovables, al señalar en su artículo 44 que “El Ministerio de Hacienda debe 
incorporar al Sistema Nacional de Cuentas Nacionales el patrimonio natural existente en todo el territorio 
nacional y mantener y actualizar dichas cuentas, a cuyo efecto contará con la información oficial que le 
proporcione el Sistema de Información Ambiental”. Siendo base para ello, el Informe Nacional sobre el 
Estado del Ambiente, que según el artículo 45 del mismo reglamento, “… se constituye en la información 
base para la valoración del patrimonio natural y su incorporación a las cuentas nacionales”, para lo cual 
deben ser tenidos en cuenta los siguientes aspectos: “a) estimación cuantitativa de los recursos 
naturales; b) estadísticas que muestren la evolución y modificación de los recursos naturales;  c) 
zonificación y ubicación;  d) registros que permitan configurar la oferta de recursos naturales disponibles 
en relación con los sistemas de aprovechamiento, los cuales deberán referirse a horizontes temporales”. 
 
Sobre los incentivos a la gestión ambiental, el artículo 88 del reglamento precisa que “Se consideran 
incentivos a las acciones de fomento que puedan decidir el Estado, las personas naturales, colectivas, 
públicas o privadas, para que se ejecuten programas de prevención y control de la contaminación 
ambiental a través de sistemas de concesiones o de subsidios directos, de incentivos tributarios, de 
subsidios al costo de financiamiento de inversiones en tecnologías ambientalmente sanas, o de otros 
sistemas que se establezcan”; como se aprecia, la definición de incentivos se refiere mas a la 
reconversión tecnológica o la producción mas limpia, pero no a las acciones de conservación que 
aseguren la oferta de servicios ambientales. 
 
- La Ley Forestal 
 
La Ley Forestal por su parte (Ley 1700) define dentro de sus objetivos, los de “la protección y 
rehabilitación de las cuencas hidrográficas, así como la prevención y el freno de la erosión de la tierra y la 
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degradación de los bosques, praderas, suelos y aguas”. A pesar de tratarse de un instrumento de 
regulación claramente orientado a la explotación económica del bosque y el establecimiento de 
plantaciones, esta Ley se refiere a los servicios ecológicos o ambientales, al señalar en su artículo 13 que 
son tierras de protección, “… aquellas con cobertura vegetal o sin ella que por su grado de vulnerabilidad 
a la degradación y/o los servicios ecológicos que prestan a la cuenca hidrográfica o a fines específicos, o 
por interés social o iniciativa privada, no son susceptibles de aprovechamiento agropecuario ni forestal, 
limitándose al aprovechamiento hidroenergético, fines recreacionales, de investigación, educación y 
cualquier otro uso indirecto no consuntivo. Las masas forestales protectoras que son del dominio del 
Estado serán declaradas y delimitadas como bosques de protección. Por iniciativa privada podrán 
establecerse reservas privadas del patrimonio natural que gozan de todas las seguridades jurídicas de las 
tierras de protección”. (Subrayado fuera de texto). 
 
En todo caso, lo previsto en esta norma supone que la delimitación de tierras de protección debe estar 
precedida de una valoración de la real capacidad de oferta de servicios ecológicos que estas tierras 
tienen, aunque esta previsión no se encuentra expresamente consignada en el texto legal, que alude a 
estas tierras como servidumbres perpetuas. 
 
4.2. POLITICAS PÚBLICAS Y MARCO INSTITUCIONAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS 
AMBIENTALES HIDRICOS  
 
En Bolivia actualmente existen documentos de política pública relacionados con: i) La Gestión Integral de 
los Bosques, ii) Desarrollo Integral de la Coca, iii) Soberanía y Seguridad Alimentaria y iv) Nueva Política 
de Tierras, en los cuales no se hace referencia de manera directa o indirecta con los servicios 
ambientales hídricos.  
 
En relación con el marco institucional y con las competencias en materia forestal, la Ley 1700, determinó 
un modelo institucional sistémico, distribuyendo competencias entre los Ministerios, prefecturas 
municipalidades, la superintendencia forestal y el FONABOSQUE. 
 
Al Ministerio de Desarrollo Sostenible, se le atribuyó la calidad de órgano rector normativo técnico. Al 
Ministerio de Desarrollo Económico, la categoría de promotor de los mercados forestales internos y 
externos; a las prefecturas departamentales, la función de coadyuvar y ejecutoras de las políticas 
forestales departamentales y a las municipalidades, y de  apoyo a las Agrupaciones Sociales del Lugar. 
 
La Superintendencia Forestal, es el órgano regulador y controlador de las actividades forestales y 
corresponde al FONABOSQUE, la competencia de financiar las actividades forestales sostenibles. 
 
Posteriormente, en el año 2006, el Ministerio de Desarrollo Rural, Agropecuario, y Medio Ambiente, 
asumió las funciones forestales la entidad del poder ejecutivo creada para erradicar la pobreza, 
promover el Desarrollo Humano Integral y transformar las condiciones de vida de las comunidades 
campesinas, pueblos indígenas, originarios y pequeños productores en el marco de la soberanía, 
dignidad y equidad para “vivir bien”; a través de la formulación, ejecución y evaluación de políticas, 
programas, proyectos y servicios de desarrollo rural, agropecuario e integral de la coca; manejo forestal, 
biodiversidad y distribución de la Tierra. 
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Como consecuencia de la reestructuración del Poder Ejecutivo, el Viceministerio de Recursos Naturales y 
Medio Ambiente, paso a depender del Ministerio de Desarrollo Rural, Agropecuario y Medio Ambiente, 
con la nueva denominación de Viceministerio de Biodiversidad, Recursos Forestales y Medio Ambiente 
(VBRFMA), de conformidad a lo establecido en el D.S. 28631 de 08 de marzo de 2006, que reglamenta la 
Ley de Organización del Poder Ejecutivo. 
 
El mencionado Decreto Supremo en su artículo 72 establece como funciones del Viceministerio de 
Biodiversidad, Recursos Forestales y Medio Ambiente, entre otras, formular y ejecutar planes y políticas 
tendientes a la protección y preservación de la biodiversidad, recursos forestales y medio ambiente. 
 
Por otro lado, en enero de 2008, se creó el Ministerio del Agua, con la finalidad de contar con una 
institucionalidad y ordenamiento jurídico que consolide una política nacional que permita que los 
recursos hídricos, tengan un acceso social para fines de consumo y productivos. 
 
El Ministerio cuenta con tres viceministerios: i) de Servicios Básicos, ii) Cuencas y Recursos Hídricos y iii) 
Riego.  
Las funciones generales del Ministerio de Agua son: 
 
- Promover y coordinar la elaboración de un ordenamiento jurídico para la gestión integral, 
participativa y sostenible de los recursos hídricos. 
- Realizar una planificación estratégica que oriente los procesos, coordine acciones, articule 
sectores e involucre a actores para el uso, aprovechamiento, manejo y conservación de los 
recursos hídricos en el país. 
- Promover acciones que permitan reducir los impactos de los eventos climáticos extremos y del 
cambio climático mundial, así como la degradación de las cuencas. 
- Coadyuvar a la protección de la calidad de los recursos hídricos. 
 
Adicionalmente, cuenta con un Consejo Interinstitucional del Agua, que se constituye como una 
plataforma de instituciones públicas y privadas, así como de centros de investigación universitaria, 
involucradas en la temática del agua, que trabaja desde el 2002, orientada a promover la construcción 
concertada de políticas publicas en el manejo y gestión sustentable del recurso agua y sus servicios. Es el 
encargado de la formulación de la Política Nacional de Recursos hídricos, la Estrategia Nacional de 
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5. VENEZUELA 
5.1. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS AMBIENTALES 
HIDRICOS  
 
La Constitución Política de la República Bolivariana de Venezuela reconoce como la mayor parte de 
constituciones nacionales de la Región, el atributo patrimonial de pertenencia al patrimonio de la Nación 
del recurso hídrico. En efecto, según el artículo 11 de la Carta Política, “La soberanía plena de la 
República se ejerce en los espacios continental e insular, lacustre y fluvial, mar territorial, áreas marinas 
interiores, históricas y viales y las comprendidas dentro de las líneas de base recta que ha adoptado o 
adopte la República; el suelo y el subsuelo de éstos, el espacio aéreo continental, insular y marítimo y los 
recursos que en ellos se encuentran, incluidos los genéticos, los de las especies migratorias, sus productos 
derivados y los correspondientes intangibles que por causas naturales allí se encuentren.”. 
 
Por su parte, el artículo 127 menciona los denominados derechos ambientales, y el artículo 129 en su 
segundo inciso, expresa que “En los contratos que la República celebre con personas naturales o 
jurídicas, nacionales o extranjeras, o en los permisos que se otorguen, que involucren los recursos 
naturales, se considerará incluida aún cuando no estuviera expresa, la obligación de conservar el 
equilibrio ecológico, de permitir el acceso a la tecnología y la transferencia de la misma en condiciones 
mutuamente convenidas y de restablecer el ambiente a su estado natural si éste resultara alterado, en 
los términos que fije la ley.”. 
 
Ahora bien, el artículo 304 de la Carta define los atributos del recurso hídrico de manera específica al 
señalar que “Todas las aguas son bienes de dominio público de la Nación, insustituibles para la vida y el 
desarrollo. La ley establecerá las disposiciones necesarias a fin de garantizar su protección, 
aprovechamiento y recuperación, respetando las fases del ciclo hidrológico y los criterios de ordenación 
del territorio”. (Subrayado fuera de texto). 
 
- Ley Forestal de Suelo y Aguas y Ley General del Ambiente 
 
Por su parte, la Ley Forestal de Suelos y Aguas,  declara de utilidad pública la protección de las cuencas 
hidrográficas, las corrientes y caídas de agua; define categorías de áreas protegidas y señala los 
mecanismos de control para el aprovechamiento, incorporando la participación ciudadana a través de la 
figura de los jurados de agua. Sobre el repoblamiento forestal en predios de propiedad privada, la norma 
señala en su artículo 41 que “Artículo 41. El Ministerio de Agricultura y Cría deberá ordenar labores de 
repoblación forestal en terrenos de propiedad privada, ubicados en zonas críticas declaradas como 
protectoras. En tales casos los propietarios quedan obligados a ejecutarlas a sus propias expensas, de 
acuerdo con normas técnicas y en el plazo fijado prudencialmente en la Resolución respectiva .(…) En 
aquellos casos en que las condiciones económicas del propietario lo ameriten, el Ministerio de Agricultura 
y Cría le proporcionará ayuda técnica y financiera” (Subrayado fuera de texto). 
 
La Ley Orgánica del Ambiente en su artículo 7º, define los alcances del Plan Nacional de Conservación, 
Defensa y Mejoramiento Ambiental, el cual deberá contener entre otros aspectos, “Los objetivos y 
medidas de instrumentación que se consideren favorables a la conservación, defensa y mejoramiento del 
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ambiente”; a nuestro juicio, dentro de estas medidas, bien podrían generar esquemas de incentivos para 
la conservación de los SAH. 
 
Así mismo, la Ley Orgánica para la Planificación y gestión de la Ordenación del Territorio plantea en su 
artículo 7º como uno de los objetivos de la ordenación del territorio, “Incentivar la conservación y uso 
sustentable de los recursos naturales”. 
 
- Normas sobre Regulación y el Control del Aprovechamiento de los Recursos Hídricos 
 
Otra norma fundamental en el diseño de esquemas de PSA a tener en consideración el Decreto 1400 de 
1997, contentivo de las Normas sobre la Regulación y el Control del Aprovechamiento de los Recursos 
Hídricos. Según el artículo 2º de este decreto, “…, la conservación y el racional aprovechamiento de los 
recursos hídricos, comprende todas aquellas acciones destinadas a compatibilizar la oferta de recursos 
hídricos con las demandas actuales, sin comprometer la posibilidad de satisfacer las necesidades de las 
generaciones futuras y garantizando una mejor calidad de vida de la población.”  (subrayado fuera de 
texto), en este sentido, esta reglamentación le apunta a asegurar el equilibrio adecuado entre la oferta y 
la demanda del recurso. 
 
Según este reglamento, el Sistema Nacional de Planes de Aprovechamiento de los Recursos Hídricos, 
está conformado por un Plan Nacional y por Planes Regionales de Aprovechamiento del recurso, cuya 
elaboración, aprobación y control, se rige por las disposiciones establecidas a tales efectos en la Ley 
Orgánica para la Ordenación del Territorio.  
 
El artículo 8º del Decreto prevé que “El Plan Nacional de Aprovechamiento de los Recursos Hídricos, fijará 
las estrategias nacionales y regionales que permitan conocer la cantidad, calidad, ubicación, potencial 
energético de los recursos hídricos y cualquier otra característica necesaria; establecerá el balance de 
demanda y disponibilidad, contemplando las necesidades actuales y futuras del país; determinará los 
usos y prioridades a los que deben ser destinados los volúmenes de agua disponibles, de acuerdo con los 
objetivos de la ordenación del territorio; fijará bases para la protección contra los efectos perjudiciales de 
las aguas, tanto en las áreas urbanas como en las rurales; establecerá las medidas para proteger las 
aguas y reconocerá el valor del agua.” (Subrayado fuera de texto). De lo anterior se resalta el valor del 
agua en si misma, que permitirá diseñar esquemas de PSA acordes con el proceso previo de valoración 
del recurso. 
 
El artículo 14 del Decreto por su parte, define las funciones del Consejo Nacional de Planificación de los 
Recursos Hídricos, dentro de las cuales menciona la de “Recomendar los criterios técnicos y el 
establecimiento de políticas para el reconocimiento del valor del agua”; por su parte, el artículo 28 del 
mismo Decreto, crea un instrumento concreto de carácter económico asociado al uso del recurso, al 
precisar que “En las concesiones a título oneroso, el interesado cancelará al Fisco Nacional un canon por 
el aprovechamiento del recurso, calculado en base a la cantidad del recurso a aprovechar, su escasez 
relativa en el lugar donde se realizará el aprovechamiento, su calidad, la variabilidad de su régimen y su 
energía potencial”.  Es decir, que en Venezuela, el cobro por el agua está asociado a la concesión del 
recurso hídrico a un particular, quien paga al Estado un canon por dicho aprovechamiento calculado 
como el valor del recurso.  A diferencia de las tasas por el uso del agua de Colombia y Ecuador (en la 
propuesta de Ley del Agua) en donde el cobro se realiza para el mantenimiento del recurso, en 
Venezuela el cobro está asociado a la retribución de un particular por la concesión que le da el estado de 
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un recurso que genera valor económico.  Por lo tanto, en el caso de Venezuela, no es tan claro poder 
utilizar el canon para la conservación de la cuenca.  
 
- Ley de Biodiversidad 
 
Por su parte, la Ley de Biodiversidad plantea la necesidad de estimular o incentivar acciones de 
conservación de los elementos que integran la biodiversidad, incluyendo algunos crediticios, económicos 
y tributarios. 
 
En primer lugar, vale la pena mencionar que el parágrafo del artículo 2º de la Ley señala que “Se declara 
de utilidad pública la conservación y el uso sustentable de la diversidad biológica, su restauración, el 
mantenimiento de los procesos esenciales y de los servicios ambientales que estos prestan” (subrayado 
fuera de texto). 
 
La visión de la Ley de Biodiversidad sobre esta y los ecosistemas, es netamente patrimonial, es decir, se 
percibe la diversidad biológica como un conjunto de bienes que integran un elemento fundamental del 
patrimonio nacional por su potencial para ser aprovechados. 
 
El artículo 17 de la Ley, al precisar los objetivos de la Estrategia Nacional de Diversidad Biológica 
menciona el de “Establecer los mecanismos para la valoración económica de la diversidad biológica y su 
integración progresiva a las cuentas nacionales”. Consistente con esta finalidad, la Ley incorpora un 
Título (V) dedicado a la identificación y valoración económica de la diversidad biológica, dentro del cual, 
el capítulo III se dedica a los estímulos económicos y fiscales. 
 
En efecto, el artículo 63 de la Ley establece que “El Ejecutivo Nacional estimulará e incentivará las 
actividades dirigidas a la protección y uso sustentable de la diversidad biológica y de los recursos 
genéticos, con la participación y colaboración de los demás órganos del Poder Público y de la sociedad 
civil. Asimismo, establecerá, de conformidad con las condiciones establecidas en esta Ley, un sistema de 
estímulos e incentivos tributarios, crediticios y económicos y los mecanismos de supervisión y control de 
las modalidades que se derivan de tal cooperación”. 
 
En cuanto a la retribución de los servicios ambientales derivados de la biodiversidad, el artículo 64 
plantea que “La conservación de la diversidad biológica en sus condiciones naturales y los servicios 
ambientales que de ellos se derivan causarán derechos compensatorios a los municipios y comunidades 
que la mantengan y, El Ejecutivo Nacional, previa comprobación, lo retribuirá económicamente de 
manera equitativa”. 
 
El artículo 66 de la Ley, lista los incentivos crediticios y tributarios aplicables de acuerdo a la norma, a 
saber: 
 
o Colocación de parte de la cartera crediticia agrícola, dedicada a actividades de 
conservación, investigación y uso sustentable de la diversidad biológica. 
 
o Disfrutar de la misma tasa de interés bancario preferencial en la cartera crediticia 
disponible para este ramo. 
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o Exoneración del cincuenta por ciento (50%) del pago del Impuesto sobre la Renta, a las 
personas naturales o jurídicas que ejecuten programas o proyectos específicos de 
restauración de hábitats degradados y relevantes para el país, o restauración de especies 
en peligro de extinción, vulnerables, raras o endémicas. 
 
De igual forma, el artículo 65 describe los requisitos que deben cumplir los beneficiarios para acceder a 
estos incentivos: 
 
o Ser propietarios de predios que conserven de manera sustentable la diversidad biológica 
natural y sus componentes. 
o Ser usuario u operador ambiental por la realización de actividades tendientes a la 
restauración de hábitat y especies animales y vegetales, en ambientes tradicionalmente 
degradados. 
o Ser usuario u operador ambiental que realice sus actividades utilizando métodos no 
degradantes ni contaminantes o con el uso de energía renovable, no dañina a los 
procesos ecológicos o biológicos esenciales. 
o Ser ejecutores de programas de: conservación de especies en peligro de extinción, 
vulnerables, raras o endémicas, o de programas de restauración de hábitats degradados 
de relevancia para el país, tales como morichales, manglares, bosques de galería, 
ecosistemas marinos y coralinos. 
o Ser usuario de los productos del bosque, tanto primario como secundario, valiéndose de 
técnicas con un carácter probadamente sustentable, que no causen daños a la diversidad 
biológica y sus componentes. 
 
En consecuencia, para el caso de la Biodiversidad, en la Ley establece que la conservación de la 
biodiversidad causa derechos compensatorios a los municipios y a las comunidades, y que dichos 
derechos son retribuidos por el Estado económicamente.  Aunque los incentivos corresponden a 
exenciones del impuesto de renta y créditos blandos, el reconocimiento del derecho compensatorio por 
la conservación de la biodiversidad se constituye en uno de los elementos legales mas avanzados 
relacionados con los servicios ambientales de la región. 
    
• Ley  de Bosques y Gestión Forestal (No 6070 de 2008 Decreto de Fuerza de Ley): 
 
Las disposiciones de este decreto ley, se aplican en relación con los ecosistemas y recursos naturales que 
integran el patrimonio forestal del país, a los bienes y servicios que de éstos se deriven, así como a las 
gestión orientada a su conservación y desarrollo forestal sustentable. 
 
Se declaran así mismo, de interés público, el ejercicio de las competencias o atribuciones de los órganos 
o entes del poder público relacionados, entre otras, con la inclusión y participación de la ciudadanía en la 
gestión de los bosques, así como la promoción y difusión de los valores de los bosques venezolanos. 
 
Por otro lado, se asigna al Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de Comercialización 
de Bienes y Servicios, las funciones relacionadas con el fomento y diversificación nacional de bienes y 
servicios derivados del bosque. Esta función deberá ser ejercida, asegurando la inclusión, participación e 
incorporación de las comunidades organizadas. 
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El Decreto con Fuerza de Ley, contiene un capitulo sobre incentivos económicos y fiscales. Estos se 
otorgarán a las personas naturales, jurídicas o comunidades organizadas que ejecuten actividades y 
proyectos orientados a la conservación, uso sostenible, protección, recuperación, fomento y 
mejoramiento de los bosques y demás componentes del patrimonio forestal. 
 
Entre los incentivos fiscales se establecen, exoneraciones tributarias por un periodo de hasta siete años, 
del pago del impuesto de renta, impuesto de valor agregado, impuesto de importaciones, tasas de 
timbre fiscal por servicios técnicos forestales, cuando se trate de impulsar o favorecer actividades 
fundamentales para la conservación y el desarrollo forestal sustentable. 
 
Igualmente, se puede exonerar del pago total o parcial de la participación fiscal que corresponde a la 
Nación, a quienes ejecuten planes de manejo forestal en bosques nativos como estrategia para fomentar 
iniciativas para la conservación de los bosques. 
 
Es fundamental resaltar, que la Ley de Bosques, en el artículo 106, establece el PAGO DE SERVICIOS 
AMBIENTALES DE CONSERVACIÓN DEL PATRIMONIO FORESTAL, el cual podrá ser acordado por el 
Ministerio del Poder  Popular con competencias en medio ambiente, a través de normas técnicas con las 
comunidades organizadas involucradas en proyectos de conservación del patrimonio forestal que 
generen un beneficio colectivo, favoreciendo la prestación de servicios públicos o contribuyendo al 
equilibrio ecológico y mejoramiento de la calidad de vida a nivel nacional. 
 
Este Decreto con Fuerza de Ley, tiene un proyecto de reglamentación, en el cual se incluye una 
definición de servicios del bosque, así: “conjunto de funciones ecológicas y ambientales que realizan los 
bosques para su beneficio colectivo”. 
 
Teniendo ya definido en la Ley Forestal, la competencia tanto del Ministerio con Poder Popular en Bienes 
y Servicios como del de Ambiente, en materia de promoción e implementación de estos esquemas, vale 
la pena aprovechar el espacio de este proyecto de reglamentación, para incluir las normas mínimas que 
aseguren la implementación de esquemas de PSA con seguridad jurídica. 
 
En consecuencia, con la Ley de Bosques y de Gestión Forestal de Venezuela, se reconoce explícitamente 
el Pago por los Servicios Ambientales de conservación del patrimonio forestal y se le asigna al Estado a 
través del Ministerio de Ambiente, la ejecución de dichos esquemas con las comunidades organizadas a 
través de normas técnicas.  
 
5.2. POLITICAS PÚBLICAS Y MARCO INSTITUCIONAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS 
AMBIENTALES HIDRICOS  
 
El Presidente de la República Bolivariana de Venezuela  en Consejo de Ministros, ejerce la suprema 
dirección de la política nacional ambiental. El Ministerio de Poder Popular para el Ambiente es la 
Autoridad Nacional Ambiental y órgano rector, responsable de formular, planificar, dirigir, ejecutar, 
coordinar, controlar y evaluar las políticas, planes, programas, proyectos y actividades estratégicas para 
la gestión del ambiente. 
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Los órganos del Poder Público Nacional, Estadal y Municipal, también tienen atribuciones 
constitucionales y legales en materia ambiental, y las deben desarrollar de manera coordinada, armónica 
y con sujeción a la directrices de la política nacional ambiental. Los estados y municipios pueden 
desarrollar normas ambientales estadales o locales, según sea el caso, en las materias de su competencia 
exclusiva  atendiendo a los principios de interdependencia, coordinación, cooperación, 
corresponsabilidad y subsidiariedad y a las particulares características ambientales de cada región. 
 
El título VIII de la Ley Orgánica del Ambiente contempla que el Estado puede establecer incentivos 
económicos y fiscales que se otorgarán a las personas naturales y jurídicas que efectúen inversiones para 
conservar el ambiente a fin de garantizar el desarrollo sustentable.  Los incentivos económicos se 
dirigen, entre otros, a “promover …  sistemas de gestión ambiental y prácticas conservacionistas…y 
establecer programas y proyectos de reforestación y aforestación”. 
 
Así mismo, la Ley también establece que el Estado “promoverá el establecimiento de incentivos y, 
reconocimientos a los esfuerzos emprendidos por la población, en forma colectiva o particular, relativa a 
la generación de información orientada a la conservación de un ambiente sano, seguro y ecológicamente 
equilibrado.”  El establecimiento de incentivos económicos y fiscales también lo pueden ejercer las 
autoridades estadales o municipales. 
 
En consecuencia, Venezuela contempla la posibilidad de establecer incentivos económicos y fiscales 
dirigidos a la conservación del medio ambiente, la reforestación o la gestión ambiental, ya se de forma 
individual o colectiva. Teniendo en cuenta su naturaleza federal, dichos incentivos pueden ser 
establecidos por las autoridades nacionales, estadales o municipales. 
 
De otra parte el Plan Nacional de los Recursos Hídricos nace como una  necesidad de la Nación en el año 
2007 para  identificar, ordenar y cuantificar la cantidad y   calidad de las aguas, superficiales y 
subterráneas, y  hacer la prospección del recurso agua  en el corto, mediano y largo  plazo. Entre sus 
objetivos se plantean: a) Conservación de las fuentes de abastecimiento; b) Uso racional y sostenible del 
agua; c) Cubrir las necesidades actuales y futuras de agua; d) Realizar un manejo y aprovechamiento 
racional y sostenible; e) Recuperación de cuerpos de agua ,cuencas hidrografitas, y ambientes 
degradados; f) Recabar producir, y disponer datos, información y conocimientos para el procesamiento y 

































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































6.1. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS AMBIENTALES 
HIDRICOS  
 
La Constitución Política de Chile de 1980 contiene en su artículo 19 una larga lista de derechos en cabeza 
de los Chilenos, dentro de los cuales vale la pena destacar el derecho de dominio o propiedad, Frente a 
las aguas, esta norma precisa que “Los derechos de los particulares sobre las aguas, reconocidos o 
constituidos en conformidad a la ley, otorgarán a sus titulares la propiedad sobre ellos”, de igual forma, 
precisa que dentro de la función social de la propiedad se encuentra comprendida “la conservación del 
patrimonio ambiental”. 
 
- El Código de Aguas Chileno 
 
Las principales disposiciones Chilenas relacionadas con el recurso hídrico se encuentran contenidas en el 
Código de Aguas, expedido en 1981 y recientemente modificado por la Ley 20.017 de 2005 y por la Ley 
20099 de 2006. La principal característica de este Código, es que regula el acceso y derecho al uso del 
recurso hídrico bajo la modalidad de un verdadero mercado de aguas, amparado en el hecho de que 
como lo hemos visto anteriormente, el agua en Chile es un bien susceptible de apropiación por los 
particulares, respecto del cual pueden ejercer el derecho de propiedad privada con todos los atributos 
que las mismas comporta. 
 
El Código de Aguas comprende una serie de normas que le dan un tratamiento netamente patrimonial al 
recurso hídrico, pero que no se aproxima en demasía a su conservación y planificación en el manejo y 
uso sostenible.  
 
Los derechos de aguas son prerrogativas de contenido patrimonial que pueden ser transadas de manera 
independiente al derecho real de propiedad sobre la tierra. En este sentido, el Código regula la forma en 
que opera este mercado de derechos sobre el recurso hídrico, incluyendo el registro de los mismos, y la 
conformación de asociaciones de usuarios y su alcance. 
 
En cuanto a los instrumentos económicos se refiere, debemos mencionar que en Chile no existen 
impuestos o tarifas que deban asumir quienes detentan derechos transables sobre el recurso hídrico, lo 
que sugiere la gratuidad del uso frente al Estado, mas no en las transacciones frente a los demás 
particulares en que se transfieren los derechos, en otras palabras, el uso del recurso es gratuito en 
relación con quien asegura la oferta del recurso hídrico (el Estado), pero el derecho a usar el agua tiene 
el costo que el mercado provee. Los derechos de agua pueden ser transados bajo dos tipos de 
operaciones: compraventas y arrendamientos o alquileres del derecho. 
 
El Código por demás incluye regulaciones sobre las sanciones, los procedimientos, la operatividad de los 
mercados de aguas, la forma de acceder a los derechos de aguas, las servidumbres de agua, las 
asociaciones de canalistas y juntas de vigilancia, las obras hidráulicas y la institucionalidad encargada de 
regular este complejo mercado de derechos hídricos. 
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La Ley 20.017 de 2005, que como hemos mencionado, introdujo ajustes al Código de Aguas, precisa en 
su artículo 129 bis 4 que “Los derechos de aprovechamiento no consuntivos de ejercicio permanente 
respecto de los cuales su titular no haya construido las obras señaladas en el inciso primero del artículo 
129 bis 9, estarán afectos, en la proporción no utilizada de sus respectivos caudales, al pago de una 
patente anual a beneficio fiscal…”; se trata de un recaudo a título de sanción por el no uso del derecho al 
uso del agua, en el caso de derechos de aprovechamiento no consuntivo, que buscan evitar la 
especulación que el mercado de aguas suscitó en el caso de estos aprovechamientos no consuntivos. En 
todo caso, el artículo 129 Bis 5 también prevé el mecanismo para usos consuntivos: “Los derechos de 
aprovechamiento consuntivos de ejercicio permanente, respecto de los cuales su titular no haya 
construido las obras señaladas en el inciso primero del artículo 129 bis 9, estarán afectos, en la 
proporción no utilizada de sus respectivos caudales medios, al pago de una patente anual a beneficio 
fiscal”. 
Según el artículo 129 bis 19 de la misma Ley, lo recaudado por concepto de esta patente se distribuye 
así: el 65%  a la porción del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que corresponda a la región en la que 
se encuentre asentado el registro del derecho, y el 10% de manera proporcional en las cuencas de las 
comunas en que sea competente el respectivo conservador de bienes raíces que lleva el registro.  La 
Dirección General de Aguas en Chile, es la autoridad encargada de gestionar el cobro de estas “patentes” 
de aguas; y la renuencia en el pago de la misma puede propiciar el remate de la parte no utilizada del 
derecho de aguas. 
 
- La propiedad y los derechos de aprovechamiento 
 
Como lo hemos mencionado anteriormente, en Chile los derechos de los particulares sobre el recurso 
hídrico tienen una condición particular: En primer lugar, el agua es un bien de uso público, de acuerdo 
con el artículo 595 del Código Civil, reiterado por el artículo 5º del Código de Aguas, según el cual, “…las 
aguas son bienes nacionales de uso público y se otorga a los particulares el derecho de aprovechamiento 
de ellas en conformidad a las disposiciones del presente código…”. (Subrayado fuera de texto). 
 
En segundo lugar, la Constitución Política, como hemos mencionado, precisa en el numeral 24 de su 
artículo 19 que “…los derechos de los particulares sobre las aguas, reconocidos o constituidos en 
conformidad a la ley, otorgarán a sus titulares la propiedad sobre ellos” (Subrayado fuera de texto), en 
un contrasentido inédito en los ordenamientos jurídicos Latinoamericanos. 
 
El derecho de “propiedad” sobre las aguas no es otra cosa realmente que un derecho al 
aprovechamiento, que incorpora los atributos del uso y goce sobre el recurso, dotando del carácter de 
derecho real a esta prerrogativa, tal cual lo interpreta el artículo 6º del Código de Aguas al señalar que 
“El derecho de aprovechamiento es un derecho real que recae sobre las aguas y consiste en el uso y goce 
de ellas, con los requisitos y en conformidad a las reglas que prescribe este Código. El derecho de 
aprovechamiento sobre las aguas es de dominio de su titular, quien podrá usar, gozar y disponer de él en 
conformidad a la ley”. 
 
Ahora bien, según el artículo 20 del mismo Código, “El derecho de aprovechamiento se constituye 
originariamente por acto de autoridad. La posesión de los derechos así constituidos se adquiere por la 
competente inscripción”, lo que supone en todo caso la intervención y potestad de la administración 
pública para conceder u otorgar el derecho al aprovechamiento.  En todo caso, no se requiere la 
obtención de esta autorización para “…las aguas que corresponden a vertientes que nacen, corren y 
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mueren dentro de una misma heredad, como asimismo, sobre las aguas de lagos menores no navegables 
por buques de más de cien toneladas, de lagunas y pantanos situados dentro de una sola propiedad y en 
las cuales no existan derechos de aprovechamiento constituidos a favor de terceros, a la fecha de 
vigencia de este Código”. 
 
Por último, a este respecto, es menester mencionar que no existe un criterio de priorización para el 
otorgamiento del derecho de aprovechamiento, lo que refuerza su condición de derecho real, que se 
ejerce sin respecto a terceros. A pesar de lo anterior, la Ley 20.017 incorporó algunas limitaciones tales 
como la salvaguarda del caudal ecológico. 
 
- La Legislación Forestal 
 
En Chile, el cuerpo normativo central que regula la actividad forestal es el Decreto Ley 701 de 1974. Este 
Decreto prevé beneficios a favor de aquellas personas naturales o jurídicas que realicen programas de 
forestación, o que participen en programas y actividades de recuperación de suelos degradados en 
cuencas hidrográficas, y quiénes mantengan y conserven en el tiempo sus bosques nativos, acceden a 
bonificaciones forestales entregadas por el Estado y también, a franquicias tributarias y formas 
especiales en la determinación de las rentas generadas por la actividad forestal. Estas características le 
han permitido a algunos autores afirmar que la “Legislación forestal  de Chile contiene un sistema de 
pago por servicios ambientales”10, soportados en los siguientes conceptos: 
 
• Los sistemas de PSA por definición también consideran para el caso de cuencas hidrográficas, la 
implementación de mecanismos de mercado para la compensación a los propietarios de tierras 
aguas arriba con la finalidad de mantener o modificar un uso particular del suelo que afecta la 
disponibilidad y/o la calidad del recurso hídrico, acciones que se dan en Chile, en primer lugar, 
en el sentido que desde el punto de vista jurídico existen derechos de agua y consecuentemente, 
no es fácil hacer utilización de este importante recurso, sin las autorizaciones y títulos 
correspondientes. Por otra parte, la misma legislación forestal vigente, en particular el D.L.No. 
701, de 1974 y la Ley de Bosques (año 1925) contienen disposiciones muy especiales que 
prohíben la corta o explotación de árboles y bosques nativos, en franjas de protección y cercanas 
a todo tipo de cuerpos y cursos de aguas, quedando en este caso los propietarios permanente o 
no.  
 
• Los sistemas de PSA compensan el incremento en la calidad y cantidad de los servicios 
ambientales y no constituye en si mismo un pago por los recursos ambientales. En la práctica y 
en relación a las características que presenta el D.L.No. 701 de 1974, tenemos que dicha 
legislación, indirectamente trata de una forma de aceptar la responsabilidad de la sociedad de 
Chile hacia el mantenimiento sustentable de los ecosistemas, por cuanto a través de la aplicación 
de sus disposiciones relacionadas al fomento forestal, el Estado al entregar directamente a los 
beneficiarios de la ley, pagos en dinero en efectivo a quienes foresten, a quienes realicen 
actividades de recuperación de suelos degradados por la vía de entrega de una bonificación 
                                                 






forestal, y por otra parte, dejar de cobrarles impuestos territoriales y otorgar franquicias en la 
determinación de la renta forestal lo que constituye un costo tributario, estaría realizando y 
otorgando incentivos tendientes a la creación de nuevos recursos forestales, la recuperación de 
los citados suelos y conservación de los recursos naturales. 
 
 
6.2. POLITICAS Y MARCO INSTITUCIONAL EXISTENTE EN RELACIÓN CON LOS SERVICIOS 
AMBIENTALES HIDRICOS. 
 
La gestión del agua en Chile está a cargo fundamentalmente de dos entidades encargadas de los asuntos 
ambientales y de las actividades asociadas directamente con la administración de los recursos hídricos 
respectivamente. 
    
La Comisión Nacional del Medio Ambiente, CONAMA, es la institución del Estado que tiene como misión 
velar por el derecho de la ciudadanía a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, la protección 
del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental. Es una 
institución de gobierno creada en 1994 por la Ley No. 19.300 de Bases Generales del Medio Ambiente. 
Esta Ley fue la primera que abordó el tema ambiental comprensivamente, contribuyendo a resolver los 
problemas ambientales que por décadas han afectado al país. CONAMA depende de la Ministra de 
Medio Ambiente, quien fija las políticas institucionales, y una de sus tareas es coordinar la gestión 
ambiental del Estado (ver estructura organizativa en la siguiente figura). Es una entidad desconcentrada 








La Ley de Bases Generales del Medio Ambiente establece como responsabilidad de CONAMA, actuar 
como un servicio de consulta, análisis, comunicación y coordinación en materias relacionadas con el 
medio ambiente. Además debe proponer al Presidente de la República, políticas para la gestión 
ambiental e informar sobre el cumplimiento de la legislación vigente. 
 
Adicionalmente, le corresponde financiar proyectos o actividades destinados a la protección o 
reparación del medio ambiente, la preservación de la naturaleza o la conservación del patrimonio 
ambiental, a través del Fondo de Protección Ambiental. Este Fondo es un instrumento creado por la Ley 
19.300 y administrado por la CONAMA.  
 
Es un fondo concursable cuyo propósito es financiar total o parcialmente proyectos o actividades 
orientados a la protección o reparación del medio ambiente, la preservación de la naturaleza o la 
conservación del patrimonio ambiental. El FPA está definido como un instrumento de participación 
esencialmente dirigido a organizaciones de base (territoriales y funcionales), que promueven nuevas y 
mejores relaciones entre distintos actores y su medio ambiente y busca contribuir a la responsabilidad 
ambiental a través del desarrollo de iniciativas ideadas por las propias organizaciones comunitarias. 
 
El FPA prioriza, para cada versión anual del concurso, diferentes temáticas. Para el XI Concurso 2008, las 
"Líneas Temáticas" a abordar son las que se desglosan a continuación:   
 
• Línea Temática No. 1: Cambio Climático: apoyar, promover e impulsar iniciativas y acciones que 
contribuyan a la prevención, disminución y reducción de gases de efecto invernadero; la 
adaptación a los efectos del cambio climático y la creación de capacidades y conciencia en torno 
al tema. 
 
• Línea Temática No. 2: Conservación de la Biodiversidad: impulsar proyectos específicos e 
innovadores, cuyos propósitos se concentren en torno a la obtención de resultados de 
conservación y uso sustentable del patrimonio natural de sitios con valor para la conservación de 
la biodiversidad. 
• Línea Temática No. 3: Educación Ambiental y Eficiencia Energética: promover e incentivar 
proyectos que contribuyan a difundir y generar acciones de educación ambiental y eficiencia 
energética que fortalezcan la relación comunidad-escuela a través del proceso de certificación 
ambiental de establecimientos educativos. 
 
Entre los proyectos financiables se destacan los que contribuyan al uso eficiente de la energía, energías 
renovables, manejo de residuos sólidos, reforestación, uso sustentable recurso hídrico y gestión de los 
riesgos naturales.  
 
En relación con políticas públicas ambientales, Chile cuenta desde 2003 con una Estrategia Nacional de 
Biodiversidad que plantea, entre otros objetivos, incentivar acciones que permitan demostrar el valor de 
la conservación de la biodiversidad y promover cambios de comportamiento y de toma de decisión de 
los actores económicos que ligados con el uso de la biodiversidad. Para los fines de este trabajo es 
particularmente importante destacar la línea de acción relacionada con la consolidación de los 
mecanismos de financiación requeridos para la conservación de la biodiversidad en donde se establece: 
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• Definir las condiciones necesarias para el establecimiento de un fondo para la conservación de la 
biodiversidad 
• Establecer mecanismos de exención tributaria y otros incentivos para donaciones con fines de 
conservación de la biodiversidad. 
• Crear las condiciones adecuadas para incluir las áreas de protección resultantes de las 
compensaciones del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental como medida para ampliar el 
Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas. 
• Estudiar y fomentar la creación de nuevos mecanismos para el financiamiento de la conservación 
tales como el pago por servicios ambientales de la biodiversidad y los derechos transables. 
• Fomentar la creación de acuerdos de cooperación público – privada para el financiamiento de la 
conservación. 
• Extender el régimen de exenciones tributarias que se defina para las donaciones con fines de 
conservación de la biodiversidad, a los aportes o donaciones que se efectúen al Fondo de 
Protección Ambiental. 
 
Igualmente, la Estrategia Nacional para la Conservación y Uso Racional de los Humedales en Chile 
adoptada  desde 2005, propone incentivos a las labores de conservación y uso racional de estos 
ecosistemas, mediante la generación de mecanismos que permitan entregar algún tipo de incentivo, sea 
de carácter económico o no, a las instancias del sector privado que efectúen una adecuada conservación 
y uso racional de aquellos humedales ubicados en terrenos de propiedad privada, que debe ser 
entendida como una medida global que favorecerá la conservación de este tipo de ambientes. 
 
De otra parte, le entidad encargada de la administración de los recursos hídrico en el país, es la Dirección 
General de Aguas (DGA), que  fue creada mediante la Ley No. 16.440 de 1967, Ley de Reforma Agraria, 
como servicio dependiente del Ministerio de Obras Públicas. La distribución de funciones entre sector 




De acuerdo a lo establecido por el Código de Aguas de 1981, la DGA es el órgano rector del Estado en 
materias de aguas terrestres (las marinas son competencia de DIRECTEMAR) y tiene a su cargo, entre 
otras, las siguientes funciones y atribuciones:  
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• Planificar el desarrollo del recurso en las fuentes naturales con el fin de formular 
recomendaciones para su aprovechamiento.  
• Investigar y medir el recurso hídrico, para lo cual deberá mantener el Servicio Hidrométrico 
Nacional.  
• Ejercer la policía y vigilancia de las aguas en los cauces naturales de uso público e impedir que en 
éstos se construyan, modifiquen o destruyan obras sin la autorización de Servicio o autoridad a 
quién corresponda.  
• Constituir originariamente el derecho de aprovechamiento de aguas superficiales y 
subterráneas. 
• Llevar el Catastro Público de Aguas, el cual está constituido por los archivos, registros e 
inventarios en los que se consignan todos los actos, antecedentes y estudios que dicen relación 
con el recurso hídrico. 
• Autorizar proyectos de modificaciones que se deseen efectuar en cauces naturales o artificiales 
(cambio de trazado, alteración o sustitución de obras de arte y construcción de nuevas obras).  
• Aprobar proyectos y autorizar la construcción de obras hidráulicas (embalses de capacidad 
superior a 50.000 m3 ó cuyo muro tenga más de 5 metros de altura; acueductos que conduzcan 
mas de 2 m3 /seg. y los que conduzcan más de ½ m3 que se proyecten próximos a zonas 
urbanas; además de los sifones y canoas que crucen cauces naturales.  
• Supervigilar el funcionamiento de las organizaciones de usuarios.  
 
La DGA formuló una Política de Aguas desde 1999, que esta basada en los siguientes aspectos 
fundamentales: 
 
• El agua está definida legalmente como un Bien Nacional de Uso Público, considerando que 
resulta esencial para la vida de sus habitantes, para el desarrollo económico - social de la Nación 
y el medio ambiente. Como tal corresponde al Estado asumir una tutela especial sobre las 
mismas, a través de las normas regulatorias que garanticen que el aprovechamiento de este 
recurso se efectúe en beneficio del desarrollo nacional y de la Sociedad en su conjunto. 
• El aprovechamiento del recurso debe realizarse de forma sustentable y asegurando la protección 
del medio ambiente asociado.  
• En la legislación chilena dicho derecho es un bien jurídico definido como un derecho real, cuyo 
titular puede usar, gozar y disponer de él, como cualquier otro bien susceptible de apropiación 
privada y tiene una protección jurídica similar. 
• El agua es un bien económico y como tal el sistema jurídico y económico que regula su uso debe 
propender a que sea utilizado eficientemente por los particulares y la Sociedad. Por ello, son 
aplicables a los recursos hídricos los principios de la economía de mercado, con las adaptaciones 
y correcciones que exigen las particularidades de los procesos hidrológicos y la naturaleza de 
dicho recurso natural. 
• Además, el derecho de aprovechamiento es un bien principal y ya no accesorio a la tierra o 
industria para los cuales hubiera estado destinada, de modo que se puede transferir libremente. 
• La política de aguas debe propender a la participación de los usuarios, de las organizaciones 
sociales y del ciudadano común en la gestión del recurso hídrico, reflejando de ese modo el 
carácter de bien social, económico, ambiental y cultural de los recursos hídricos; contribuyendo 
con ello al proceso de profundización democrática en la Sociedad. 
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• La política de aguas debe reconocer la complejidad y especificidad de los procesos hidrológicos, 
por lo cual sus proposiciones deben estar sólidamente basadas en el conocimiento científico 
técnico de los mismos. 
• Se basa en la aplicación de una economía de libre mercado, que busca entregar las decisiones de 
inversión y desarrollo a  la iniciativa privada; en el marco de mercados competitivos y sin 
distorsiones.  
• Cambiar la concepción de un Estado subsidiario, que no realiza aquellas tareas que pueden 
desarrollar los privados, y que orienta su acción a tareas reguladoras, de fomento y desarrollo, 
en aquellas áreas que los privados no pueden asumir; y de promoción de la equidad social, 
ámbito en el cual su papel resulta fundamental. 
 
De manera general, la distribución de funciones en relación con los recursos hídricos en Chile, se 




Entre las líneas de acción propuestas en esta Política, se destaca el hecho que el estatuto legal de los 
derechos de aprovechamiento de aguas en Chile y su libertad de transacción constituyen, en general, y 
según este instrumento, en un mecanismo adecuado para la reasignación del agua como bien económico 
y que la seguridad jurídica que se otorga a los derechos de agua tiene un impacto positivo en varios de 
los objetivos propuestos. Sin embargo, desde 1999 se consideró necesario modificar el Código de Aguas 
vigente desde 1981, en lo relacionado con los derechos de aprovechamiento, y se buscó corregir la 
forma de asignación original de los derechos de aprovechamiento, las distorsiones que el sistema actual 
ha producido y definir un procedimiento para abordar los requerimientos ambientales. 
 
Desde el punto de vista económico y de instrumentación financiera, la Política plantea “… una estrategia 
abierta que permita a la organización de cuencas establecer mecanismos de acceso a distintas fuentes de 
financiamiento, entre ellos, la tarificación, la recepción de cobros por multas de carácter ambiental y 
otros instrumentos de similar naturaleza, además de recibir recursos provenientes del presupuesto del 
sector público central, regional y municipal, y de créditos”. 
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Las principales modificaciones introducidas al Código de Aguas de 1981 en las Leyes No. 20.017 y 20.099 
de 2005 son el establecimiento del pago de una patente a los derechos de agua constituidos y cuyos 
dueños no los utilizan, incorporar la obligación de justificar la cantidad de agua que se solicita, de tal 
forma que exista concordancia entre los caudales pedidos y los fines invocados por el propio 
peticionario, facultar al estado para limitar o denegar una nueva solicitud de derecho de 
aprovechamiento cuando existan razones de bien común perfectamente identificadas, y garantizar que 
se respeten caudales mínimos ecológicos en la constitución de nuevos derechos.  
 
Durante el Gobierno actual de la República de Chile, se formuló en 2007, la Estrategia Nacional de 
Gestión Integrada de Cuencas Hidrográficas, como un mandato del Plan Nacional de Desarrollo 2006 – 
2010. Durante la fase de formulación se identificó que no existe una articulación adecuada entre los 
instrumentos asociados al agua, ambientales y administrativos (ver figura siguiente), que permitan 
realizar una gestión integral de estos recursos y por lo tanto la estrategia busca favorecer los usos 
múltiples y una visión integrada de las cuencas hidrográficas que evite la gestión sectorial y fragmentada 
de los recursos en las cuencas impuesta en el país durante muchos años. 
 
 
Fuente: Estrategia Nacional de Gestión Integrada de Cuencas Hidrográficas. CONAMA, 2008. 
 
El desarrollo de la Estrategia se propone de manera gradual, con una primera fase de implementación de 
proyectos piloto durante 24 meses y una segunda fase de réplica en cuencas priorizadas y 
establecimiento de un  régimen de manejo y administración. Durante la primera fase se busca establecer 
criterios de calidad y cantidad para la protección de los recursos hídricos que provean una adecuada 
protección a los ecosistemas en conjunto con el aprovechamiento sostenible de los recursos para 
diferentes usos, buscando coordinar fundamentalmente los instrumentos disponibles derivados de la Ley 
General del Medio Ambiente, el Código de Aguas y el Código Sanitario. 
 
La Estrategia de Cuencas, formalmente presentada en abril de 2008, propone a nivel nacional, constituir 
un Consejo Ministerial de Cuencas, organismo que tendrá por misión asesorar a la Presidenta de la 
República y establecer un marco de funcionamiento general de la gestión integrada de cuencas 
hidrográficas en nuestro país, conciliando los diversos intereses. Adicionalmente, se creará una 
Secretaría Técnica que tendrá como misión ser el ente operativo del Consejo Ministerial de Cuencas, 
dicha secretaria será integrada por la Dirección General de Aguas y la Comisión Nacional del Medio 
Ambiente.  
 
Complementariamente, la Estrategia propone, a nivel local, la creación de un Organismo de Cuenca, 
institución que tendrá como objetivo la gestión del recurso hídrico para satisfacer los usos prioritarios 
del mismo, y armonizar la adecuada protección de los ecosistemas con el desarrollo de las actividades. 
Los organismos de cuencas tendrán un carácter público privado y estarán integrados por los principales 
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agentes o actores vinculados al recurso hídrico a nivel territorial, representantes de los distintos usuarios 



































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































7.1. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL RELACIONADO CON LOS SERVICIOS AMBIENTALES HIDRICOS  
 
El Estado Argentino se organiza constitucionalmente como un modelo de democracia representativa 
republicana federal. En el que conviven varios niveles de Gobierno, a saber: la Nación, las provincias, los 
municipios  la ciudad autónoma de Buenos Aires; en este contexto, el Gobierno Federal (Nación) tiene 
competencias excepcionales, es decir, solo cuando el propio legislador lo haya dispuesto así, en lo 
demás, la competencia regulatoria general es de las provincias, de tal suerte que cada una de ellas 
cuenta con su propia constitución. 
 
Desde el punto de vista ambiental, en el marco de este arreglo institucional, la Nación dicta unas normas 
con estándares mínimos de protección, que son desarrolladas o complementadas por las provincias. 
Importante mención merece lo previsto en el artículo 124 de la Constitución Política, según el cual, las 
provincias son titulares del dominio originario sobre los recursos naturales renovables, y pueden dictar 
normas mas rigurosas en materia ambiental que las dictadas por el Congreso Nacional. 
 
La Ley General del Ambiente, 25.675 de 2002, incorpora unos “presupuestos mínimos” para el desarrollo 
sostenible y la protección de la biodiversidad.; esta Ley construye además la institucionalidad del Sistema 
Federal Ambiental encabezado por el COFEMA (Consejo Federal del Medio Ambiente).  
 
Otra instancia relevante en el diseño de política hídrica federal en Argentina es el COHIFE (Consejo 
Hídrico Federal), creado en 2003 mediante la firma de un Acta entre las provincias de las provincias de 
Catamarca, Chaco, Chubut, Corrientes, Córdoba, Entre Ríos, Forma, Misiones, Mendoza, Nación, 
Neuquén, La Rioja, La Pampa, Río Negro, Santiago del Estero, Santa Cruz, Santa Fe, San Juan, Salta, Tierra 
del Fuego y Tucumán. 
 
Otra norma importante en materia de gestión de los recursos hídricos es la Ley 25.688 de 2002, que fija 
el Régimen de Gestión Ambiental de Aguas, en ella se contienen “…los presupuestos mínimos 
ambientales, para la preservación de las aguas, su aprovechamiento y uso racional…”., sin embargo, cada 
Provincia posee su propio Código o Ley de Aguas, con sus propias y particulares reglas sobre el 
otorgamiento de autorizaciones para el uso del agua, etc. Los temas comunes abordados por estos 
cuerpos normativos son: usos comunes y especiales del recurso; permisos y concesiones de uso; pago de 
derechos de uso del agua pública; registro público y censo de las aguas, restricciones y limitaciones al 
dominio; régimen de fiscalización y control; prevención y control de la contaminación; o diferenciados, 
tales como: instrumentos de gestión ambiental como EIA; daño ambiental; relación entre el agua y los 
demás recursos naturales; fijación de criterios para la conservación integral del recurso; educación 
ambiental; planificación hídrica, ordenamiento territorial; acceso a la información; concepto de la cuenca 
como unidad de acción y de integridad, como unidad indivisible a los fines de su planificación; y 
mecanismos de coordinación para el uso múltiple de las aguas con los demás recursos naturales que 
integran una cuenca.  
 
Esta ley ha sido objeto de numerosas críticas y hasta de presentaciones judiciales impulsando la 
declaración de su inconstitucionalidad (Pinto, 2003  en Pochat V, 2005). La mayoría de las autoridades 
hídricas provinciales, con diferentes matices, coinciden en que la ley avanza sobre competencias 
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provinciales no delegadas a la Nación en materia de cuencas y de organización de Comités de Cuencas, 
como también en la gestión de los recursos naturales, el desarrollo de instituciones locales y la 
planificación, uso y gestión del agua (Petri, Rohrmann y Pilar, 2005 en Pochat V. 2005). 
 
Mención aparte merece la iniciativa interprovincial gestada en el marco de la firma de un Acuerdo 
Federal del Agua en 2003, suscrito entre varias provincias, la Ciudad de Buenos Aires y el Gobierno 
Federal. Este acuerdo se sustenta en la formulación de los “principios de Política Hídrica de la República 
Argentina”, que sustentarían la legislación federal, así como las provinciales. Este proceso aún no arroja 
resultados. 
 
En materia de cuencas, podemos mencionar la existencia de comisiones o consejos de cuenca 
interprovinciales, surgidos a partir de acuerdos entre las distintas provincias federadas, además, existen 
algunos acuerdos para el manejo conjunto o compartido de cuencas internacionales. 
 
Ahora bien, en relación con el régimen de dominio o propiedad sobre el recurso hídrico, debemos 
mencionar lo establecido por el artículo 2340 del Código Civil Argentino, según el cual, están 
comprendidos dentro de los bienes públicos, entre otros, “Los ríos, sus cauces, las demás aguas que 
corren por cauces naturales y toda otra agua que tenga o adquiera la aptitud de satisfacer usos de 
interés general, comprendiéndose las aguas subterráneas, sin perjuicio del ejercicio regular del derecho 
del propietario del fundo de extraer las aguas subterráneas en la medida de su interés y con sujeción a la 
reglamentación”, así como “Los lagos navegables y sus lechos”; de igual forma, el artículo 2349 establece 
que “El uso y goce de los lagos que no son navegables, pertenece a los propietarios ribereños”, y según el 
artículo 2350, “Las vertientes que nacen y mueren dentro de una misma heredad, pertenecen, en 
propiedad, uso y goce, al dueño de la heredad”, excepción al dominio público sobre las aguas que se 
reitera en varias legislaciones nacionales Latinoamericanas. 
 
A este respecto, vale la pena señalar que de acuerdo al artículo 2341, “Las personas particulares tienen el 
uso y goce de los bienes públicos del Estado o de los Estados, pero estarán sujetas a las disposiciones de 
este Código y a las ordenanzas generales o locales”, lo que supone una autorización por parte del Estado 
para hacer uso del recurso hídrico. En todo caso, debemos reiterar que constitucionalmente, los recursos 
naturales son de dominio de las provincias, por lo que el otorgamiento de autorizaciones para el uso y 
aprovechamiento del recurso hídrico, esta reglado íntegramente por las normas provinciales. 
 
En términos generales, los Códigos de Agua provinciales contemplan dos tipos de uso a ser autorizados: 
los comunes (en general usos domésticos) y los especiales o extraordinarios (abastecimiento de agua 
potable, uso agropecuario, uso industrial, uso recreativo, deportivo y de esparcimiento, etc). Los usos 
especiales se otorgan habitualmente mediante permisos o concesiones, siendo los permisos 
autorizaciones de carácter precario susceptibles de ser revocadas por la autoridad que las otorga. 
Algunas legislaciones provinciales prevén el pago de cánones por el uso del recurso hídrico (Ej. Buenos 
Aires). 
 
Por su parte, las concesiones son otorgadas mediante actos administrativos o leyes provinciales que 
otorgan el derecho subjetivo al uso de aguas públicas, usualmente con un término máximo de duración, 
y unas causales regladas de caducidad. También prevén algunas legislaciones provinciales “consorcios de 
usuarios”, que agrupan a varios usuarios de una misma fuente quienes pueden estar obligados a realizar 
y mantener las obras hidráulicas para la captación y conducción de las aguas. 
 77 
 
Con relación específica al manejo de cuencas, no existe aún un marco legislativo concertado de 
ordenamiento y gestión con el adecuado respaldo legal, normativo y presupuestal, que comprenda el 
conjunto de la problemática, lo que conlleva a que todavía predomine cierta dispersión conceptual e 
institucional en los diversos niveles de competencia vinculados al tema.  
 
Sin embargo, existen leyes nacionales relacionadas, de una u otra manera, con el manejo de cuencas, 
tales como la Ley Nº 13.273 sobre la Defensa de la Riqueza Forestal y normas complementarias, la Ley Nº 
25.080 sobre Inversiones para Bosques Cultivados, la Ley Nº 22.421 sobre Protección y Conservación de 
la Fauna, la Ley Nº 22.428 de Fomento a la Conservación de Suelos,  la Ley No. 25.422 de 2001 (Ley 
Ovina), la Ley Nº 22.351 de Parques, Reservas Naturales y Monumentos Nacionales y la reciente Ley 
26.331 de 2007 sobre Bosques Nativos. 
 
De las leyes anteriores es interesante destacar los siguientes aspectos: 
 
o Ley Nº 13.273 sobre la Defensa de la Riqueza Forestal: declara de utilidad pública los bosques y 
clasifica algunos como protectores permanentes cuando cumpla la función de proteger y regular 
el régimen hídrico. También crea un Fondo Provincial de Bosques con base en los impuestos que 
gravan los frutos y productos forestales naturales y otras rentas del presupuesto provincial. 
o Ley Nº 22.428 de Fomento a la Conservación de Suelos: declara de interés general la acción 
pública y privada tendiente a la conservación y recuperación de la capacidad productiva de los 
suelos. Igualmente establece que el Ministerio de Economía conjuntamente con la Secretaría de 
Estado de Agricultura y Ganadería y la de Hacienda, elaborarán el Programa de Suelos 
estableciendo el monto del subsidio que beneficiará a los predios que elaboren un Plan de 
recuperación de los mismos. Este subsidio oscila entre el 30 y el 70 % del valor del Plan. 
o Ley No. 25.422 de 2001 (Ley Ovina): crea el régimen de recuperación ovina para la adecuación y 
modernización de los sistemas productivos y un Fondo Fiduciario para financiar con recursos del 
Presupuesto Nacional las actividades requeridas. 
 
La Ley de Bosques Nativos de 2007 es particularmente importante en relación con los servicios 
ambientales hídricos ya que se establecen los presupuestos mínimos de protección ambiental para el 
enriquecimiento, la restauración, conservación, aprovechamiento y manejo sostenible de los bosques 
nativos y sus servicios ambientales. Igualmente, establece un régimen de fomento y criterios para la 
distribución de fondos por los servicios ambientales que brindan los bosques nativos. 
 
Se consideran en esta Ley como Servicios Ambientales de los bosques nativos los beneficios tangibles e 
intangibles, generados por los ecosistemas del bosque nativo, necesarios para el concierto y 
supervivencia del sistema natural y biológico en su conjunto, y para mejorar y asegurar la calidad de vida 
de los habitantes de la Nación beneficiados por los bosques nativos. Entre otros, los principales servicios 
ambientales que los bosques nativos brindan a la sociedad son: 
 
- Regulación hídrica; 
- Conservación de la biodiversidad; 
- Conservación del suelo y de calidad del agua; 
- Fijación de emisiones de gases con efecto invernadero; 
- Contribución a la diversificación y belleza del paisaje; 
 78 
- Defensa de la identidad cultural. 
 
Igualmente, la ley crea el Fondo Nacional para el Enriquecimiento y la Conservación de los Bosques 
Nativos, con el objeto de compensar a las jurisdicciones que conservan los bosques nativos, por los 
servicios ambientales que prestan. El Fondo está conformado por: a) las partidas presupuestarias que le 
sean anualmente asignadas a fin de dar  cumplimiento a la presente ley, las que no podrán ser inferiores 
al 0,3% del presupuesto nacional; b) el dos por ciento (2%) del total de las retenciones a las 
exportaciones de productos primarios y secundarios provenientes de la agricultura, ganadería y sector 
forestal, correspondientes al año anterior del ejercicio en consideración; c) los préstamos y/o subsidios 
que específicamente sean otorgados por Organismos Nacionales e Internacionales; d) donaciones y 
legados; e) Todo otro aporte destinado al cumplimiento de programas a cargo del Fondo; f) el producido 
de la venta de publicaciones o de otro tipo de servicios relacionados con el sector forestal; y g) los 
recursos no utilizados provenientes de ejercicios anteriores. 
 
Se estableció que el Fondo Nacional para la Conservación de los Bosques Nativos será distribuido 
anualmente entre las jurisdicciones que hayan elaborado y tengan aprobado por ley provincial su 
Ordenamiento de Bosques Nativos. La Autoridad Nacional de Aplicación juntamente con las autoridades 
de aplicación de cada una de las jurisdicciones que hayan declarado tener bosques nativos en su 
territorio, determinarán anualmente las sumas que corresponda pagar, teniendo en consideración para 
esta determinación: a) el porcentaje de superficie de bosques nativos declarado por cada jurisdicción; b) 
la relación existente en cada territorio provincial entre su superficie total y la de sus bosques nativos; y c) 
las categorías de conservación declaradas (según categorías de ordenamiento de la misma ley). 
 
Las Provincias aplicarán a los recursos del Fondo del siguiente modo:  
 
- El 70% para compensar a los titulares de las tierras en cuya superficie se conservan bosques 
nativos, sean públicos o privados, de acuerdo a sus categorías de conservación. El beneficio 
consistirá en un aporte no reintegrable, a ser abonado por hectárea y por año, de acuerdo a la 
categorización de bosques nativos, generando la obligación en los titulares de realizar y 
mantener actualizado un Plan de Manejo y Conservación de los Bosques Nativos que deberá ser 
aprobado en cada caso por la Autoridad de Aplicación de la jurisdicción respectiva. El beneficio 
será renovable anualmente sin límite de períodos. 
- El 30% a la Autoridad de Aplicación de cada Jurisdicción, que lo destinará a desarrollar y 
mantener una red de monitoreo y sistemas de información de sus bosques nativos; y a la 
implementación de programas de asistencia técnica y financiera, para propender a la 
sustentabilidad de actividades no sostenibles desarrolladas por pequeños productores y/o 
comunidades indígenas y/o campesinas. 
 
7.2. POLITICAS Y MARCO INSTITUCIONAL EXISTENTE EN RELACIÓN CON LOS SERVICIOS 
AMBIENTALES HIDRICOS. 
 
La República Argentina no cuenta con Políticas Ambientales claramente definidas a comparación de 
otros países de Latinoamérica, sino que los mandatos legales en relación con la formulación de estos 
instrumentos, se han desarrollado a través de diferentes leyes y normas expedidas por diferentes 
instancias, tanto nacionales como provinciales y municipales. Un ejemplo de lo anterior es la Ley General 
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del Ambiente que establece la base para la formulación de la política ambiental nacional. Establece los 
objetivos que deberá tener dicha política y sujeta la interpretación y la aplicación de la Ley General y 
toda otra norma a través de la cual se ejecute la política ambiental, al cumplimiento de ciertos principios 
establecidos en el artículo 4° de la ley, contenidos varios de ellos también en documentos 
internacionales como la Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio Ambiente y Desarrollo y la Agenda 
21 (Preámbulo y Áreas de Programa). 
 
Contempla también los instrumentos de la política y gestión ambiental, como el ordenamiento 
ambiental del territorio, la EIA, el sistema de control sobre el desarrollo de actividades antrópicas, la 
educación ambiental, el sistema de diagnóstico e información ambiental, el régimen económico de 
promoción del desarrollo sustentable y participación ciudadana y establece, entre otras disposiciones, 
los fondos de restauración y el Fondo de Compensación Ambiental, cuya administración estará a cargo 
de la autoridad competente de cada jurisdicción (Provincias y Ciudad Autónoma de Buenos Aires).  
 
Este mandato, fue desarrollado, por ejemplo, por la Provincia de Corrientes, que estableció el Fondo de 
Compensación Ambiental de la Provincia, destinado a garantizar la calidad ambiental, la prevención y 
mitigación de efectos nocivos o peligrosos sobre el ambiente, la atención de emergencias ambientales, la 
protección, preservación, conservación, compensación o restauración de los sistemas ecológicos y el 
ambiente. El Fondo se propone sea nutrido por: a) Multas derivadas de la aplicación del Código de Aguas 
(Decreto Ley Nº 191/2001) y de la Ley Nº 5.067 (De Evaluación del Impacto Ambiental) y sus 
modificatorias; b) Multas derivadas del incumplimiento de normativa ambiental nacional en el ámbito de 
la Provincia de Corrientes, de acuerdo a los convenios que la Provincia y la Nación firmen al efecto; c) 
Monto establecido en concepto de daño ambiental, como accesorio de las multas de los incisos 
anteriores, según ley especial que se dicte al efecto; d) Indemnizaciones impuestas judicialmente por 
daños causados al ambiente de la Provincia de Corrientes; e) Donaciones o legados; y f) Partida 
Presupuestaria que se resuelva destinar. 
 
Este Fondo está destinado principalmente a atender los costos de las acciones de restauración que 
puedan minimizar los perjuicios generados por un daño ambiental y compensar el deterioro o 
degradación ambiental mediante acciones u obras que tiendan a mejorarlo.  
 
En relación con las Políticas Hídricas, Rovere (2006), afirma que en Argentina, a pesar de la reciente 
sanción de la Ley de Presupuestos Mínimos en materia de Gestión Ambiental de Aguas (Ley 25.688 de 
2002) y la iniciativa impulsada por la Subsecretaría de Recursos Hídricos, que derivó en la firma del 
Acuerdo Federal del Agua en el año 2003, considera que aún no fue formulada ni menos aún ejecutada, 
una política federal de aguas con  la definición de los objetivos nacionales respecto del sector y que fija 
los límites dentro de los cuales puede moverse el planificador de los recursos hídricos. Señala la autora 
que los objetivos entendidos en esos términos aún no fueron fijados en el nivel federal, ya que si bien 
existe una ley de presupuestos mínimos en materia de aguas, ésta no fija los objetivos nacionales ni las 
metas y modos para alcanzarlos, ni tampoco definió los límites dentro de los cuales deba moverse el 
planificador hídrico. Esa norma se limita a dar algunas definiciones (agua, cuenca hídrica superficial, 
utilización de las aguas) y establece las obligaciones de la autoridad nacional. No estamos tampoco 
frente a un proceso, sino que frente a actos aislados, tales como el dictado de esta norma y algunas 
acciones e iniciativas adoptadas por autoridades nacionales, como las descriptas más abajo. 
 
 80 
En el caso de las provincias, si bien éstas fijaron ciertos principios en sus códigos y leyes de agua o leyes 
ambientales, éstos en general no fueron reglamentados, ni se establecieron estrategias o mecanismos 
para su aplicación. 
 
A nivel de Estrategias de Biodiversidad, la Argentina adoptó este instrumento desde 2002, y en relación 
con las cuencas hidrográficas propone impulsar el manejo integral de las cuencas hídricas y las 
ecorregiones, a través de:  
 
• Realizar la zonificación ecológica de las ecorregiones y cuencas, regulando el uso de los recursos 
naturales según su aptitud productiva y valor de conservación, incluyendo especialmente la 
preservación de los servicios ecológicos de los ecosistemas. 
• Impulsar la creación de autoridades de cuenca y favorecer en general la integración de las 
instituciones, organismos no gubernamentales y pobladores locales en las tareas de 
recuperación y cuidado ambiental. 
• Impulsar y favorecer la valoración económica, cultural y paisajística de los ecosistemas naturales, 
su biodiversidad y sus servicios ecológicos, desarrollando el concepto de que el derecho de 
propiedad de la tierra supone el deber de resguardar y custodiar su integridad ecológica y 
potencial productivo. 
• Favorecer la reconversión de usos y la diversificación productiva en regiones fuertemente 
degradadas. 
• Regularizar la posesión y tenencia de la tierra en zonas fiscales. 
 
En el mismo documento se plantea revertir o compensar los impactos negativos de actividades 
petroleras, mineras, hidroeléctricas o de cualquier tipo que afecten la diversidad biológica, amentando el 
nivel de exigencias de las normas de evaluación de impacto ambiental de las actividades petroleras, 
mineras, hidroeléctricas o de cualquier otro tipo que afecten la diversidad biológica y procurando el 
desarrollo de compromisos ambientales voluntarios de las empresas petroleras, mineras e 
hidroeléctricas, para la incorporación de prácticas de conservación de la biodiversidad en sus programas 
de desarrollo. 
 
En relación con la conservación de la biodiversidad y usos del suelo se requiere valorar los servicios 
prestados por la diversidad biológica, a escala de ecosistemas y especies, proponer esquemas de 
zonificación de usos y establecer incentivos que estimulen la zonificación realizada y eliminar aquellos 
que promuevan usos o acciones contrarios. Finalmente, la estrategia propone dictar normas o establecer 
incentivos a las actividades agropecuarias, de forestación, pesqueras y mineras —o eliminar los que 
produzcan efectos adversos— que impulsen a los propietarios o usuarios de los recursos naturales, 
cuando sea pertinente, a mantener inalterada una proporción del hábitat natural como parche 
remanente, de acuerdo con los criterios técnicos que se sugieran oportunamente en las respectivas 
reglamentaciones. 
 
Finalmente, se busca desarrollar y aplicar instrumentos económicos adecuados que incentiven las 
buenas prácticas de gestión pública y privada, con el fin de promover la conservación de la biodiversidad 
y el uso sostenible de sus componentes, mediante, entre otros:  
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• El desarrollo de herramientas económica y socialmente viables que permitan aplicar los 
principios del ordenamiento territorial, de modo de contribuir a la conservación y utilización 
sostenible de la diversidad biológica. 
• Plantear la implementación de instrumentos económicos, tanto incentivos como desincentivos, 
cuando se juzgue necesario, con base en los diagnósticos para generar los cambios deseados en 
el comportamiento de los actores sociales identificados como prioritarios. 
 
Si bien estas previsiones se consideran importantes en relación con este trabajo, su nivel de desarrollo e 
implementación según la información recopilada durante la visita a la Argentina, es bajo a pesar de 
esfuerzos aislados en el ámbito nacional (por ejemplo, Ley de Bosques Nativos No. 26 331 de 2007) y 
provincial (desarrollo de incentivos para la conservación de suelos en las Provincias de Entre Ríos y 
Córdoba, que fueron desarrollados con base en la Ley para la Conservación de Suelos No. 22.428 de 
1981). 
 
En general se puede establecer del análisis realizado que en Argentina no existen en general mecanismos 
específicos cuyo objetivo sea incentivar la conservación de los recursos hídricos. En el país se encuentra 
vigente un sistema de comando y control, que se diferencia claramente de los que utilizan instrumentos 
económicos. Sin embargo, hay que recordar que ambos instrumentos – los regulatorios y los económicos 
– pueden ser utilizados como mecanismos para controlar y reducir la contaminación ambiental teniendo 
siempre en cuenta que ambos minimizan los daños ambientales aunque con diferentes aproximaciones. 
 
En relación con el sistema institucional ambiental, la Ley General del Ambiente, también establece el 
Sistema Federal Ambiental con el objeto de desarrollar la coordinación de la política ambiental entre el 
gobierno nacional, gobiernos provinciales y el de la Ciudad de Buenos Aires, que según se dispone en la 
norma, será instrumentado a través del COFEMA (Consejo Federal de Medio Ambiente). 
 
En relación con los recursos hídricos el organigrama y estructura de la Administración Pública Argentina 
fue modificada en numerosas oportunidades durante los últimos años. En materia hídrica la autoridad 
nacional competente en la actualidad es la Subsecretaría de Recursos Hídricos en el Ministerio de 
Planificación. En las provincias las situaciones son variables en cuanto a las autoridades de aplicación en 
la temática de aguas. En general las leyes de aguas tienen como autoridad de aplicación a la Autoridad 
de Aguas. Sin embargo, en algunos casos también le son atribuidas a los Entes Reguladores de servicios 
públicos de agua potable y desagües cloacales, funciones que tienen más que ver con la preservación del 
recurso o ambientales. 
 
En relación con los servicios ambientales en general, en Argentina no se desarrolló aún este concepto 
dentro de las políticas federales ni en normativa específica11, sin embargo, entre las legislaciones 
provinciales, vale la pena destacar el caso de Salta, que mediante Ley 7107 de 2000, que crea el Sistema 
Provincial de Áreas protegidas, y que en referencia a los servicios ambientales precisa que estos son “… 
beneficios y/o ventajas que brindan los ecosistemas o los ciclos naturales a la sociedad por los cuales se 
puede obtener una contraprestación…”. Igualmente, se prevé en el artículo 29 de la Ley, que la 
administración es responsable del recaudo de los bienes y servicios ambientales que provean las áreas 
protegidas, incluyendo la protección y regulación de cuencas hídricas. 
                                                 
11 Alejandro O. Iza y Marta B. Rovere (Editores) (2006). Gobernanza del agua en América del Sur: dimensión ambiental. UICN, Gland, Suiza y 
Cambridge, Reino Unido. xiv + 461 pp.   
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También vale la pena referirnos a una categoría dentro del Sistema provincial de Áreas Protegidas 
denominada “Reservas de uso Múltiple”, las cuales, según el artículo 25 de la Ley, son “…áreas 
gestionadas principalmente para la utilización sustentable de los recursos y servicios ambientales, para 
contribuir con las necesidades de desarrollo económico social de las comunidades y la región…”. 
 
Por su parte, el artículo 37 de la misma Ley, prevé que pueden destinarse al financiamiento de las áreas 
protegidas provinciales los “… fondos propios que generen las áreas protegidas, incluyendo tarifas de 
ingreso, los contratos y concesiones y pagos de servicios ambientales que generen los recursos 
naturales…”. 
 
En cuanto a los mecanismos de administración de estos recursos, el artículo 41 de la misma Ley 
establece que puedan constituirse fidecomisos integrados entre otros recursos por con las rentas o 
beneficios producidos por los servicios ambientales y con el canon de las concesiones otorgadas en el 
área protegida respectiva.  
 
Por último, sobre el caso de Salta, vale la pena mencionar que el artículo 47 precisa que “Los propietarios 
privados que incorporen voluntariamente sus inmuebles, total o parcialmente para fines de conservación, 




Establecer un sistema jurídico y normativo que contemple los conceptos de avanzada que rigen la 
materia hídrica y ambiental en el nivel internacional e incluirlos también en la formulación de políticas 
públicas ambientales e hídricas. 
 
Formular y ejecutar políticas hídricas federales que definan los objetivos del sector y la forma de 
alcanzarlos, contemplando el uso racional del recurso, su protección y el desarrollo sustentable de los 
sistemas hídricos, acorde a tales conceptos. 
 
Fortalecer las instituciones con competencia en la materia hídrica y promover la participación pública y 
el acceso a la información y asignar recursos económicos suficientes para solventar los gastos que 
implica el funcionamiento de dichas instituciones. 
 
Establecer mecanismos efectivos de coordinación en el ejercicio de las funciones de las autoridades 
hídricas, tanto de éstas entre sí, como con los demás organismos de aplicación con funciones 
ambientales, económicas y sociales que regulen las actividades con incidencia sobre el recurso hídrico. 
 
Consideración del valor económico del agua desde su valoración ambiental, además de su consideración 
como bien social y ambiental, a partir de la incorporación de los costos que implica su utilización y las 
consecuencias que se producen en forma encadenada en las distintas áreas y recursos relacionados con 
el agua. 
 
Implementar la utilización de instrumentos económicos y regulatorios en forma conjunta, como 
mecanismo para controlar y reducir la contaminación hídrica. Apuntar a la minimización de los daños 
ambientales generados por las actividades de consumo y producción. 
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Incorporación del concepto de caudal ecológico en la normativa relativa al agua y en la formulación de 
políticas ambientales e hídricas, así como su consideración al momento de la planificación de la gestión 






























































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































IV. CONCLUSIONES DE LA REVISION DEL MARCO NORMATIVO Y DE POLÍTICA EN CADA UNO 
DE LOS PAISES  
 
Teniendo en cuenta la metodología descrita en el numeral I, y luego de una revisión del marco 
constitucional, legal, reglamentario y de políticas públicas, en relación con los servicios ambientales 
hidrológicos, se puede concluir lo siguiente 
 
1. Existen dos regímenes políticos en los Estados  de la Región Andina, que son los Estados  
Unitarios y los Estados Federales, que implica para el primero, una concentración de 
competencias para la regulación y establecimiento de la política nacional ambiental,  en el nivel 
central del gobierno con algún grado de descentralización o autonomía en entes regionales o 
locales. Para el segundo tipo de régimen, una centralización de poderes mínimos en el gobierno 
central, con una total autonomía de los Estados o Provincias para la regulación y definición de 
políticas ambientales.  
2. Pese a esta diferenciación, todas las Constituciones políticas nacionales y provinciales para el 
caso de los estados federales, prevén la protección del medio ambiente como una obligación del 
estado y un deber de los particulares. Así mismo, establecen como de propiedad de la Nación los 
recursos naturales renovables y los servicios ambientales que de éstos se generan. 
3. Esta previsión constitucional abre la posibilidad a los gobiernos, para identifiquen alternativas en 
las que hagan partícipes a los particulares de esquemas de conservación de los recursos 
naturales renovables y sus servicios ambientales y fundamenta la posibilidad de que los 
particulares voluntariamente participen de los esquemas de conservación (pago o compensación 
por servicios ambientales o ecosistemico), percibiendo por ello,  un reconocimiento económico 
(dinero, especie u otras alternativas). 
4. Sin embargo la nueva Constitución Ecuatoriana, hace una mención específica en relación con los 
servicios ambientales “Art. 75. Inc. 2º Los servicios ambientales no serán susceptibles de 
apropiación; su producción, uso y aprovechamiento serán regulados por el Estado”.  
5. De la revisión efectuada al marco de las políticas ambientales de los siete países de la región 
andina, no se encontraron  políticas o estrategias públicas que hagan referencia a esta 
herramienta de manera particular. Sin embargo se encuentra una excepción: Colombia que 
cuenta con un borrador de Estrategia Nacional de Pago por Servicios Ambientales en discusión. 
6. En las leyes del agua o regulaciones del agua vigentes de la mayoría de los países objeto de 
estudio, no se prevén los esquemas de pago  por  servicios hidrológicos como una herramienta 
para implementación de estas leyes o estatutos.  Pese al mandato constitucional, el Ecuador 
cuenta una propuesta de Ley Orgánica de Recursos Hídricos, en donde aun no se incluyen 
previsiones sobre este tipo de esquemas o proyectos, quedando por desarrollar la facultad 
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constitucional para que el estado los pueda regular. En Venezuela, el decreto 1400 de 1997, 
sobre regulación y control del aprovechamiento de los recursos hídricos, dispone  entre otras 
cosas, que se deberán establecer las medidas para proteger las aguas y reconocer su valor. 
7. Las leyes generales u orgánicas del medio ambiente, no hacen una mención específica del tema 
de servicios ambientales hídricos. Sin embargo establecen de manera general, como es el caso 
de la Ley Orgánica del Ambiente de Venezuela, instrumentos como el Plan Nacional de 
Conservación, Defensa y Mejoramiento Ambiental, en donde se plantea que se deberán 
desarrollar las medidas de instrumentación que se consideren favorables a la conservación, 
defensa y mejoramiento del ambiente, dentro de los cuales y dentro de nuestro análisis, sería 
factible considerar los esquemas de pago por servicios ambientales. 
8. En las leyes revisadas, se encontró que se han establecido otro tipo de instrumentos económicos 
y financieros para financiación de la gestión del recurso hídrico, tales como tasas, cánones, 
compensaciones, contribuciones y tarifas. Sin embargo estos instrumentos no pueden 
considerarse como pago por servicios ambientales, teniendo en cuenta los elementos de  la 
definición planteada en la sección 2 de este documento, en donde uno de los elementos que 
diferencia el PSA de otros instrumentos es el carácter voluntario del esquema. Un ejemplo, son 
los casos de Chile y Colombia, en donde se han establecido instrumentos económicos como el 
pago por los derechos de aprovechamiento de agua/mercados de agua y las tasas por utilización 
de agua respectivamente. 
9. Es más evidente la mención de la importancia de los servicios ambientales en leyes diferentes a 
las leyes del agua, como las referentes a la conservación y aprovechamiento sostenible de los 
bosques naturales. Por ejemplo, la ley 26.331 de 2007 de bosque nativo de la República 
Argentina,  que reconoce expresamente como uno de los servicios ambientales que prestan los 
ecosistemas forestales, el de la regulación hídrica.  Así mismo, el Decreto Ley 1090-08 de la 
República del Perú, que entre otras cosas, propone compatibilizar el aprovechamiento de los 
recursos forestales y de la fauna silvestre con la valoración de los servicios ambientales que 
prestan.  En Colombia, la ley 139 de 1994, crea el certificado de incentivo forestal para la 
reforestación,  como un reconocimiento a las externalidades ambientales positivas de la 
reforestación. Igualmente, en Colombia la Ley 223 de 1995 (estatuto tributario) creo el 
certificado de incentivo forestal para la conservación, el cual fue reglamentado por el Decreto 
900 de 1997. En Venezuela la nueva Ley Forestal hace mención específica al PSA y otros 
instrumentos e incentivos financieros para su conservación, restauración y manejo sustentable. 
10. Dentro de otras leyes no relacionadas con los recursos naturales renovables, se han introducido 
incentivos para la conservación de los recursos naturales, como es el caso de la Ley de 
Conservación de Suelos (Ley 22.428)  y Ley Ovina (Ley 25.422) de la República Argentina.  En la 
Ley Orgánica para la Planificación y Gestión de la Ordenación del Territorio en Venezuela, se 
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plantea como uno de los objetivos de la ordenación del territorio “Incentivar la conservación y 
uso sustentable de los recursos naturales”. 
11. Los países de la región cuentan con regulaciones en materia tributaria que son aplicables de 
manera general en materia ambiental y no específicamente al agua. Por ejemplo, en Bolivia 
existe la Ley 2745 de 2004, en donde se otorga exoneraciones totales de impuestos a la 
propiedad por las nuevas inversiones que se realicen en sector turístico y ecoturístico. En 
Colombia, el decreto 3172 de 2003, señala que las inversiones en mejoramiento del medio 
ambiente que dan derecho a beneficio tributario (exenciones) son las necesarias para desarrollar 
procesos que tengan por objeto, la restauración, regeneración, repoblación, preservación y 
conservación de los recursos naturales renovables. 
12. En relación con el marco institucional, dependiendo del tipo de régimen político, los países 
cuentan con una estructura institucional desconcentrada y descentralizada para el cumplimiento 
de las funciones ambientales. 
13. Como los esquemas de Pago por Servicios Ambientales, no se encuentran previstos de manera 
expresa en las regulaciones  y políticas publicas nacionales revisadas, tampoco se ha logrado 
identificar funciones concretas en relación con el tema, asignadas a una entidad en particular. 
Sin embargo, en todos los casos, los temas ambientales cuentan con una autoridad nacional y 
entidades administradoras de los recursos naturales renovables, en el ámbito regional y local. 
Esta distribución general de competencias podría ser de utilidad como referente para la 
asignación de los roles en la implementación de esquemas de pago por servicios ambientales. 
14. En todos los países, se evidencia la necesidad de contar con una regulación mínima de los 
esquemas de servicios ambientales, en los que por lo menos, se definan los roles institucionales, 
esquemas de pago o compensación, tipo de servicios objeto de reconocimiento y los 
mecanismos de vinculación entre el sector público y privado. 
15. Es una realidad que en todos los países de la región, se han venido implementando este tipo de 
esquemas, pero también es cierto, que la ausencia de un marco regulatorio mínimo, genera 
inseguridad jurídica a este tipo de procesos y pueden llegar a constituir una herramienta que es 
muy beneficiosa para la gestión ambiental, en un instrumento perverso y poco reconocido, con 
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